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			PRÓLOGO

			 

			 

			 

			 

			La democracia es una forma de gobierno muy complicada. Siempre ha sido la más difícil en cualquier periodo histórico o sociedad que se consideren. Se comprende que exhiban una orgullosa superioridad cultural y política las naciones en las que prevalece la voluntad general, se mantiene en términos razonables la separación de poderes, funcionan las instituciones que los ejercen, y pueden mostrar prestigiosas declaraciones de derechos y libertades, civiles, políticos y sociales, protegidos por garantías efectivas que previenen y evitan su vulneración.

			Es razonable este orgullo de privilegiados porque la consagración de los principios y valores del constitucionalismo y la democracia liberal, que son los que acabo de resumir, ha sido el resultado final de una lucha de muy largo recorrido. Solo las naciones más tenaces han podido desplegar sus reglas en plenitud. Hay clasificaciones de la calidad de las democracias que advierten con meticulosidad de los déficits. Son observatorios de los desfallecimientos.

			Estados Unidos, y los países agrupados hoy en la Unión Europea, lideran, junto con el Reino Unido, Canadá y pocos Estados más, la democracia en el mundo. Pero conviene no perder de vista que este éxito es muy reciente. Estados Unidos tenía un régimen democrático desde que se aprobó su Constitución en 1787, pero tuvo luego que superar la guerra civil más dura que ha tenido lugar en aquel hemisferio para consolidarse como nación y, una vez concluida, necesitó un siglo más para que se abrieran paso libertades esenciales como la de comunicación o se generalizaran los derechos civiles, la igualdad de acceso a la educación o a los transportes, superando la discriminación por razón de la raza. Todavía en la actualidad es una democracia muy deficitaria desde el punto de vista de los derechos sociales.

			Europa continental recuperó un constitucionalismo muy brillante y ejemplar después de la Segunda Guerra Mundial, pero montó sus firmes instituciones democráticas sobre un grueso manto de destrucción y muerte, y de las más espantosas ofensas a la dignidad de las personas. En la actualidad, la Unión Europea, que no permite desviación alguna a sus socios en cuanto concierne a la separación de poderes y las garantías de la libertad, cuenta con las democracias liberales más ejemplares del mundo, aun a pesar de las crisis que afectan a algunas de sus instituciones. España, entre estos Estados de la Unión, que aprobó tardíamente su Constitución, en 1978, al salir de la larga dictadura del general Franco, también exhibe sus galones de gran democracia consolidada. 

			Todas estas naciones, pese a las enormes dificultades y enfrentamientos vividos, que han implicado reajustes de fronteras, creación de nuevos Estados, emigraciones, tiempos de excepción, dictaduras y retos imperialistas, han perseverado en la idea de la democracia liberal, como la forma más justa para el gobierno humano.

			He acometido en este libro el estudio de la democracia en Hispanoamérica estimulado, antes que por cualquier otra curiosidad intelectual, por el hecho de que, en lo que va corrido del siglo XXI, se ha puesto de moda en aquel espacio renegar de la democracia liberal y promover fórmulas de gobierno que, aunque no desplacen del todo sus instituciones y valores, los complementen. No es la primera vez en la historia que se desarrollan corrientes de pensamiento que advierten contra las perversiones del modelo. Algunas veces, como ocurrió con la Revolución cubana, se implantó una alternativa absoluta de carácter marxista. Pero, sin abandonar los valores del constitucionalismo, los movimientos políticos a que aludo han tratado de crear un nuevo paradigma, es decir, un modelo diferenciado, con sus propios principios y reglas, concretado en constituciones de nueva planta, que han fundado el llamado «nuevo constitucionalismo latinoamericano».

			Los textos contienen innovaciones interesantes y muchas apuestas atrevidas; tantas, en realidad, que algunos de sus mentores han hablado de «constitucionalismo experimental» para referirse a ellas. 

			Me ha interesado mucho explorar lo que tiene realmente de nuevo ese material político y la medida de sus aportaciones para renovar y mejorar en profundidad la democracia y la protección de los derechos en los países que han aceptado la receta. En el primer decenio del siglo hubo un momento en que pareció que la conversión al neoconstitucionalismo y la neodemocracia sería general en pocos años, dado el animado ritmo con que habían progresado en diferentes Estados. Hasta que el siempre reflexivo Chile, también incitado a sumarse a la novedad, puso a dormir estas ideas o, al menos, les impuso una pausa.

			Para estudiar lo que está pasando con la democracia en Hispanoamérica, me pareció que el rigor mandaba estudiar antes su aventura desde que empezó a instalarse en el pasado. Al fin y al cabo, se ha adoptado, donde la han aceptado, la decisión de renovar la democracia representativa partiendo de la conclusión de que es una forma de gobierno que no ha llegado a adaptarse a las peculiaridades del subcontinente. Si se sostiene que los principios de la democracia liberal no funcionan en aquellos países, resulta pertinente estudiar lo ocurrido.

			Esta imprescindible curiosidad me ha conducido a recorrer la impresionante historia de las ideas y los hechos políticos en Latinoamérica desde el comienzo de las independencias y la creación de las nuevas repúblicas. Muchos de los personajes que la han protagonizado forman un retablo fascinante, y sus políticas, hechos y ocurrencias forman parte de esa realidad histórica maravillosa que ha inspirado a tantos escritores desde mediados del pasado siglo. A los efectos de lo que era pertinente analizar, se suceden en mi personal relato los momentos gloriosos y también los decaimientos o los tiempos turbios de desaparición de cualquier brizna de libertad. El ejercicio se desarrolla durante los dos siglos completos transcurridos desde las primeras constituciones hasta llegar a examinar en el capítulo final, el más extenso de la obra, el neoconstitucionalismo latinoamericano y sus aportaciones.

			Los líderes de las insurgencias conocieron bien las ideas políticas que habían triunfado en Europa y Estados Unidos y se dispusieron a aplicarlas con sinceridad y exactitud; acaso incurriendo en el error de no adaptarlas a las peculiaridades de sus repúblicas, sino aceptándolas en crudo, tal y como se habían perfilado en origen. Pero, durante todo el siglo, la implantación de ese modelo de gobierno resultó imposible en casi todas las emergentes naciones. El poder, cuando se inició el proceso, estaba en manos de las oligarquías criollas, amparadas en su dominio de la tierra o en su prestigio militar durante las guerras de independencia, que no aceptaron someterse a la disciplina de la democracia. El XIX fue el siglo de los caudillos: los hubo en todos los Estados, sostuvieron políticas conservadoras y fueron, cada uno de ellos, personalidades, admiradas u odiadas, que gobernaron de forma autocrática. Los regímenes políticos del siglo estuvieron determinados por su exclusiva voluntad.

			No obstante, para comprender el retraso en la puesta en funcionamiento de las instituciones democráticas, también hay que considerar un hecho que no suele resaltarse en las historias de la época: se estaba organizando el gobierno de territorios sin Estado. Para que pueda considerarse que existe un Estado, la doctrina política clásica más aceptada indica que tiene que estar definido a quién corresponde la soberanía, el territorio ha de estar demarcado y la población concretada. Ninguno de los tres elementos esenciales llegó a consolidarse, en toda Hispanoamérica, hasta bien avanzado el siglo, ya que estuvieron inicialmente sometidos a una extraordinaria inestabilidad.

			El siglo XX político comenzó en Hispanoamérica dos años antes de cuando determinaba el calendario, en 1898. Este fue el año del «Desastre», en el que España dejó de ser potencia colonial y Estados Unidos tomó el control del Caribe, e inmediatamente de Centroamérica. Empezó entonces, de manera amplia, una política de control de los gobiernos latinos, amparada en diversos tipos de acciones calificadas, críticamente, de imperialistas. Reaccionaron, contra este aumento de la influencia norteamericana, algunos intelectuales significados que fueron los pioneros de un pensamiento latinoamericanista que reivindicó las peculiaridades históricas y culturales de la América hispanohablante y el derecho a gobernarse sin interferencias. Emergió también con fuerza el pensamiento indigenista, que tendría largo recorrido en el siglo hasta conseguir reconocimientos de las reivindicaciones esenciales.

			Fue el siglo de las guerras y los populismos. Y el siglo de las revoluciones: las hubo de todas clases y de todas las ideologías, se extendió la costumbre de autodenominar revolucionario a cualquier gobierno con ideas; pero las dos que marcaron el siglo fueron, a partir de 1910, la Revolución mexicana, y a mediados, la Revolución cubana, que no solo implantó un régimen totalitario marxista sino que hizo lo posible para que el modelo se difundiera por todo el continente. También surgen en Hispanoamérica populismos tan vigorosos como el peronismo, que influyó durante años en los países del entorno de Argentina. Prescindieron unos y otros, marxistas y profascistas, de la democracia, como ocurrió también en Europa. 

			A partir de los años ochenta dio la impresión de que las tendencias políticas extremas se habían calmado en Hispanoamérica. Las dictaduras militares habían cedido finalmente y parecía que la democracia estaba ocupando el terreno de la política en todo el Centro y Sudamérica. Se hicieron visibles algunos problemas sempiternos como la partitocracia y la corrupción y, para frenar todos los abusos, mejorar la credibilidad de la política y animar la fe ciudadana en las instituciones, empezaron a ocupar lugar en el discurso público algunas reivindicaciones perseverantemente mantenidas al menos desde principios del siglo XX. Destacan dos: la recuperación del poder por el pueblo para poder ejercerlo directamente, sin intermediarios, cuando se debaten cuestiones de gran relevancia general, de manera que pueda disminuirse la dependencia de los partidos políticos; y, de otro lado, el reconocimiento de la heterogeneidad de las naciones de Latinoamérica, tanto por razón de su historia y cultura como por la diversidad de comunidades humanas que forman los Estados.

			Se propugnó la creación de un nuevo orden en el que se diera respuesta, entre otras exigencias, a las dos reclamaciones indicadas. Desde esta posición revisionista, no resultó difícil a los ideólogos descalificar la democracia liberal que, según algunos, nunca había tenido una vigencia efectiva en toda la historia en aquellos territorios. Y no la había tenido porque América Latina no era Europa y esta circunstancia, según aquellos, no había sido considerada cuando se importaron las constituciones hijas del pensamiento ilustrado y las revoluciones burguesas.

			El nuevo orden necesitaba textos constitucionales nuevos y enseguida aparecieron líderes que impulsaron su elaboración. Es notable que no se usaran los procedimientos de reforma de las constituciones vigentes, que no se habían activado durante años, sino que se eligieron asambleas constituyentes que se encargaron de elaborar otras nuevas. Las reclamaciones populares de que así se hiciera fueron muy fuertes y expresivas en alguna de las naciones pioneras, como Colombia, donde el hartazgo se manifestó en la iniciativa popular de la «séptima papeleta», de la que arrancó el movimiento que concluyó en la Constitución de 1991. La esencia del «nuevo constitucionalismo» y, con él, de la «nueva democracia participativa», se derramó, no obstante, pocos años después en las tres constituciones que, según todos los analistas, mejor representan las nuevas ideas: la venezolana de 1999, la ecuatoriana de 2008 y la boliviana de 2009.

			Parten de la afirmación de que la democracia representativa está en crisis, pero no la desplazan del todo, sino que superponen sobre ella algunas instituciones remozadas. Son textos que sobrepasan los cuatrocientos artículos de extensión, a la que se llega relacionando todos los derechos ciudadanos imaginables y regulando con pormenor las garantías incontables que se ofrecen a sus titulares frente a cualquier amenaza o violación efectiva. Largas declaraciones de derechos individuales y también de derechos colectivos, principalmente de las comunidades originarias y las minorías étnicas.

			Y a todo este impresionante conjunto se suman las instituciones de gobierno que, en la democracia participativa que instauran, son muchas más que las que resultaban de la aplicación de la triada clásica del legislativo, el ejecutivo y el judicial. La participación requiere la existencia de un plantel de instituciones en las que participar y establecer los procedimientos necesarios para hacerlo. A ello se han aplicado con generosidad los textos del nuevo constitucionalismo.

			No he encontrado, entre los antecedentes de este movimiento de renovación democrática, análisis concienzudos sobre la historia política de los países que se han sumado ni he visto identificadas las pérdidas de eficacia de los regímenes decadentes que se sustituyen. El motivo más recurrente, en los antecedentes y preámbulos, para justificar la renovación, es la apelación a la singularidad y la heterogeneidad de los pueblos de algunas de estas repúblicas, que nunca se han tenido en cuenta. Esta es la observación más fácil de compartir porque es relativamente sencilla de probar. Y también de justificar porque hemos entrado en un siglo en el que la defensa de las minorías y los particularismos culturales será un eje de las políticas en todas las democracias avanzadas.

			El recorrido que propongo al lector es largo, pero espero que completo porque analiza los problemas de los regímenes democráticos en Latinoamérica desde los comienzos del siglo XIX. El objetivo es llegar a la actualidad pudiendo discutir con buenas razones los alegatos contra la democracia liberal y su pretendida inadecuación a las peculiaridades latinas. Es imprescindible, a la hora de hacer inventario y cambiar el patrimonio político adquirido por la comunidad a la que pertenecen aquellas naciones, que es la occidental, saber si realmente se están desechando formas democráticas de peor calidad o eficacia, para hacer efectiva la voluntad general, que las nuevas que se proponen.

			En fin, tengo que decir que ocupa un lugar preferente entre los sentimientos y preocupaciones que me han conducido a escribir este extenso volumen, la repulsa por la utilización de un movimiento que apela a la regeneración democrática para fortalecer regímenes autocráticos, nuevas dictaduras, que han abolido la alternancia en el poder y liquidado el derecho a la discrepancia política.

			Cumpliré pronto ocho años como presidente de la Asociación de Academias de la Lengua Española. He viajado por todos los países de habla hispana y me he preocupado de conocer mejor sus problemas de todo orden, como era mi obligación. Lo manifiesto para agradecer a muchos colegas académicos, profesores universitarios, magistrados de los altos tribunales y dirigentes de las repúblicas americanas que hayan facilitado mi recorrido intelectual por regiones tan distintas y complejas, sus provechosas indicaciones, el descubrimiento de situaciones y personajes de la literatura y la política que no estaban a mi alcance y las conversaciones en las que he obtenido orientaciones esenciales.

		

	


	
		
			CAPÍTULO I

			Conspiraciones e ideas para el gobierno de la América hispana

			 

			 

			 

			 

			LA CONFLUENCIA DE TRES MOVIMIENTOS POLÍTICOS Y MILITARES HISTÓRICOS: INVASIÓN DE ESPAÑA, PROCESO CONSTITUYENTE E INSURGENCIAS EN AMÉRICA

			 

			El inicio del proceso constituyente en España, a principios del siglo XIX, coincidió en el tiempo, casi exactamente, con el de los movimientos que reclamaban la independencia de las colonias de América, del que derivaría la aprobación de constituciones propias de los nuevos Estados. En ambos casos, la aceleración de los cambios estuvo inmediatamente relacionada con la invasión de la península ibérica por las tropas de Napoleón, la renuncia vergonzosa de Carlos IV y Fernando VII a sus derechos dinásticos, la designación por el emperador de su hermano José como rey de España y de todas las provincias de ultramar. 

			Después de la invasión de la Península, el emperador citó en Bayona a la familia real. Fernando, que se había proclamado rey en Madrid el 19 de marzo anterior, abdicó en su padre, Carlos IV, y este en Napoleón, quien seguidamente nombró al duque de Berg, Joaquín Murat, regente de las Españas e Indias.

			La Gaceta de Madrid publicó el 20 de mayo el acta de abdicación, que recogía la decisión de Carlos de «ceder como cede por la presente todos sus derechos al trono de España y de las Indias a S. M. el Emperador Napoleón, como el único que, en el estado a que han llegado las cosas, puede restablecer el orden…».

			El pacífico control de la situación por las tropas napoleónicas empezó a cambiar a partir del 2 de mayo de 1808, cuando los vecinos de Madrid asumieron que las justificaciones francesas de la entrada en España eran falsas. El pueblo se levantó contra Napoleón y empezaron las escaramuzas bélicas. Murat fue sustituido el 6 de junio de 1808, cuando el emperador decidió proclamar «Rey de las Españas y de las Indias, a nuestro muy amado hermano, José Napoleón, actual rey de Nápoles y de Sicilia». 

			En España la resistencia y defensa del antiguo orden monárquico de los Borbones fue asumida por juntas constituidas en las provincias, hasta que, después de la derrota de los ejércitos de Bonaparte en Bailén el 19 de julio de 1808, se decidió constituir la Junta Suprema Central Gubernativa del Reino compuesta por representantes de todas las juntas provinciales. Ocurrió el 25 de septiembre de 1808. Su primer presidente fue el conde de Floridablanca. 

			La Junta Central no había tenido en cuenta, al constituirse, la necesaria inclusión de representantes de los territorios americanos, pero unos meses después dictó el decreto de 22 de enero de 1809, en el que se declaraba que las colonias americanas quedarían integradas en la nueva nación española con criterios de igualdad. Esta importantísima disposición establecía: 

			 

			El rey nuestro señor Don Fernando 7.º y en su real nombre la Junta Suprema Central Gubernativa del reino, considerando que los vastos dominios que España posee en las Indias no son propiamente colonias, o factorías como los de otras naciones, sino una parte esencial e integrante de la monarquía española, y deseando estrechar de un modo indisoluble los sagrados vínculos que unen unos y otros dominios, como así mismo corresponderá la heroica lealtad y patriotismo de que acaban de dar tan decisiva prueba a la España en la coyuntura más crítica que se ha visto hasta ahora nación alguna, se ha servido declarar, teniendo presente la consulta del Consejo de Indias de 21 de noviembre último, que los reinos, provincias, e islas que forman parte de los referidos dominios deben tener representación nacional inmediata a su real persona, y constituir parte de la Junta Central Gubernativa del reino por medio de sus correspondientes diputados.

			 

			El 10 de mayo de 1809 la Junta Central emitió un «Manifiesto a los americanos», que trataba de agrupar y coordinar a las juntas americanas en torno a la Junta Central. Después se promulgó el decreto de 22 de mayo de 1809, que contenía un programa que recogía principios propios del liberalismo e insistía en la previsión de medidas de equiparación de los territorios y población americana con los derechos de los domiciliados en la Península.[1]

			El decreto de 22 de enero de 1809 planteó por primera vez en una norma la idea de igualdad de la Península y los territorios de América como partes integrantes de una única monarquía extendida a los dos lados del Atlántico. Esta decisión histórica determinaba que la Junta Central incorporaría a representantes americanos: todos los territorios peninsulares y americanos tendrían el mismo derecho a representación política.

			Para la ejecución de tales previsiones, los territorios americanos habrían de enviar un representante por cada uno de los cuatro virreinatos (Río de la Plata, Nueva Granada, Nueva España y Perú) y de las seis capitanías generales (Chile, Venezuela, Cuba, Puerto Rico, Guatemala y Filipinas) para que se integraran en la Junta Central.

			Las noticias sobre la ocupación del poder por Napoleón y el inicio de la sublevación española contra los intereses del francés llegaron a América rápidamente. El bergantín Le Serpent arribó a Caracas el 16 de julio con instrucciones estrictas de que se publicaran allí las abdicaciones de los reyes españoles y la cesión de la Corona a Napoleón. Portaba la versión del invasor. 

			La corbeta de guerra Acosta amarró el mismo día en el puerto de La Guaira, llevando informes de lo que había acontecido en Bayona, pero la información estaba contada desde la perspectiva de Inglaterra, con la que, después de muchos años de guerras y controversias, se acababa de aliar España. También constaba en esta información el motín de Madrid del 2 de mayo de 1808. 

			Poco después llegó a Caracas un comisionado de la Junta de Sevilla, José Meléndez Bruna, con el mandato de las autoridades juntistas españolas de que se respetase en América la legalidad establecida en España frente a Napoleón. Y así fueron llegando sucesivas informaciones, a veces confusas, siempre preocupantes. Como es lógico, los americanos no supieron muy bien a qué atenerse. Temieron que se produjera en América un levantamiento de gravedad semejante al protagonizado por los haitianos unos años antes, con el peligro que ello reportaba para los intereses de los criollos. Las dudas y temores que la situación despertó en los diferentes virreinatos y gobernaciones americanos produjeron reacciones diferentes en cada territorio. Una parte significativa de las autoridades y élites políticas y económicas se pronunció inmediatamente a favor del rey Fernando VII, ratificando su lealtad al que consideraban monarca legítimo. Estas adhesiones, que se formalizaban bajo el juramento de fidelidad al rey, ocurrieron sucesivamente en las principales ciudades, empezando por Montevideo el 12 de agosto de 1808, México el 13 de agosto, Puebla de los Ángeles el 31, Santa Fe el 11 de septiembre, etc.

			En la guerra contra Napoleón confluyeron los intereses de Inglaterra y España, que convinieron actuar conjuntamente. Inglaterra tenía amplias aspiraciones de dominio en diferentes partes del continente centro y sudamericano, lo que explicaría su simpatía por los movimientos políticos tendentes a debilitar la posición de España en la zona, pero su apoyo más explícito a las independencias (haciéndole pagar a España su apoyo a la independencia de las colonias inglesas del norte) hubiera sido incompatible con la alianza bélica contra Francia.

			 

			 

			LONDRES, EL CENTRO DE LAS IDEAS Y CONSPIRACIONES CONSTITUCIONALES E INDEPENDENTISTAS

			 

			Londres se había convertido, desde que Napoleón invadió España, en el nudo de todas las conspiraciones. Su condición de ciudad cosmopolita atraía a exiliados de otros países y desde luego a muchos paladines de la independencia americana. España estaba entonces aliada con los ingleses, pero el gobierno de Londres era, al tiempo, partidario de la libertad de comercio que venían reclamando los comerciantes del otro lado del Atlántico en Caracas, Buenos Aires o Veracruz. 

			Londres fue un foco esencial por el que circulaban las informaciones con destino a América desde años antes de la ocupación de España y los subsiguientes levantamientos armados contra ella. También un caldero donde hervían ideas sobre el futuro de las colonias. Londres fue el destino de importantes personajes, como Francisco de Miranda, que tenía trazado un plan para la independencia de América. También fue la plaza más adecuada para distribuir material escrito justificativo de las independencias, como le pareció al jesuita expulso Viscardo, que llegó a la capital inglesa a buscar partidarios contra la dominación española. A Londres llegaron eminentes políticos españoles, como Argüelles, Toreno o Nicasio Gallego, escritores y agitadores americanos como Servando Teresa de Mier, e intelectuales de la misma procedencia, tan notables como Andrés Bello; militares dispuestos a luchar por la independencia, como Simón Bolívar; pensadores y escritores españoles muy relevantes, como José María Blanco White; y era el lugar de residencia de lord Holland, un noble inglés influyente en el pensamiento político español de la época, que acogió a muchos intelectuales errantes.[2]

			Las propuestas que circulaban por Londres y que llegaban a América tenían muy diversas connotaciones políticas: a) favorables a la unidad de España y del mantenimiento de sus colonias americanas, transformadas en provincias; b) partidarias de una única Constitución aplicable en los dos hemisferios; c) independentistas favorables a la continuidad de la forma de Estado monárquica; d) independentistas republicanos sin fisuras.

			Durante los últimos años de la Ilustración ya se veían llegar a España los influjos de las independencias de Estados Unidos, de la Revolución francesa y las inquietudes favorables al autogobierno de una parte de la América española. Esto último lo habían apreciado ministros avisados como Aranda y Floridablanca, que incluso idearon un proyecto de Estado confederal en América que se dividiría en tres virreinatos (México, Tierra firme y Perú) al frente de los cuales gobernarían tres infantes dependientes del rey, al que se daría el rango de emperador; cada una de las partes tendría un gobierno propio de estilo confederal.[3] Estas medidas no progresaron lo más mínimo, pero anunciaban la inevitable secesión. La monarquía borbónica no podía defender los enormes territorios frente a comerciantes y aventureros ingleses que incursionaban continuamente en sitios como Río de la Plata, Santo Domingo, Jamaica o Trinidad. 

			Las concepciones políticas que toman en cuenta los pensadores que pasan por Londres son, desde luego, las que habían venido alimentando, desde finales del siglo XVII, los movimientos reformistas ilustrados y las revoluciones constitucionales de finales del XVIII; pero modelos constitucionales a tomar como referencia solo había tres que atrajeran su atención: el de las constituciones francesas aprobadas a partir 1791; el de la Constitución norteamericana de 1787; y el modelo de «monarquía limitada» inspirada en la idea de «Antigua Constitución» característica del gobierno británico. 

			Las ideas que se despachan en Londres se van aplicando en España y América con un gran descontrol. Por ejemplo, España abre el primer periodo constituyente de su historia, el que llevaría desde 1810 a la aprobación de la Constitución de Cádiz en 1812, con la pretensión de que esta norma sea común a España y América («La nación española es la reunión de todos los españoles de ambos hemisferios»: artículo 1; y más adelante, en el artículo 10, describía con pormenor los territorios de todas las geografías españolas del mundo). Pero, al mismo tiempo, algunas colonias ya habían declarado su independencia, habían proclamado la república e incluso se habían dotado de su primera Constitución antes de que se aprobara la de Cádiz, como ocurrió con Caracas y Quito, aunque la experiencia fracasara al poco tiempo. Algunos territorios americanos, entre tanto, defendían la causa monárquica y muchos de ellos, sin perjuicio de los movimientos insurgentes internos, mandaron representantes a las Cortes de Cádiz.

			Un papel importante cumplieron en la agitación intelectual londinense jesuitas afectados por la orden de expulsión de todos los territorios españoles dictada por Carlos III en 1767. Muchos de ellos se dedicaron a escribir libros en los que afeaban a la monarquía española sus prácticas colonizadoras en América y ensalzaban las civilizaciones precolombinas, que España había maltratado y, en buena medida, hecho desaparecer. Muchos de estos jesuitas heridos por la decisión carolina se convirtieron en animadores de la subversión, que trataron de alimentar, por despecho unas veces, por convicción casi siempre, con muy fundamentados escritos.

			La negación de cualquier virtud a la colonización española necesitaba como contrapunto justificar la grandeza de las culturas que los conquistadores se habían encontrado en el Nuevo Mundo y ensalzar la excelencia de la condición de los indígenas, sometidos y forzados al trabajo por los nuevos señores. Estas apologías se encontraban con la dificultad de que a lo largo del siglo XVIII habían viajado a América varias expediciones científicas que ratificaban las impresiones negativas sobre la condición de los indios que habían divulgado en los dos siglos anteriores los cronistas españoles. Tales fueron las conclusiones de la expedición de La Condamine, o de los estudios y tratados sobre la geografía y la población americana de Raynal, Pauw, Robertson y Ulloa (este último había viajado con La Condamine).[4] O más tarde (aunque su expedición es de finales del XVIII y no publica sus conclusiones hasta principios del XIX) la del muy prestigioso Alexander von Humboldt.[5]

			 

			 

			JESUITAS EXPULSOS CONTRA LA DOMINACIÓN ESPAÑOLA: CLAVIJERO, VISCARDO

			 

			A los jesuitas expulsos que animarán las insurgencias no les arredraron estas conclusiones científicas, sino que los animaron a discutirlas basándose en sus experiencias de muchos años de vida en el Nuevo Mundo.

			 

			Francisco Javier Clavijero y su Historia antigua de México

			 

			Como reivindicador de la importancia cultural del pasado amerindio, cuya herencia atribuiría directamente a los criollos para que se distanciaran del oprobioso legado de los españoles, el pionero fue Francisco Javier Clavijero (1731-1787), jesuita mexicano que se exilió a Italia donde compuso su Historia antigua de México. La escribió primero en español y luego la tradujo al italiano pensando que nadie la iba a editar en España. Tuvo un gran éxito.[6] Su reto fue principalmente refutar las ideas de Pauw, Buffon, Raynal, Robertson y otros. Todos equivocados, e hijos de un siglo en el que se escribe con libertad y «se miente con desvergüenza y no es apreciado el que no es filósofo, ni se reputa al que no se burla de la religión y toma el lenguaje de la impiedad». El libro comienza con una larga exposición sobre las características geográficas, botánicas y biológicas de México, a la que sigue un estudio interesante y detallado de las sucesivas comunidades humanas que habitaron esas tierras. Clavijero asumió el probable origen asiático de los indios, aceptando la opinión de Acosta de que habían cruzado por el estrecho de Bering, aunque disintiendo de este en que, cuando el paso se produjo, los continentes estaban unidos y no se habían separado todavía para dar paso al mar.

			Pero a lo que se aplicó especialmente fue a combatir las opiniones de La Condamine, Ulloa y otros que habían considerado a los indios como brutos débiles y bestiales. Clavijero siguió al Inca Garcilaso de la Vega para rechazar estas afirmaciones que consideraba calumniosas, como lo fueron también muchas de las que habían dejado escritas Gómara y Herrera. Asumió que algunas tribus como los iroqueses y los caribes eran caprichosas y desleales, carecían de gobierno, no formaban sociedades estables ni se regían por leyes fijas. Pero esta valoración no podía hacerse extensiva a todos los indios mexicanos. La generalización de aquella mala fama era culpa de los propios conquistadores, que se habían empeñado en denigrar los talentos de los indios.

			Clavijero ponía como ejemplo su propia biografía. Nacido en Veracruz, había conocido a los indios desde su niñez y, siendo jesuita, había podido enseñar en los colegios de la ciudad de México y había conocido a muchos que eran capaces no solo de aprender las reglas básicas, sino también ciencias y asumir conocimientos complejos. Constató así su generosidad y lealtad y pudo desestimar por inciertas las evaluaciones de los filósofos que habían opinado sin conocimiento de causa. Los indios mexicanos mostraban una gran fidelidad y piedad, aunque aceptaba como ciertos algunos defectos que se les imputaban recurrentemente, como la desconfianza o la embriaguez. Si se apreciaba en ellos debilidad o una constitución física empequeñecida, no era por razón de su naturaleza sino por el sometimiento de los españoles a la miseria y la privación. Siempre que un pueblo somete a otro lo empequeñece. Puso como ejemplo a los griegos de su tiempo: sometidos como estaban al imperio de los otomanos, era imposible reconocer en ellos a los griegos clásicos. También era descartable que en ese contexto de sometimiento surgiera un gobernante genial como Pericles.

			El viaje de La Condamine había puesto en boga en toda Europa la idea de que los indios no tenían vocabulario para expresar ideas generales y cantidades matemáticas. Pauw asumió esta apreciación y Clavijero criticó ferozmente sus conclusiones. 

			Su Historia antigua la escribió en Italia sin poder acceder directamente a las fuentes, por lo que utilizó de modo preferente la obra de Torquemada Monarquía indiana. Pero con salvedades porque Clavijero se quiso separar del relato de Torquemada, que sostenía que los mexicanos en su viaje por los desiertos del norte habían sido conducidos por el diablo mismo, lo que justificaría su comportamiento tan descomunalmente cruel. La Historia antigua criticó a estos historiadores diciendo que habían convertido a Satanás en un personaje histórico inverosímil. La práctica de la idolatría según Clavijero se debería a los temores y la ignorancia de los hombres, y los engaños y superstición de los sacerdotes paganos.

			Describió una constitución mexicana llena de solemnidades y formalidades como la elección y coronación de los reyes. Se extendió en explicar el estatuto de la nobleza, las formas y ritos de la guerra, el funcionamiento de los tribunales, la práctica de la agricultura y el comercio, la propiedad pública y privada, el desarrollo de la poesía, la oratoria y el teatro. Todas estas actividades reflejaban la importancia del desarrollo cultural de los pueblos que habitaron México.

			El objetivo final de Clavijero fue defender la ilustre historia del pueblo mexicano para hacer valer que su patria tenía un pasado distinguido y glorioso.

			La recuperación de una historia, digna de ser admirada, de las civilizaciones precolombinas era un primer paso en el desplazamiento de la lealtad desde donde estaba fijada, es decir, en España, su cultura y civilización, a favor de la identificación del pasado amerindio como una herencia que correspondía a los criollos porque se había generado en las tierras en las que ellos habían nacido.

			El paso siguiente de las élites criollas consistió en pasar de la reivindicación de la historia americana, como había hecho Clavijero, a las proclamaciones del mejor derecho de los españoles nacidos en América a gobernarla y explotar sus riquezas, y a comerciar libremente entre ellos y con otras naciones extranjeras. 

			 

			La Carta a los españoles americanos de Juan Pablo Viscardo

			 

			Esta es la actitud que expresó con fuerza la Carta dirigida a los españoles americanos, difundida en Londres en 1799, obra de Juan Pablo Viscardo y Guzmán (1748-1798).

			La Carta recordaba el comienzo del cuarto siglo «del establecimiento de nuestros antepasados en el Nuevo Mundo», hecho que «será para siempre, para el género humano, el acontecimiento más memorable de sus anales». Dicho lo cual, desarrollaba un panfleto que contenía todas las quejas posibles contra el comportamiento de los conquistadores españoles, que reconoce Viscardo como sus ancestros, y una apelación a los criollos para recuperar el control político, el comercio y las riquezas de la tierra en la que habían nacido.

			Viscardo era un jesuita peruano exiliado que estaba intrigando en Londres acerca de la posibilidad de que los criollos americanos rompieran con España. Desde 1789 hasta 1798 residió en Londres, pensionado por el gobierno británico y tratando de convencer al gobierno de Pitt de que enviase una expedición al Pacífico para apoderarse allí de los puertos estratégicos y, especialmente, del puerto peruano de Coquimbo desde donde podría dominar toda Nueva Granada y Chile. Aseguró que una expedición así sería muy bien recibida por los criollos.

			Preparó informes en francés en los que trataba de corregir la concepción divulgada en las obras de Raynal, Robertson y Ulloa. Aseguraba en ellos que en América había un imperio populoso y relativamente próspero, con catorce millones de individuos; cada provincia con su propia industria artesanal, los indios eran laboriosos y se ocupaban de la agricultura y el tejido. Los criollos tenían una perfecta formación y disposición. Tanto los criollos como el clero eran respetados por los indígenas. Lo mismo ocurría con los dependientes de los españoles de España, también llamados «chapetones».

			Viscardo sostuvo que habían sido los españoles los responsables de los principales conflictos que allí se habían producido, así como de los levantamientos contra sus políticas opresoras. Las revueltas de 1780 habían venido determinadas por la subida de impuestos y la implantación del monopolio del tabaco, así como por las exigencias de los visitadores generales y los intendentes.

			Hasta mediados del siglo XVIII muchos criollos habían sido nombrados obispos y oidores y nadie se había quejado de su lealtad, pero a partir del gobierno de Carlos III y de la intervención de José Gálvez, las cosas habían cambiado radicalmente y los criollos estaban manifiestamente descontentos. Tampoco la acción de los gobiernos ilustrados estaba produciendo el efecto de cambiar la economía americana. Pero, por eso, la debilidad y disgusto de los criollos crecían. No tenían participación en el gobierno, y los virreinatos se habían convertido en territorios en los que se producía simplemente para la metrópoli, a costa de degradar y empobrecer América.

			La Carta dirigida a los españoles americanos era un documento redactado con estilo vigoroso, de tono revolucionario, pero no consiguió ninguna movilización de las fuerzas europeas. Antes de su muerte, Viscardo entregó sus papeles a Rufus King, ministro de Estados Unidos en Londres, quien a su vez se los hizo llegar a Francisco de Miranda. Fue Miranda quien tradujo y publicó la carta en francés y dos años después en español. Tuvo un considerable efecto porque Miranda distribuyó muchos ejemplares, logrando que se propagara ampliamente la causa de la independencia.

			Los destinatarios no eran todos los habitantes de América, sino precisamente los criollos. Hablaba Viscardo en nombre de las élites a las que se negaba el derecho al gobierno de su propia patria. Es esto lo que reclamaba: «el Nuevo Mundo es nuestra patria y su historia es la nuestra». Fueron los padres de los criollos quienes sacrificando sus vidas adquirieron derechos sobre esas tierras. Por lealtad a la Corona habían descuidado sus derechos y también los de sus hijos, hasta llegar a la situación actual en la que los criollos habían sido desposeídos y tenían que sufrir la discriminación de no ser nombrados para los cargos de gobierno, mientras los reyes designaban a personas extranjeras. Invocaba continuamente el derecho ancestral de los criollos. Consideraba que formaban parte de un pacto con la Corona, que integraba la «Antigua Constitución», dando a esta expresión la misma significación que Jovellanos le atribuyó para defender su perpetuidad e inmutabilidad frente al proceso constituyente desarrollado en España a partir de 1810.

			Mientras que los predecesores de Viscardo habían criticado con dureza la monarquía de los Habsburgo, él opinaba que durante esta monarquía se había mantenido la libertad y los vasallos habían disfrutado incluso del derecho de rebelarse contra un gobierno injusto, como hicieron los comuneros contra Carlos V a poco de llegar este a España. Pero después de esta época había llegado a América «un enjambre de aventureros» procedentes de España, cuyos abusos habían sido finalmente avalados por Carlos III.

			Otro modelo de crítica contra la monarquía española y su papel en América trascendió las denuncias escritas, más o menos activistas, como las de Viscardo, y se situó en el terreno de la acción directa, aunque sin abandono de las apologías del pasado americano ni las condenas a España por sus malas conductas.

			 

			 

			AMERICANOS EN LONDRES: MIER, MIRANDA, BELLO, BOLÍVAR

			 

			El imparable escritor y activista Servando Teresa de Mier

			 

			El personaje que mejor representó esta etapa fue Servando Teresa de Mier (1763-1827). Siempre fue un personaje extravagante y complejo, al tiempo que atractivo y polémico. Siendo teólogo dominico, predicó en la fiesta de Nuestra Señora de Guadalupe de 1794 exponiendo ideas que asombraron a la concurrencia. Dijo que la imagen de María era «la nueva y mejor Arca de la Alianza del Señor y su madre para el pueblo escogido, la nación privilegiada y la prole de María, los americanos». 

			En aquella predicación eclesiástica sostuvo que la imagen de Nuestra Señora de Guadalupe había estado impresa en la capa del apóstol santo Tomás, que, según afirmó, era el «apóstol de este reino», y no solo en el sayal de Juan Diego. Santo Tomás había levantado un templo y fue él mismo quien escondió la imagen de la Virgen. Cuando santo Tomás concluyó su misión evangelizadora en América, los indios apostataron y la Virgen permaneció escondida hasta que se apareció a Juan Diego para revelarle su paradero. Santiago era a España y a la Virgen del Pilar lo que santo Tomás y Guadalupe eran para México.

			Esta imaginativa historia dio lugar a que se abriera un expediente y aprobara un castigo eclesiástico para Mier, consistente en el encierro en su celda mientras se completaba la investigación que concluyó en una sentencia a diez años de exilio y confinamiento en Caldas, en las montañas de Santander, donde había un convento dominico. Pero mantuvo su convicción en que la Virgen no esperó a que pasaran 1.600 años para presentarse en México. Había llegado al mismo tiempo que los apóstoles y la dieron a conocer allí donde predicaron a las gentes. Y aseguró que santo Tomás lo hizo en América. Mantuvo que habían existido dos misiones evangelizadoras separadas, la primera de santo Tomás, y la segunda, en el siglo VI, encomendada a un obispo sirio o un misionero irlandés, san Brendan. Decía que la religión de los mexicanos no era sino un cristianismo transformado por el tiempo y la naturaleza equívoca de los jeroglíficos.

			Mier se fugó a Madrid, donde trató de reiniciar su vida personal y profesional y difundir sus ideas. Leyó mucho en este periodo de su vida sobre teología y teoría política. Se informó de lo que decían los ilustrados españoles y los filósofos europeos. Se mostró partidario de Jovellanos y de las ideas de Blanco White. Escribió una Historia de la revolución de Nueva España, publicada en 1813,[7] a la que añadió un apéndice sobre la misión apostólica de santo Tomás y una importante historia sobre los orígenes de la nación mexicana. Preparó una carta en 1820 en la que suplicaba que México rechazara la decisión de la Academia Española de sustituir la «x» por la «j» en todos los nombres mexicanos. Pues México, en contraste con Méjico, se derivaba de la pronunciación india mescico que significaba «donde está o (donde) es adorado Cristo», y mexicanos es lo mismo que cristianos. Para montar esta etimología utilizó diversas tesis; entre otras que mexi era la pronunciación italiana del hebreo «mesías».

			Durante su estancia en España y después en Francia, aprendió y tuvo ideas que sirvieron para apoyar posteriormente las independencias criollas. Mier fue a Francia en 1801, haciendo valer su condición de jansenista y fue recibido por Henri Grégoire (1750-1831). El obispo francés mantenía correspondencia con Jovellanos y otros jansenistas españoles. Todos admiraban a Las Casas, cuya obra había editado parcialmente Grégoire. Servando dijo que Grégoire es «mi amigo» y «un gran obispo». Era jansenista y había fundado la Sociedad de Filosofía Cristiana para propagar sus ideas. Fue un ardiente republicano que había asistido a las sesiones de la Convención vestido de obispo, y participó en los debates de la Constitución de 1791. Y también, muy activamente, en la legislación concerniente a la unificación de la lengua francesa.[8]

			Mier intervino, una vez obtenida la independencia de México, en muchos debates en el Congreso, en los que proponía el nombramiento de obispos nuevos para reemplazar a los españoles que habían huido del país. Sus ideas eran las propias del clero constitucional que se había implantado en Francia. Había que reconocer al papa como cabeza visible, pero su derecho a nombrar obispos era una usurpación de poderes del Estado.

			Regresó a España en 1803, y fue encarcelado en una prisión por sus ideas. El responsable de la cárcel se quejaba de Mier diciendo que difundía noticias extravagantes. Incluso afirmó: «me hace creer tiene leso el cerebro por de otro modo se produciría en otros términos, ni el creer los disparates como persuadirme en medio de su abatimiento a que ha de salir de aquí para Deán o para obispo». Mier volvió a escaparse, primero a Portugal y más tarde a Londres, donde fue colaborador de El Español. Se mantuvo allí con una pequeña ayuda del gobierno británico que le había facilitado Blanco White.

			En su Historia, describía el curso de los debates en las Cortes de Cádiz y ofrecía argumentos razonados en favor de la independencia mexicana. Estaba escrita de un modo vivaz y polémico y enunciaba todos los temas tradicionales del patriotismo criollo, con apoyos en doctrinas como las manejadas en España por Jovellanos y Blanco White o, en América, por Thomas Jefferson.

			Se hizo eco de nuevo de los crímenes de los conquistadores. Acogió los relatos de la Brevísima de Las Casas, tomándola como prueba de la crueldad de los españoles. Argumentaba sobre su comportamiento intolerante y vesánico como una justificación de la independencia. Rechazaba la conquista pero aseguraba que los criollos eran hijos de los conquistadores y, por tanto, tenían los derechos ancestrales conseguidos por estos y eran sus herederos en virtud de un contrato social entre los conquistadores y los reyes de España, de los que ahora los criollos eran sucesores. 

			Mier utilizaba la doctrina de la Constitución histórica para aplicarla a América, con especialidades propias. Para él, las Leyes de Indias blindaban los derechos de los conquistadores y sus descendientes, que estaban protegidos porque formaban parte de la «Antigua Constitución» del Nuevo Mundo. Los territorios americanos se agruparon en tres reinos dotados de virreyes y gobernadores, audiencias, colegios, universidades, obispos y conventos, que formaban unidades que se regían por su propio Consejo, parangonable a los Consejos que administraban Italia, Flandes y Aragón. Esta era la «Antigua Constitución» americana, que había sido pasada por alto por el creciente despotismo de la Corona en el siglo XVIII y que también las Cortes Constituyentes habían olvidado. Servando apelaba a la Historia para justificar los derechos de los independentistas, pero también los vinculaba a los derechos naturales que habían invocado algunos escritores como Thomas Paine.

			En 1816 fray Servando salió de Inglaterra rumbo a México en compañía de Javier Mina, un soldado español que pretendía derrocar a Fernando VII iniciando una revuelta en México. Mina tardó poco en perder la vida. Y la expedición en conjunto fracasó. En 1821 estaba embarcado para volver a España pero huyó y se fue a Filadelfia donde publicó su Memoria político-instructiva.[9] Fray Servando dibujó en estas publicaciones últimas un cuadro triste y muy crítico de la situación de la España de aquel tiempo. Cuando regresó de Estados Unidos a México fue capturado por la guarnición española que ocupaba San Juan de Ulloa. 

			Esta plaza fue liberada en 1822. Agustín de Iturbide se había proclamado emperador de México; Mier, que era un ferviente republicano, fue diputado en el Congreso por Nuevo León y se opuso con firmeza al nuevo monarca. Tras la caída de Iturbide, emperador de México, Mier desempeñó un papel importante en muchas de las maniobras políticas y debates. Describiría la Constitución de 1824 como «un monstruoso injerto de la de los Estados Unidos sobre la de Cádiz de 1812». Aceptaba que Estados Unidos había alcanzado la perfección social, pero antes de que su tipo de gobierno y su práctica política se adoptaran en México la sociedad tenía que cambiar, porque limitarse a copiar modelos extranjeros podía llevarla al desastre. Para justificar este aserto examinó las enormes diferencias que separaban a las dos naciones. Los angloamericanos, decía, eran «un pueblo nuevo, homogéneo, industrioso, laborioso, ilustrado y lleno de virtudes sociales, como educado por una nación libre». Los mexicanos por el contrario eran «un pueblo viejo, heterogéneo, sin industria, enemigo del trabajo y queriendo vivir de empleos como los españoles, tan ignorante la masa general como nuestros padres y carcomido de los vicios anexos a la esclavitud de tres centurias».

			En este contexto era verdaderamente improcedente imitar a los americanos y dividir el país en estados separados. Por el contrario, creía que la naturaleza había postulado que México fuera un Estado centralizado.

			 

			Francisco de Miranda, el Precursor

			 

			El pensamiento independentista, la comunicación revolucionaria y la acción se unieron con más fuerza que en ninguno de los personajes anteriores, en el de otro gran americano que pasó, en medio de una vida de escaramuzas y viajes continuos, largas temporadas en Londres: Francisco de Miranda.

			El trazado de la vida política de Miranda, que vivió entre 1750 y 1816, fue siempre comprometido, política y militarmente: lo persiguieron las autoridades españolas desde 1783, sin poderlo apresar, hasta que los suyos lo entregaron en 1812; pasó cuatro años en los calabozos de los Castillos de La Guaira y de Puerto Cabello en Venezuela y de San Juan de Puerto Rico, hasta que en 1814 fue transferido a la prisión de las Cuatro Torres en el Arsenal de La Carraca cerca de Cádiz, donde después de dos años de prisión, falleció solo y abandonado el 14 de julio de 1816, a los sesenta y seis años de edad. Participó en la lucha por la independencia de las colonias británicas, en la Revolución francesa y en la guerra de liberación de la América hispana, según escribe su biógrafo más destacado William Spencer Robertson.[10]

			Miranda nació en Caracas en 1750 y dejó Venezuela en 1771 al terminar sus estudios en el Colegio de Santa Rosa de Caracas, pocos años antes de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América (1776) y de la creación de la Capitanía General de Venezuela (1777).

			Viajó a España llevando consigo el rechazo al fanatismo, a la intolerancia y a la opresión que prevalecía en la provincia, dominada por una oligarquía criolla de propietarios descendiente de españoles que discriminaba a la clase de los comerciantes, a la que perteneció su padre, que era un comerciante nacido en las islas Canarias.

			Era muy dado a anotar todas sus actividades y a coleccionar documentos, actitud que le llevaría a la formación de un extraordinario archivo y una biblioteca dotada con una cantidad de libros muy notable para la época.

			Llegó a Cádiz y permaneció allí el tiempo mínimo para viajar hacia Madrid. Se alistó en el regimiento militar de la Princesa, en el que obtuvo el grado de capitán, que ejerció en diferentes maniobras en Cádiz, Granada, Toledo, Ceuta y Melilla, donde participó en la guerra contra Marruecos. En Cádiz, mientras permaneció en 1776, conoció a un destacado comerciante británico John Turnbull, quien se convirtió en uno de sus principales protectores y apoyos financieros. Miranda nombró a Turnbull su albacea cuando regresó a Caracas en 1810. 

			Lo detuvieron por primera vez en 1778 a causa de un expediente que le había formado el Tribunal de la Inquisición por profesar ideas heréticas, coleccionar libros prohibidos y pinturas consideradas como obscenas. 

			El apoyo de España junto con Francia a la independencia americana había provocado un conflicto entre Inglaterra y España que abrió nuevos frentes bélicos. En el regimiento de la Princesa, al que Miranda pertenecía, designaron un nuevo comandante, Juan Manuel de Cajigal, que era también de origen americano y masón. Cajigal fue enviado a La Habana al mando de una flota importante para intervenir en la guerra de la independencia de las colonias inglesas, lo que permitió a Miranda ser transferido a la Marina y luego viajar a América siguiendo a Cajigal, que fue nombrado Gobernador y Capitán General de la isla de Cuba. 

			Desde esa base naval española Miranda participó en acciones militares en América del Norte contra los ingleses, primero en apoyo al gobernador de la Luisiana Bernardo de Gálvez en la toma de Pensacola. Fue ascendido como consecuencia de sus prestaciones en esa actividad bélica a teniente coronel. Después tomó las islas Bahamas apoyando a los revolucionarios norteamericanos (Pensacola en 1781 y la toma de las Bahamas en 1782). Participó en la negociación de las Capitulaciones, porque conocía muy bien la lengua inglesa, y siguió su camino ascendente en la jerarquía militar. Pero también tuvo sus enemigos porque, además del Tribunal de la Inquisición de Sevilla, que siguió tramitando el expediente de 1778 por la compra de «libros prohibidos», le abrió una nueva causa el Tribunal de Cartagena y una más en 1781, esta vez por supuesto contrabando de mercancías entre Jamaica y La Habana. Miranda calificó este procedimiento de «injurioso y tropélico» en una comunicación que envió al rey Carlos III el 10 de abril de 1785, desde Londres, por vía del ministro Floridablanca. Se refiere al expediente que le habían abierto en el Tribunal de Cartagena por haber llevado a cabo un contrabando de mercancías, entre Jamaica y La Habana, con ocasión de una misión secreta para la observación de las instalaciones inglesas en Jamaica. Sabía muy bien Miranda que la defensa ante un tribunal de la Inquisición era prácticamente imposible, por lo que prefirió esconderse y viajar al poco tiempo hacia las costas de las Carolinas en América del Norte y no permanecer en Cuba ni viajar a España como medida de precaución.

			Por tanto, desertó del servicio de la Corona española y pasó un año entre 1783 y 1784 recorriendo las antiguas colonias de América del Norte. Conoció entonces a bastantes personas de la vida política. Parece que se reunió con los líderes más importantes de la Revolución americana, como Washington, Hamilton, Jefferson, Adams, Paine, Knox, Lafayette. Con estos discutió sus propios planes para la liberación de la América hispana. Miranda diría años después que «allí fue que en el año 1784 en la ciudad de New York se formó el proyecto actual de la Independencia y Liberación de todo el Continente Hispanoamericano, con la cooperación de Inglaterra; tanto más interesada, cuanto que la España había dado ya el ejemplo forzándola a reconocer la independencia de sus Colonias en el propio Continente».[11]

			La persecución de la Corona española sin embargo continuó y también se hizo presente en América. Abandonó Boston y se embarcó hacia Londres en 1785. Allí tuvo contacto con su amigo John Turnbull, a través del cual conoció a muchas personas, particularmente a intelectuales como Jeremy Bentham y a James Mill, con quienes llegó a tener una fuerte amistad. Trató allí de solucionar sus problemas con España con la mediación del embajador español, pero no lo consiguió.

			Se reunió con el coronel William Stephens Smith, secretario de la legación norteamericana en Londres, a quien había conocido en Filadelfia cuando era ayudante de campo de George Washington y que tenía interés por el conocimiento de asuntos militares. Ambos decidieron iniciar un viaje de observación militar hacia Prusia, que permitió a Miranda emprender un largo viaje por Europa que duró cuatro años. 

			Viajó cambiando de pasaporte y de nombre por diferentes países: se llamó Meran cuando estaba en San Petersburgo, Meyrat cuando llegó a París, y Meroff en otros lugares. 

			Regresó a Inglaterra en vísperas de la Revolución francesa y se instaló allí. Volvió a tomar contacto con el embajador español intentando resolver su situación judicial, pero las conexiones con el mundo político británico le sirvieron para buscar apoyo a su proyecto independentista americano. Llegó a reunirse con el ministro William Pitt en junio de 1790, a quien entregó planos, planes y documentos de importancia. 

			No encontró apoyos y viajó a París con las mismas ideas y propósitos. Pero en París ya estaba instalada la Revolución.

			La detención de Luis XVI y su familia en 1792 determinó el cierre de las fronteras francesas. Miranda no pudo salir de Francia y regresar a Londres. Algunos amigos le ofrecieron, aquel mismo año, incorporarse al ejército francés, con el rango de mariscal de campo, bajo el mando del general Charles Dumouriez, lo que hizo, trasladándose a la frontera con Bélgica y participando en la toma de Amberes, cuya capitulación negoció. Fue nombrado comandante en jefe del Ejército del Norte. Después de que Luis XVI fuera decapitado en enero de 1793 y tras diversos desastres militares del ejército francés en los Países Bajos, se formularon cargos contra Dumouriez por querer restaurar la monarquía. Fue llevado a juicio y Miranda se vio involucrado en ese proceso injustamente, perseguido por Robespierre y Marat. Fue detenido y sometido a juicio ante el Tribunal Revolucionario de París. Declarado inocente, se ordenó su libertad el 16 de mayo de 1793. Su abogado fue Claude François Chauveau-Lagarde, que también había sido el defensor de Carlota Corday y de María Antonieta. 

			Miranda permaneció en París ocupándose del tema americano y publicando algunos estudios en su propia defensa. El 22 de diciembre de 1797 firmó allí con otros «representantes de los pueblos y provincias de América», entre los cuales José del Pozo y Sucre y José de Salas, la llamada «Acta de París» en la cual se proclamaba la «independencia» de las provincias americanas. Volvió a Londres disfrazado de mercader con el nombre de Leroux en 1799. 

			Desde que Miranda huyó de Cuba en 1783 siempre fue un personaje buscado y perseguido por la Corona española. Pero su actividad desde que fijó su residencia en Londres en 1800, publicando libros, pasquines y artículos de todo tipo, hizo que Londres fuera el gran caladero de ideas y planes independentistas. La difusión de traducciones y la publicación de libros alcanzó un momento estelar con la traducción y difusión de la Carta a los españoles americanos de Juan Pablo Viscardo, escrita en 1791. La carta la recibió Miranda de las manos de Rufus King, encargado de negocios de Estados Unidos en Londres, a quien la había entregado el propio Viscardo. La publicó Miranda como libro en 1799 con el título Lettre aux Espagnols-Americains. Par un de leurs compatriots (Filadelfia). En 1801 la publicó traducida al español.[12] La carta también se publicó en The Edinburgh Review (enero de 1809), con un comentario de James Mill sobre la Emantipation of South America. La publicidad de la carta, impulsada por Miranda, tuvo una enorme influencia en el independentismo americano.

			Miranda permaneció en Londres hasta 1805. Se casó y estableció su biblioteca, considerada una de las privadas más grandes de Londres, que se convirtió en el centro de reunión de todo lo que tuviera que ver con la independencia de Sudamérica. 

			En 1805 viajó a Nueva York con el nombre de Martín para organizar una expedición con fines independentistas a las provincias de Venezuela. Intentó desembarcar en las costas de Venezuela en 1806, proclamando sus ideas libertarias y la independencia de esas provincias, pero sin resultado positivo.

			Regresó en 1808 a Londres, después de permanecer dos años en el Caribe, con la intención de fortalecer sus proyectos de independencia. En 1810 volvió a Venezuela, cuando ya se había iniciado la revolución de independencia. 

			Miranda convirtió Londres en el centro de la propaganda a favor de la independencia de América del Sur promoviendo la publicación de libros y revistas, algunos en edición bilingüe.

			Alguno de ellos, como el relativo a los documentos concernientes a las Provincias Unidas de Venezuela, publicado en 1812, solo circuló cuando la efímera república, proclamada en 1810, ya no existía y Miranda estaba en prisión.

			Una vez iniciado el movimiento revolucionario en Caracas en el mes de julio de 1810, la Junta Suprema de Venezuela nombró una delegación oficial para gestionar el apoyo del Reino Unido al proceso de independencia, formada por Simón Bolívar y Luis López Méndez; el secretario de la delegación sería Andrés Bello, quien, hasta el 19 de abril de 1810, había estado al servicio de la Corona como oficial mayor de la Capitanía General de Venezuela. Algunos de los delegados tenían la instrucción precisa de no entrar en contacto con Miranda, pero eso fue inevitable porque fue el propio Miranda quien les introdujo y presentó a las autoridades británicas y los puso en contacto con la comunidad de intelectuales y políticos, incluyendo a Mill y a Bentham, así como con los españoles e hispanoamericanos residentes en Gran Bretaña.

			La delegación oficial de Venezuela de 1810 se movió en este ambiente en Londres. Bolívar solo permaneció en la ciudad unos pocos meses regresando a Venezuela en diciembre del mismo año. Se embarcó de regreso en la corbeta de guerra HRM Sapphire de la Armada Real, al mando del capitán Henry Haynes. También viajó en el Sapphire el Archivo de Miranda.[13]

			Miranda contó con algunos importantes colaboradores en sus etapas londinense y caraqueña, especialmente Leleux, Campomanes y Antequera, que le ayudaron a difundir los documentos, panfletos y otra información procedente de Londres. Pero su legendario y apócrifo colaborador fue William Burke. Algunos investigadores han considerado que el personaje podía ser un publicista irlandés, que tenía intensas relaciones con Miranda, pero parece más cierto que fue solo el nombre de un imaginario alter ego, un simple nombre que Francisco de Miranda utilizó para publicar algunos de sus muchos artículos y documentos. William Burke aparecía en las localizaciones en que se encontraba Miranda, desapareció cuando fue encarcelado, y no se supo más de él cuando Miranda murió. Burke publicó cuatro libros entre 1806 y 1808, relacionados con la independencia de Sudamérica, y decenas de artículos en la Gazeta de Caracas entre 1810 y 1812.[14]

			En 1807 otro libro firmado por Burke llevaba este extenso título: Additional Reasons for our Immediately Emancipating Spanish America: deduced from the New and Extraordinary Circumstances of the Present Crisis: and containing valuable information respecting the important Events, both at Buenos Aires and Caracas: as well as with respect to the Present Disposition and Views of the Spanish American Independence, by William Burke, Author of that work. Se refería, la primera parte, a los acontecimientos en América del Sur entre 1806 y 1807. La segunda edición incorporó la carta de Juan Pablo Viscardo a los españoles ya mencionada. Las Additional Reasons que justificaban la publicación de este segundo eran la invasión británica de Buenos Aires con un ejército de unos 10.000 hombres, al mando de John Whitelocke en junio de 1807.

			La segunda parte del libro se dedica a la expedición organizada por el propio Miranda en 1806, al mando de un grupo de hombres reclutados y contratados en el puerto de Nueva York. Informó al gobierno de Estados Unidos, pero no consta que llegara a prestarle ayuda. Fue un fracaso total. 

			La Regencia en España había decretado en agosto de 1810 el bloqueo de las costas de Venezuela, y así seguía en enero de 1811 cuando se nombró a Antonio Ignacio de Cortabarría como comisionado real para «pacificar a los venezolanos». Él fue el encargado de organizar la defensa de Venezuela partiendo de la isla de Puerto Rico, con un ejército al mando del capitán Domingo de Monteverde, que desembarcó en Coro en febrero de 1812, en las mismas costas donde seis años antes Francisco de Miranda había desembarcado por un breve tiempo en su fallida expedición invasora de 1806.

			El 25 de julio de 1812 hubo un gran terremoto que devastó las provincias y la guerra se tornó más sangrienta y desesperada. Los comisionados de Miranda firmaron la capitulación con Monteverde para poner fin a la guerra, confiados también en el amparo que esperaban de la Constitución garantista que había sido sancionada en Cádiz en marzo de 1812. Pero la capitulación fue ignorada por Monteverde, quien inició una persecución firme contra los republicanos, a los que encarceló. Todos los apresados pasaron a formar parte de una lista de los que se llamaron «monstruos de América», que quedaron en poder de Monteverde. Un mes antes de la Capitulación, el 26 de junio de 1812, Miranda, previendo que sería necesaria una evacuación urgente, había ordenado evitar los embarcos en el Puerto de La Guaira. Sin embargo, fue hecho prisionero durante la misma noche del 30 de julio de 1812 y entregado por sus subalternos a Monteverde. Había dado instrucciones, antes de que llegara esa tarde, a Pedro Antonio Leleux para que embarcara su Archivo a bordo de un barco británico, lo cual hizo precisamente en el HRM Sapphire donde había llegado. Había sido consignado bajo el nombre imaginario de William Burke. 

			Leleux, secretario y asistente de Miranda, escapó la noche de la detención de La Guaira. El Archivo de Miranda desapareció y fue encontrado un siglo más tarde en Inglaterra. Los baúles del Archivo fueron enviados a Londres desde Curaçao a través de Jamaica, en el HRM Sapphire, bajo el mando del mismo capitán Haynes, en 1814, dirigidos al secretario de Estado de Guerra y de las Colonias lord Henry Bathurst. La llegada del Archivo a Londres coincidió con la llegada de Miranda como prisionero a Cádiz en 1814.[15]

			Otros dos venezolanos importantes pasaron por Londres y tuvieron contactos allí con Francisco de Miranda. Uno de ellos por poco tiempo, Simón Bolívar. El segundo, de perfil personal e intelectual bien distinto, Andrés Bello, tuvo una larga estancia en la capital inglesa durante los dos primeros decenios del siglo XIX.

			Dos ejemplares del Times enviados por funcionarios de Cumaná al capitán general Casas sirvieron para difundir la noticia de la invasión de España y Portugal por las tropas de Napoleón en 1808. Casas pidió a Andrés Bello, que desempeñaba funciones administrativas en la Capitanía General, que tradujera la información del periódico inglés. Y traductor y lectores quedaron asombrados y desconcertados por la información. A Casas lo primero que se le ocurrió es que convenía fundar en Caracas un periódico que pudiera seguir la evolución y difusión de los acontecimientos y solicitó al gobierno de Trinidad, en agosto de 1808, el envío de una imprenta. El equipo llegó a Venezuela en septiembre junto con dos impresores británicos Matthew Gallagher y James Lamb. Se llamaría la Gazeta de Caracas y se publicó por primera vez el 24 de octubre de 1808. Bello estuvo al frente de la publicación hasta que viajó a Inglaterra en junio de 1810.

			Antes de que la Gazeta empezara a publicarse, llegó a Caracas, el 15 de julio de 1808, un emisario francés, el teniente Paul de Lamanon para comunicar oficialmente la asunción francesa del trono de España. Bello hizo de intérprete y, según narró después Casas, «se derritió en lágrimas como un niño». 

			Cuando Lamanon abandonó Venezuela, llegó al puerto de La Guaira una fragata británica en la que había navegado un emisario, el capitán Philip Beaver, que portaba sus propias informaciones y versión de los hechos. Explicaban que el pueblo español se había levantado espontánea y masivamente contra los franceses y su rey intruso, José Bonaparte. 

			Beaver salió de Caracas el 19 de julio con la impresión de que sus noticias habían tenido un débil efecto en la Capitanía General. En una detallada carta dirigida al almirante Alexander Cochrane, comandante de la flota británica en el Caribe, Beaver señaló que Casas «me recibió muy fríamente o, por mejor decir, con descortesía». Beaver consignó en su informe que las pretensiones de los franceses respecto de España y sus colonias eran inaceptables; agregó que los criollos parecían apoyar sinceramente a Fernando VII y que habían recibido con júbilo las noticias de una alianza con Gran Bretaña.

			Casas permitió una discusión sobre la propuesta de creación de una Junta similar a las establecidas en España, pero más tarde reaccionó contra los cabecillas de la propuesta. Se mantuvo no obstante en el poder a costa de poner más énfasis en su apoyo a la causa del rey Fernando, y también gracias a la confirmación de los funcionarios en sus cargos que acordó la Junta Central de Sevilla y comunicaron los emisarios que llegaron a Caracas el 5 de agosto.

			Bello, mientras tanto, siguió una línea editorial en la Gazeta de Caracas, desde su primer número, basada en el rechazo del «yugo de Napoleón». Pero la crisis de la metrópoli llegó a un punto crítico en 1810, después de que su gobierno en Sevilla no resistió el ataque francés y fue reemplazado por un Consejo de Regencia, compuesto por cinco miembros, que dependía del apoyo de los comerciantes gaditanos y los ingleses provenientes de ultramar. El 4 de febrero de 1810 el Consejo hizo la sorprendente concesión a los hispanoamericanos, con vistas a conseguir su apoyo, en la que se los declaraba hombres libres: «Desde este momento, Españoles Americanos, os veis elevados a la dignidad de hombres libres… Tened presente que al pronunciar o al escribir el nombre del que ha de venir a representaros en el Congreso nacional, vuestros destinos ya no dependen ni de los Ministros, ni de los Virreyes, ni de los Gobernadores: están en vuestras manos». 

			Las tensiones de los criollos con el gobierno de la colonia aumentaron con la llegada del nuevo capitán general Vicente de Emparan y Orbe, en mayo de 1809. Emparan actuó sin consultar al Cabildo y la Audiencia en materia de nombramientos y adoptó medidas represivas contra los más levantiscos. Los criollos desconfiaban de Emparan puesto que este debía su propio nombramiento a las autoridades francesas en Madrid.

			El descontento de los criollos se manifestó en un temprano intento de rebelión liderado por el marqués Francisco Rodríguez de Toro, entonces coronel de milicias, el 2 de abril de 1810, en el Cuartel de la Misericordia. Emparan pudo frenar este intento. A mediados de abril de 1810 las noticias de colapso de la Junta Central y la proclama del Consejo de Regencia se conocían en Caracas y la reacción criolla fue convocar un cabildo extraordinario para la mañana del 19 de abril. El capitán general Emparan se vio obligado a asistir. Allí escuchó argumentos sobre la necesidad de formar una Junta que protegiera los legítimos derechos de Fernando VII, pero los criollos tenían otros planes y maniobraban para derrocar a Emparan. Lo consiguieron porque el capitán general, sobrepasado por las circunstancias y enfrentado a una asamblea hostil, renunció y entregó el mando al Cabildo. Este cuerpo nombró entonces una «Junta Suprema Conservadora de los Derechos de Fernando VII», y le dio el mandato de gobernar en nombre del rey cautivo. 

			Este fue el primer paso en el autogobierno de los criollos venezolanos. La Junta actuó con rapidez y con firmeza. Abrió los puertos al comercio libre con naciones aliadas y neutrales, eliminó los aranceles de exportación, redujo la alcabala, suprimió el tributo indígena y la trata de esclavos.[16] Pero la organización política era otra cosa. Algunos miembros favorecían la autonomía dentro del imperio mientras que otros propugnaban una ruptura completa con España. La tensión se resolvió a favor de la independencia total en julio de 1811.

			 

			Bolívar y Bello en Londres

			 

			Bello mantuvo su puesto en la administración de Emparan y, con los mismos títulos, bajo la Junta Suprema. En esta última se le designó para colaborar con Juan Germán Roscio en la recientemente creada sección de Relaciones Exteriores de la Secretaría de Estado. En esta posición preparó la respuesta oficial de la Junta a la proclama de la Regencia. La continuación de Bello en el gobierno demuestra que el movimiento de 19 de abril no era una revolución en contra del sistema colonial sino más bien una alineación de fuerzas para neutralizar la inestabilidad del gobierno de España. Bello, como criollo destacado e inteligente, además de estar familiarizado con los asuntos de la administración, era amigo personal de varios miembros de la Junta y pasó sin dificultad de un gobierno a otro. Poco después se le pidió que fuera a Inglaterra en misión diplomática junto a Simón Bolívar y Luis López Méndez. Salió para Inglaterra con veintiocho años, con una importante formación clásica y una formación humanística consolidada.

			Los tres miembros de la delegación tenían planes para volver pronto a Caracas. La posibilidad de independencia o al menos de autonomía tenía apoyo en Londres en los círculos comerciales. Y, desde luego, la apoyaba Francisco de Miranda, que tenía su propia red de partidarios políticos. La respuesta del Consejo de Regencia a la proclama de Venezuela llegó a Londres el 3 de septiembre: Venezuela era considerada en estado de insurrección y se la declaraba sujeta a bloqueo naval. Los delegados decidieron que Bolívar volviera a Caracas de inmediato y se quedarían allí López Méndez y Bello para mantener informado al gobierno de Venezuela y comunicar las decisiones de este al gobierno británico. Miranda decidió por su parte dirigirse a Venezuela una vez que Bolívar dejó Londres; lo que hizo el 10 de octubre llegando a Caracas a mediados de diciembre de 1810.

			El regreso de Miranda a Venezuela era difícil, puesto que existían sospechas a propósito de sus intenciones durante la fracasada invasión a Coro en 1806. En el mejor de los casos, los criollos consideraban a Miranda como un idealista pero era más frecuente que lo vieran como un sujeto ambicioso y oportunista. A raíz del contacto con Miranda en Londres, Bello tomó partido a favor del «Precursor» y apoyó su decisión de volver a Venezuela. Miranda se lanzó de lleno a la política como miembro de la revolucionaria Sociedad Patriótica y como agitador por la independencia total, que se declaró el 5 de julio de 1811.[17] Miranda asumió el mando del nuevo ejército nacional e intentó sofocar los levantamientos de las provincias que se oponían al predominio de Caracas. Tanto por la falta de experiencia de sus tropas como por el estilo de liderazgo, sufrió reveses militares que lo llevaron a capitular, como ya se ha indicado, el 25 de julio de 1812, con las fuerzas realistas comandadas por Domingo Monteverde. Ese acto fue cuestionado por sus propios subordinados, que no pensaban que la situación fuera tan desesperada, y un grupo de oficiales, con Bolívar incluido, detuvo a Miranda antes de que pudiera salir de Venezuela y lo entregó a Monteverde.

			En Londres, tanto López Méndez como Bello carecían completamente de información respecto a estos acontecimientos. Se habían instalado en la espaciosa y excelente casa de tres pisos de Miranda en la calle Grafton, número 27 (en la actualidad Grafton Way, número 58, cerca de Tottenham Court), en donde Bello disfrutó de la importantísima biblioteca de Miranda.[18] Se convirtió en un gran centro de reunión de los patriotas. Allí conoció Bello a José de San Martín, cuando estuvo de paso en Londres a finales de 1811. También fue la sede de la logia llamada «Caballeros Racionales», constituida por varios hispanoamericanos, incluido Bello.[19] 

			Después de la salida de Bolívar y Miranda para Venezuela, las comunicaciones con el gobierno y con la Junta de Caracas se hicieron mucho más complejas. En un informe dirigido a Caracas el 2 de octubre de 1810, los delegados londinenses hicieron mención a problemas económicos. No tenían información procedente de Caracas y tampoco conexión clara con las autoridades inglesas, lo que les hizo pasar inmediatamente una época de muy graves apuros económicos. Bello se trasladó a una pequeña vivienda en Poland, número 9, muy cerca de Oxford Street.

			Su amigo más cercano en esta época era José María Blanco White, que tenía muy buenos vínculos con Holland House, donde radicaba el círculo liberal más influyente en la época. Bajo su protección se publicaba el periódico El Español, cuya línea editorial era fuertemente crítica con la política de las Cortes españolas y simpática con las pretensiones de las colonias iberoamericanas. Blanco hizo todo lo que pudo por apoyar a Bello y así se nota en su correspondencia. Las veintiocho cartas que se cruzaron entre 1814 y 1828 revelan una amistad muy cercana, suficiente como para que el introvertido Bello compartiera sus sentimientos más íntimos a raíz de la muerte de su esposa y el tercer hijo en 1821. Blanco tenía una alta estima por Bello.[20]

			También gracias a las cartas de Blanco sabemos de los intentos de obtener, utilizando al comerciante hispano-irlandés Juan Murphy, del gobierno británico ayuda tanto para él como para fray Servando Teresa de Mier, a cuya peripecia vital ya me he referido. Blanco solicitó ayuda también a sus amigos de Holland House, y así también se lee en las cartas dirigidas a lady Holland.

			Mientras buscaba empleo para sobrevivir en Londres, Bello impartía clases de idiomas. Su compañero y amigo Blanco White le consiguió algunas tutorías para los hijos de miembros del gobierno británico como William Richard Hamilton.[21] También obtuvo ayuda del filósofo escocés James Mill para transcribir los manuscritos de Jeremy Bentham.

			Los hispanoamericanos de Londres organizaban actividades para difundir noticias sobre sus patrias. Bello tenía experiencia en este asunto y Blanco White también, lo que los llevó a colaborar en diversas publicaciones. Una de las herramientas o instrumentos de difusión fue El Censor Americano, una revista publicada por Antonio José de Irisarri en Londres, a partir de 1820, que defendía el modelo de la monarquía constitucional. Bello no firmó ningún artículo de El Censor pero su participación está documentada por el propio Irisarri, quien lo contrató para colaborar con el periódico. Las aportaciones de Bello son fáciles de identificar, por ejemplo, cuando se refiere a la topografía de la provincia de Cumaná, que conocía muy bien, o diversos artículos sobre el desarrollo de la inoculación de la viruela.[22]

			A partir del contacto con Blanco White, Bello desarrolló un interés grande por la monarquía constitucional como un modelo aplicable a la Hispanoamérica independiente.

			Desde 1817 Bolívar había establecido una precaria base militar en territorio venezolano y empezó a actuar como jefe de un gobierno soberano, pronunció su «Discurso de Angostura» de 1819 y obtuvo las victorias militares de Boyacá en 1819 y de Carabobo en 1821, que liberaron definitivamente el virreinato de Nueva Granada. También había vencido la causa de la independencia en Chile y Argentina, y José de San Martín se encontraba en plena campaña contra el virreinato del Perú. En España se produjo el pronunciamiento de Riego en 1820 y Fernando VII entró en la senda constitucional de 1812. En ese momento, mediante una carta fechada el 25 de abril de 1820, Bello le pregunta a White si Europa vería complacida la instalación de monarquías en Hispanoamérica. Bello contesta que «un príncipe de cualquiera de las familias reinantes, sin excluir la de Borbón, se recibiría favorablemente… en las actuales circunstancias. A mí me parece que ninguna concilia mejor el interés de los americanos».

			 

			 

			ESCRITORES Y POLÍTICOS INGLESES Y ESPAÑOLES EN LONDRES: HOLLAND, JOVELLANOS, BLANCO WHITE. CONEXIONES AMERICANAS

			 

			La influencia del pensamiento político inglés en el siglo XVIII

			 

			Los diplomáticos, independentistas y escritores americanos que visitaron Londres, o residieron en la capital inglesa en el periodo histórico que examinamos, se encontraron allí con exiliados, políticos y escritores españoles, interesados en escapar de las tropas de Napoleón o, más tarde, de la represión del rey Fernando VII. Los primeros aspiraban a la separación de España, los segundos a confirmar la revolución liberal cuyas propuestas asumió la Constitución, aprobada en Cádiz en marzo de 1808 y, en cuanto al conflicto americano, a buscar formas de convivencia política que evitaran las independencias.

			Los políticos y pensadores españoles del siglo XVIII eran buenos conocedores del pensamiento político inglés. Consideraban, en general, que la Constitución británica fundamentaba un sistema en el que correspondía al rey la titularidad de la dirección política aunque con el control de las dos cámaras del Parlamento.

			La generalización de tal interpretación se debió a la influencia que tuvo en el ochocientos John Locke, a quien hay que atribuir la «doctrina de la monarquía mixta y equilibrada» que desarrollarían Bolingbroke, Montesquieu, Blackstone y De Lolme. Fue Locke quien sostuvo que la monarquía articulada tras la «Gloriosa revolución» fue una «monarquía moderada» en la que se combinaban las tres formas puras de gobierno, monarquía, aristocracia y democracia encarnadas por el rey, los lores y los comunes. En España esas ideas de Locke influyen de modo claro en publicistas tan destacados como Campomanes, Jovellanos, Cabarrús y Martínez de la Rosa.

			En la segunda mitad del siglo XVIII fue Montesquieu con su influyente El espíritu de las Leyes, de 1748, el que más resonancia tuvo en España. El espíritu de las Leyes interpreta la Constitución británica conforme al criterio lockeano de la monarquía mixta y equilibrada, como había hecho también Bolingbroke, aunque Montesquieu subrayaba especialmente la división de poderes.

			En el último tercio del siglo esta doctrina alcanza su completo dominio del pensamiento político a partir de la publicación de los Comentarios al Derecho de Inglaterra publicados en 1765 a 1769 por William Blackstone. Algunos extractos de esta obra se difundieron por la prensa en España. También fue conocida la obra de Jean Louis de Lolme De la Constitution d’Anglaterre, publicada en 1771 y traducida al inglés en 1776, que interpretaba la forma británica de gobierno con criterios más arcaicos y simples que los de los autores anteriores, pero siempre subrayando ese carácter de equilibrio. Esta idea de gobierno caracterizado por el «equilibrio» de poderes y el modelo de las monarquías «mixtas» también fueron divulgadas por los viajeros ingleses que venían a España a lo largo del siglo XVIII. Algunas obras de autores españoles, que conocen el sistema inglés, se publican en los últimos años del siglo XVIII. Por ejemplo, Ibáñez de Rentería, Reflexiones sobre las formas de gobierno (1783), Victorián de Villava, Apéndice a la traducción de las lecciones de comercio o bien de economía civil del abate Antonio Genovesi (1784), y el duque de Almodóvar, Constitución de Inglaterra, impresa en 1785, como apéndice al segundo tomo de la Historia política de los establecimientos ultramarinos de las naciones europeas, que es la adaptación al castellano de la obra del abate Raynal.

			 

			Lord Holland, el amigo inglés

			 

			La difusión en España de los principios del constitucionalismo inglés tuvo un gran aliado en Henry Richard Vasall Fox, tercer lord Holland, nacido en 1773, estudiante en Eton y en Oxford y miembro joven de la Cámara de los Lores, donde llegó a convertirse en dirigente de los whigs e incluso miembro por pocos días en el gabinete de 1807. Era discípulo de James Fox, su tío, dirigente whig del último tercio del siglo XVIII. Y, sobre todo, tuvo un gran afecto por las cosas de España. Durante la guerra de la Independencia residió en Sevilla por algún tiempo y quiso contrarrestar siempre el influjo de las ideas francesas.[23] 

			Defendió ante un selecto grupo de españoles los trazos esenciales del constitucionalismo británico, muy en particular en su versión whig: conciliación entre el pasado y el presente, rechazo de las concepciones políticas metafísicas y abstractas, monarquía limitada pero con una Corona robusta, al menos ante el derecho escrito, que debería participar de forma decisiva en todas las funciones estatales; Parlamento bicameral, activismo judicial en defensa de las libertades individuales, la de prensa, religión y habeas corpus, sobre las que insistió de modo muy particular.[24] 

			Lord Holland estaba obsesionado con la convocatoria de Cortes en España. Y transmitió esta idea a muchos amigos entre los cuales el poeta Quintana. Y también algunos futuros diputados doceañistas como Capmany, Argüelles y Nicasio Gallego. También a José María Blanco White, como señalaré enseguida. 

			El mejor amigo de lord Holland en España fue Jovellanos, aunque este era de mayor edad. Pero no solo él sino también un influyente grupo de diputados liberales conoció el constitucionalismo británico: Argüelles vivió en Londres entre 1806 y 1808 enviado por Godoy.[25] José María Queipo de Llano, conde de Toreno, permaneció también unos meses en la capital de Inglaterra.[26] A. de la Vega Infanzón, en el otoño de 1808, comisionado por el Reino de Asturias, para solicitar ayuda al aliado inglés en la lucha contra el invasor francés. Tanto Argüelles como Toreno conocían por entonces ya a lord Holland, como también ocurría con Nicasio Gallego.[27]

			 

			José María Blanco White: de afrancesado a anglófilo

			 

			Un pensador y escritor, completamente fundamental para entender la influencia de Londres en los acontecimientos constitucionales españoles y americanos, fue José María Blanco White. Nació en Sevilla en 1775 y murió en Liverpool en 1841. Poeta, novelista, crítico literario, teólogo, pedagogo. Su lengua materna era la inglesa. Blanco fue, con Balmes y Donoso Cortés, uno de los pocos pensadores del siglo XIX español que tuvieron una notable influencia fuera su país, en Europa y en Hispanoamérica. Procedía, por parte de padre, de una familia irlandesa, los White, refugiada en España a causa de la persecución nacional y religiosa de los irlandeses que se había iniciado en los tiempos de Cromwell. Eran comerciantes acomodados. Nuestro personaje no tenía ninguna vocación por el comercio de modo que, para separarse de ese destino familiar, estudió latín y humanidades. Profesó órdenes mayores pensando que serían una buena protección contra las presiones familiares para poder mantener su curiosidad intelectual. Obtuvo por concurso la magistralía de la Capilla Real de Sevilla y frecuentó tanto las relaciones con dignatarios eclesiásticos como con obras enciclopédicas que terminaron por hacerle perder la fe. Se trasladó a Madrid, agobiado por el ambiente provinciano en el que vivía, y pudo introducirse en el mundo ilustrado de Manuel Godoy, el Príncipe de la Paz, que lo nombró miembro de la Junta de Literatos del Instituto Pestalozziano, que se había creado para modernizar los antiguos métodos de la enseñanza existentes en España. Pero no duró mucho allí.

			La generación de 1808, a la que perteneció, estuvo influida por los enciclopedistas y los revolucionarios franceses: desde luego, Voltaire, Condillac, Diderot, D’Alembert, Rousseau, Mably, Holbach, Helvetius. Pero también con otros muchos españoles del Siglo de las Luces como Feijoo, Forner, Cadalso.

			Blanco dejó algunas referencias a la situación política de España a partir del otoño de 1807. La carta que el príncipe de Asturias dirige a Napoleón para pedirle ayuda por la influencia ilegítima de Godoy abre el camino de los acontecimientos que condujeron al 2 de mayo, la detención de Fernando VII, el motín de Aranjuez, la caída del favorito, las abdicaciones de Bayona, la entrada de los franceses y la entronización de José Bonaparte. En junio de 1808 Blanco huye a Sevilla, disfrazado de arriero. Escribe entonces que conocía muy bien la «condición moral e intelectual del país para poder esperar cualquier beneficio de la insurrección popular». «Tal fue mi parecer durante el periodo de ansiosa incertidumbre que sucedió al terrible dos de mayo de 1808 y una triste experiencia me ha mostrado que no andaba errado del todo…». Una vez en Sevilla se relaciona con el poeta José Manuel Quintana, fundador y artífice del Semanario Patriótico, que había tenido una etapa de edición en Madrid entre septiembre y diciembre de 1808, y a partir de entonces le encarga, junto a su amigo Antillón, la redacción del periódico. El periodo sevillano del Semanario abarca desde el 4 de mayo y el 21 de agosto de 1809.[28] 

			Tuvo un tiempo muy afrancesado que fue el que predominaba en la tertulia de Manuel José Quintana en Madrid, a la que Blanco asistió entre 1806 y 1808, de la que formaban parte Juan Nicasio Gallego, Martínez de la Rosa, Isidoro Antillón y Antonio Alcalá Galiano.

			En esta fase revolucionaria la influencia fundamental la recibe de Rousseau, cuyas obras completas leyó, dice él, «sin omitir una página»; en particular su Contrato social. Codirigió en Sevilla junto a Isidoro Antillón en 1809 el Semanario Patriótico. Quintana había dejado la dirección del periódico al ser nombrado oficial mayor de la Secretaría General de la Junta Central. Esta es la etapa jacobina de Blanco que no le impidió censurar el Terror desatado durante la Convención. Como recuerda André Pons, en Sevilla asistió asiduamente a las tertulias de Margarita López de la Morla de la que formaban parte también Juan Nicasio Gallego, Alcalá Galiano, Argüelles, Toreno y Martínez de la Rosa, así como Manuel Cepero. En esa reunión participaban también Quintana, Capmany y lord Holland.[29] Según su biógrafo Pons, Blanco conocía a todo el personal político de Sevilla que fue un núcleo activo que pensaba en el cambio de régimen apoyado en el liberal Semanario Patriótico. La postura de Blanco chocó pronto con la Junta Central y, a los cuatro meses de su publicación, Quintana recibió el mandato de dejar de publicar el Semanario. Antillón y Blanco redactaron entonces un «Aviso al público» en el que afirmaban: «cedamos pues a las circunstancias: nuestros amigos (tales llamados a cuantos nos han honrado con su aprecio) sufrirán mejor que se interrumpa otra vez el Semanario que verlo mudado en otra cosa de la que hasta ahora ha sido».[30]

			El periódico de Blanco defendía ideas básicas del liberalismo revolucionario, que divulgarían en la tribuna de las Cortes personajes como Argüelles, Toreno y Gallego. Eran estas teorías opuestas a las historicistas y anglófilas de lord Holland y de Jovellanos. Blanco consideraba que era necesario unir la guerra contra la invasión francesa con el avance de la revolución liberal y desarrollar el principio de soberanía nacional en unas Cortes auténticamente constituyentes compuestas por una sola Cámara. Esas Cortes debían estar sometidas a la aprobación de un texto constitucional que pusiese en planta una monarquía asamblearia y reconociese ampliamente los derechos del pueblo entre los cuales la libertad de prensa, además de impulsar otras medidas de carácter económico y social.

			Pons recuerda que Blanco elogiaba mucho al régimen inglés, pero con objeto de tranquilizar a los moderados, que estaban espantados por la referencia sobrevenida de la nación o los derechos imprescriptibles del hombre. Y también mencionaba a Holland como partidario de un régimen moderado que imitara al de Inglaterra, pero ninguna duda cabe de que el modelo que tenía en la cabeza en esa primera época era el de la Constitución francesa de 1791.

			El 2 de febrero de 1810 Bonaparte entró en Sevilla y todos los patriotas que allí quedaban se fueron a Cádiz a protegerse al amparo de la flota inglesa. Blanco embarcó con destino a Londres a donde llegó el 3 de marzo. Allí sería su exilio. En una carta al marqués de Wellesley, embajador en España y hermano del duque de Wellington, escrita el 25 de septiembre de 1810, lo explicará diciendo que cuando entraron los franceses en Sevilla se quedó sin empleo y sin pertenencias de ninguna clase de modo que «siendo la pluma la sola arma con que podía servir a España, más útil podía serle saliendo de ella que permaneciendo en los estrechos asilos al que se veían reducidos los patriotas. La Inglaterra se había ofrecido siempre a mis ojos como mi natural refugio».

			Cuando llega a Inglaterra empieza a publicar El Español. El primer número apareció el 30 de abril de 1810 y publicó un artículo, bajo el título «Reflexiones generales sobre la revolución española», en el que se muestra como un radical revolucionario valorando la Revolución francesa y las virtudes del pueblo francés.

			Pero a partir de ese número evoluciona para convertirse en un anglófilo y, en poco tiempo, desarrolló una manifiesta francofobia. Esta misma actitud era la propia de realistas, como Antonio de Capmany, autor de Centinela contra franceses, de 1808, que dedica a lord Holland; también el liberal Quintana o el asturiano Álvaro Flórez Estrada, quien había remitido a la Junta Central un comentario al artículo 50 del proyecto de Constitución en el que se mostraba partidario de que se constituyese «una muralla de cincuenta pies de alto y treinta de ancho en toda la línea que divide España de Francia, para que por este medio nos liberemos cuanto sea posible de toda comunicación con una nación que tan mal nos hizo».

			La anglofilia de Blanco se refiere a la admiración por la organización y las instituciones políticas y religiosas, no a las formas de vida y manera de ser; en esto prefiere las de los españoles.

			Los ensayos de Blanco en El Español tienen muchos contenidos que constatan o pronostican el levantamiento independentista en América. En los ensayos que publica en los números XVIII y XIX de El Español explica sus posiciones acerca de las experiencias de lo ocurrido en Francia con la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano y cómo se ha pasado desde ahí hasta el despotismo de Napoleón.

			En Londres fortalece su relación con lord y lady Holland, que son defensores de la causa patriótica española. Los había conocido en Sevilla durante el periodo que coeditó con Antillón el Semanario Patriótico.[31] También había conocido a Richard Wellesley, que era hijo del embajador inglés ante la Junta Central y en Londres era director del Foreign Office. 

			Con estas ayudas apareció el primer número de El Español el 30 de abril de 1810, dos meses después de que Blanco llegara a Londres. Las ideas que sostuvo la revista eran contrarias o por lo menos polemizaban con las que mantenían los miembros de la Junta Central y los comerciantes gaditanos que defendían los privilegios del monopolio comercial con América. El embajador de la Junta en Londres intentó que el gobierno británico la prohibiera pero no lo consiguió. Las posiciones de Blanco White eran en líneas generales las de los whigs contrarias al conservadurismo de la prensa tory. El Español contó entonces con el sostén también, aunque fue por poco tiempo, de la publicación de Francisco de Miranda que llevaba de título El colombiano. Se imprimió entre marzo y mayo de 1810.

			 

			La influencia americana de El Español

			 

			El Español tuvo gran éxito entre el público hispanohablante de Londres y los lectores de España y sobre todo en los dominios de ultramar porque, contando con la distribución que podía hacer la marina militar o mercantil inglesa, llegaba fácilmente a Cádiz, La Coruña, Portugal, Canarias, Caracas, Río de la Plata, Santiago de Chile, Veracruz, Perú, Guatemala, Jamaica o Trinidad. 

			El periódico informaba de lo acontecido en estas diferentes capitales y los últimos sucesos que culminarían en la primera acta de independencia que fue la que se proclamó en Caracas en 1811. El Español fue una herramienta fundamental para la coordinación de los movimientos contrarios al absolutismo español, y para la salvaguarda de las ideas liberales. No fue posible, aunque lo intentaron, que se prohibiera en Inglaterra, pero las autoridades españolas bloquearon su venta en la Península y provincias americanas. Una real orden dirigida al virrey de México cuatro meses después de la aparición de El Español decía que Blanco White, por su periódico, y Miranda, por su El colombiano, se califican de «españoles de mala intención» que «hablan sin tino de los asuntos de la península», y vierten maliciosamente opiniones subversivas.

			El Español fue un eficaz instrumento de propaganda no solo de las ideas políticas de la Enciclopedia sino también de la corriente liberal inglesa. La revolución en marcha, como decían los colonialistas de Cádiz, se hallaba tanto en Caracas, México y Buenos Aires como junto a la orilla del Támesis.

			El 19 de abril de 1810, el Cabildo de Caracas, sin ninguna violencia, destituyó al capitán general de Venezuela y se constituyó en Junta Suprema, como las que se habían creado en la Península a raíz de la invasión francesa. 

			En el número IV de El Español Blanco White analiza las causas y consecuencias de este golpe de Estado incruento en un artículo que titula «Revolución en Caracas» y defiende la decisión adoptada por el Cabildo. No era entonces ni separatista ni contrario a los intereses de España, sino partidario de que se preservaran los lazos existentes, pero adoptando reformas como el libre comercio, el punto final del monopolio gaditano y la asunción gradual de la soberanía por las autoridades de México, Nueva Granada y Río de la Plata. 

			Las acusaciones que se formularon contra Blanco no siempre estuvieron en correspondencia con su verdadero pensamiento. Al menos es una simplificación atribuirle que animara a los independentistas. El artículo de Blanco White en el mencionado número IV, titulado «Revolución en Caracas», es acorde con la decisión del Cabildo, pero no es separatista ni contrario a los intereses de España. No incita a la revolución y a las revueltas sino que trata de que a los pronunciamientos no siguieran decisiones de secesión y una represión española mayor. Conserva la idea de reconciliación hasta el número XVIII de El Español, de agosto de 1811, titulado «Sobre la reconciliación de España con sus Américas».[32]

			En la introducción al segundo volumen de Obras completas de Blanco White, José María Portillo y Jesús Vallejo han recogido esta idea de moderación. «Blanco era de la opinión de que lo procedente era fomentar en las demás capitales y provincias americanas la formación de juntas, a semejanza de las de Caracas y Buenos Aires. Era el único modo en que la metrópoli podía seguir siendo el centro de la monarquía, fomentando antes que hostilizando la autonomía territorial. La representación americana en Cortes había quedado muy reducida con la exclusión de ocho millones de indios y cuatro millones de negros. De modo que la rebelión venezolana tenía pinta de desarrollarse fácilmente en el continente». La intervención de Bolívar en el Congreso convocado por la Junta de Caracas el 3 de julio de 1811 consagra la idea de ruptura que ya había avizorado Blanco White.[33] 

			En el número XXVI del periódico incluye un artículo titulado «Intolerancia religiosa», contra el artículo 12 de la Constitución de Cádiz, según el cual «la religión de la nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica y romana, única verdadera». La crítica en este punto se basa en la necesidad de la libertad y el laicismo porque considera que un derecho de todo ciudadano es seguir los principios que le dicte su conciencia. En el juramento de fidelidad a la nueva Confederación Americana de Venezuela se incluyó la cláusula de «defender el misterio de la Concepción Inmaculada de la Virgen María». 

			Blanco White y Miranda tuvieron relación durante la estancia londinense de 1810. Desde la primera entrega de El Español, Miranda había elogiado mucho a Blanco y más aún cuando acogió favorablemente la rebelión de la Junta de Caracas. Muchos escritos procedentes de los patriotas los enviaban a Blanco White para que los publicara, lo mismo que ocurría con documentos aparecidos en la prensa caraqueña. O se los mandaban a través de López Méndez y Andrés Bello. El Español reflejaba de esta manera las corrientes políticas del momento, del pragmatismo liberal de Juan Germán Roscio, que era afín a Blanco, al populismo democrático de Miranda y Bolívar.

			Blanco White pasó por diferentes etapas en lo que se refiere a su pensamiento sobre los movimientos independentistas americanos. Al principio, en relación con los acontecimientos de Venezuela, informó a sus lectores y reprodujo algunos pasajes de la Gazeta de Caracas y los decretos de la Regencia sobre la libertad de comercio, pero expuso un punto de vista que Juan Goytisolo ha llamado «asimilacionista», que era a la vez contrario al vasallaje colonial y a la independencia absoluta. A medida que llegan despachos sobre la gravedad de los levantamientos invitó a cumplir los propios decretos que fue aprobando la Regencia pero que no se ejecutaban. Es reiterada su advertencia de que existe un «inminente peligro de separarse para siempre» (octubre de 1810, en El Español) y vaticina que la contienda será fatal para España. Llega a decir que los españoles están quemando la casa porque no podían ser dueños absolutos de ella. 

			Una vez que comienza la guerra entre la parte oprimida de la nación y la que oprime opina que la solución no puede ser sino la esclavitud o la independencia y por ello insiste en recomendar a la metrópoli que procuren evitar el dilema concediendo a los súbditos lo que es justo. Y aconseja a los americanos que «insistan en ser soberanos de su industria, y créanme que más cerca están de este modo de la Soberanía Política».

			En el número XXIV de El Español fechado en abril de 1812 declara «La América española será potencia independiente y muy poderosa, con el discurso del tiempo, y lo será sin guerras ni desolación si se conducen ahora con prudencia los que manejan la opinión pública. Un continente, que con justicia se llama un mundo, no puede ser esclavo sino entretanto que no haya un verdadero pueblo que lo habite… La América donde la universidad de la lengua española asegura que desde la Tierra de Fuego al Mississippi no puede haber más que un pueblo, está naturalmente destinada a ser un grande imperio». 

			Pero nadie le hace caso en esos llamamientos a la unidad y a la igualdad jurídica de los ciudadanos de ambas orillas. De aquí que, en abril de 1812, escriba: «He hecho cuanto ha estado a mi corto alcance para persuadir a los americanos a la reconciliación; más ya no está en su mano ni en la mía. El gobierno español ha rehusado a la amistad, a la humanidad, a la justicia, y aún a su propio interés. ¿Qué les resta que hacer a los americanos?». «Se han de entregar a discreción de semejantes señores, fiados en la defensa de una tercera parte de representantes en el Congreso, a esperar justicia de él, contra la que sumariamente le administren sus virreyes y audiencias…». También se incluyen muchas reflexiones sobre qué debe hacerse en relación con las naciones del Nuevo Mundo y contiene páginas lúcidas sobre su desarrollo económico, el problema de las castas, la tentación de concentrar el poder en manos de un caudillo. Observaciones que prefiguran en cierta manera lo que iba a ser la historia de América en los años sucesivos. Contra la emergencia de los inmediatos caudillos: «Pueblos: guardaos de aquellos a quienes veáis agitarse por el mando y el engrandecimiento sin haberlo merecido, o salvando la patria en los ejércitos, o mejorándola con luces bienhechoras, o conservándola con un saludable gobierno; y aún guardaos de estos mismos si, valiéndose del entusiasmo que han excitado sus servicios, quieren arrogarse una autoridad sin límites y tratan de no establecer o de destruir el imperio de las leyes, este imperio sin el cual todo mando es tiranía» (El Español, número XIII, de abril de 1811).

			El Español se había convertido en el punto de referencia de líderes y escritores de América, especialmente Venezuela, México y Buenos Aires, pero en España la prensa y los políticos no hacían sino criticarlo y aislarlo en el bando de los patriotas. El Español se sostenía por el apoyo de los liberales ingleses a Blanco White. El subsecretario de Estado abonó el importe de cien ejemplares para distribuirlos en Cádiz a través de la embajada pero su difusión en las provincias españolas no ocupadas por los ejércitos de Murat y en algunas zonas también de América era bastante escasa y se tropezaba con la censura del partido político colonial. Las dificultades financieras de Blanco, y su persecución, le llevaron a ponerse al servicio del gobierno inglés en calidad de consejero e informante, obteniendo una pensión anual de doscientas cincuenta libras. 

			Menéndez Pelayo escribió sobre José María Blanco White en su Historia de los heterodoxos españoles, refiriéndose a El Español que «Empresa más abominable y antipatriótica no podía darse en medio de la Guerra de la Independencia». En los primeros números pareció limitarse a recomendar la alianza inglesa y las doctrinas constitucionales, pero desde el número tercero comenzó a defender sin rebozo la causa de los insurrectos americanos contra la metrópoli. De Caracas y Buenos Aires empezaron a llover suscripciones y dinero; el gobierno inglés subvencionó, bajo capa, al apóstata canónigo, y Blanco, desaforándose cada vez más, estampó en su periódico las siguientes enormidades: «El pueblo de América ha estado trescientos años en completa esclavitud… la razón, la filosofía, claman por la independencia de América».[34] También se refiere Menéndez Pelayo a Variedades o Mensajero de Londres que había creado el editor alemán Ackerman y sobre la que Menéndez Pelayo dice: «Del patriotismo de los editores júzguese por este dato: empieza con la biografía y el retrato de Simón Bolívar. Allí es donde Blanco se declara clérigo inmoral y enemigo fervoroso del cristianismo, allí donde afirmó que España era incurable y que se avergonzaba de escribir en castellano, porque nuestra lengua había llevado consigo la superstición y la esclavitud religiosa donde quiera que había ido. Allí por último llamó agradable noticia a la batalla de Ayacucho».

			Fray Servando Teresa de Mier conectó también con Blanco White. Cuando llegó Mier a Londres visitó a Blanco. Era entonces la etapa más radical y «lascasiana», dice Goytisolo, de Blanco. Las inquietudes que se mostraban por parte de Blanco estaban expresadas en el texto de las «Reflexiones sobre la conciliación de España y sus Américas» al que ya he aludido. A este artículo respondió Mier con una «Carta de un americano» que publica El Español en su número XIX (texto de octubre de 1811) a la que siguió una «segunda carta» un año después. Mier habla de sí mismo en tercera persona en el prólogo a la edición de la Sorbona de Historia de la Revolución de la Nueva España y expone que «La polémica» entre Blanco White y Mier, de octubre de 1811 a octubre de 1812, puede considerarse como una falsa polémica: además de no haber sobrepasado en ningún momento los límites de la cortesía, el debate permite ver que a pesar de las divergencias, los dos amigos tienen puntos de acuerdo fundamentales, siendo el mayor el objetivo final de la Independencia. Todos los textos muestran que estaban muy unidos: «se veían frecuentemente, a veces casi a diario; se prestaban documentos, se informaban el uno al otro de sus trabajos respectivos e incluso de su correspondencia». 

			En esa carta Servando comparaba la conquista de España por Bonaparte y Murat con la de México por Carlos V y Cortés. La invasión napoleónica sería un castigo divino por las brutalidades de España con los indios que ya había denunciado Bartolomé de las Casas, sevillano e hijo de extranjeros como Blanco. Blanco le respondió en términos amistosos en el número XXIV de El Español con unas páginas bien pensadas en las que expresaba su comprensión por el «calor y la indignación de Mier». La segunda carta de Mier titulada «La segunda carta de un americano» que se publica con el seudónimo «Un caraqueño revolucionario», acompañada de un epílogo (un poema latino de Andrés Bello), acentuaba el jacobinismo de Mier y su inclinación a la acción bélica.

			Mier publicó una Historia de la revolución de Nueva España en la que ya se reconocen críticas a la ideología revolucionaria francesa y a la anarquía ocasionada por el federalismo que, a diferencia de lo acaecido en Estados Unidos, en vez de unir las trece provincias divididas, fragmentó y separó lo que antes era un solo cuerpo.

			También en su obra Profecía política de 1823 entona una verdadera retractación declarando que fue jacobino pero ya ha dejado de serlo y que la experiencia de Francia le había resultado finalmente deplorable. Y confiesa que se fue a Inglaterra y que la vio muy tranquila en medio de una Europa alborotada. Se interesó por este fenómeno y estudió a sus autores, sus Burkes, sus Paleys, sus Benthams y quedó desengañado de lo que habían sostenido antes en favor de los jacobinos, «Retrocedí espantado cantando la palinodia, como lo había hecho en su tomo VI mi célebre amigo el español Blanco White». 

			Las Cartas de un americano sirvieron a Blanco White para aceptar la ruina de los imperios, primero el español y luego el británico, para comprender que la independencia de América era inevitable.

			Juan Goytisolo defendió que uno de los primeros lectores españoles del Ensayo político sobre el reino de la Nueva España de Humboldt[35] fue José María Blanco White. El texto fue ampliamente reseñado por él nada más desembarcado en Londres en el número IV del mensual de julio de 1810. Le pareció transcendente la obra y tradujo un estudio sobre ella publicado en la Edinburgh Review (El Español, número XXII, enero de 1812). La primera versión íntegra se publicó en 1822 en Francia debida a la traducción de González Arnau. En Madrid se editó una traducción de Pedro María de Olivo en 1818 pero tuvo escasa repercusión.

			La figura de Humboldt era poco menos que desconocida en España pero su obra en Hispanoamérica y en especial en México y Cuba fue muy perdurable. Las denuncias de Humboldt son muy vivas y abarcan desde crítica al despotismo de la Administración, los privilegios de la Iglesia, el sistema de castas, la desigualdad de clases sociales. Muchos de estos principios son comunes con White, lo que se nota de modo muy claro en algunos de los párrafos del texto de Humboldt y su similitud con los publicados en El Español. Por ejemplo, en el seguimiento de impresiones de Humboldt como las siguientes: «Las leyes españolas conceden unos mismos derechos a todos los blancos; pero los encargados de la ejecución de las leyes buscan todos los medios de destruir una igualdad que ofende el orgullo europeo. El gobierno desconfiado de los criollos da los empleos importantes exclusivamente a naturales de la España antigua, y aún de algunos años a esta parte, se disponía en Madrid de los empleos más pequeños en la administración de aduanas o del tabaco… El más miserable europeo, sin educación y sin cultivo de su entendimiento, se cree superior a los blancos nacidos en el Nuevo Continente».

			Me referiré después a la marcada influencia británica en las ideas de White contrarias a la esclavitud.[36]

			La represión de Monteverde después de la capitulación de Miranda provocó otro movimiento independentista venezolano que resultó de la acción de Santiago Mariño, en Oriente, y Simón Bolívar desde Occidente que culminará con una victoria efímera: la proclamación de la segunda república de Venezuela. Bolívar publica entonces el «Manifiesto de Cartagena», donde analiza las causas del fracaso anterior y elabora un programa que llevará según él a la independencia definitiva. En la municipalidad de Caracas le otorgaron entonces el título oficial de Libertador. El programa inmediato lo concretará en el decreto «Guerra a muerte», que Blanco White criticó. Decía: «Españoles y canarios, contad con la muerte… si no obráis activamente [a favor] de la libertad de Venezuela. Americanos, contad con la vida aunque seáis culpables [de lealtad a la Corona]». El caudillo fernandino José Tomás Boves se enfrentó a Bolívar y a Mariño y los derrotó, poniendo término a la segunda república de Venezuela en diciembre del mismo año. Ese mismo mes El Español había dejado de publicarse. Había retornado Fernando VII en España y empezaban las represiones de América hispana que él trata de resumir en el lema que encabeza el último número de la revista: Omnis effusus labor (Todo el esfuerzo perdido).

			André Pons ha cotejado en su obra las opiniones de Blanco White en El Español y las respuestas por Bolívar en el «Manifiesto de Cartagena» (1812), la «Carta de Jamaica» (1815) y el «Discurso de Angostura» (1819), así como las «Cartas sobre el Congreso de Panamá».[37] Ambos se conocían desde 1810, cuando el Libertador fue enviado a Londres por la Junta de Caracas para defender la causa emancipadora ante el gobierno británico. En su «Carta a un americano sobre la rendición de Caracas» Blanco White cuenta las causas del descalabro: el federalismo disgregador, las rivalidades entre caudillos rebosantes de principios doctrinales pero carentes de experiencia política y de gestión, la utilización interesada por unos y otros del explosivo e irresuelto enfrentamiento de castas.

			Todos estos argumentos influyeron en los expuestos por Bolívar en su «Memoria dirigida a los ciudadanos de Nueva Granada por un caraqueño» que fechó el 15 de diciembre de 1812. Especialmente cuando ironiza sobre la inexperiencia de las élites independentistas en términos similares a como lo había hecho Blanco White: «los códigos que consultaban nuestros magistrados no eran los que podían enseñarles la ciencia práctica de gobierno, sino los que han formado ciertos visionarios que, imaginándose repúblicas aéreas, han procurado alcanzar la perfección política, presuponiendo la perfectibilidad del linaje humano. Por manera que tuvimos filósofos por jefes, filantropía por legislación, dialéctica por táctica y sofistas por soldados». 

			Tras el decreto de «Guerra a muerte» los reveses de Bolívar fueron muchos y el general tuvo que irse a refugiar primero en Colombia y después en Jamaica. Fue derrotada la segunda república y Bolívar tuvo que aprender un nuevo estilo que es el que trata de desarrollar a partir de 1817. Había aprendido hasta entonces mucho de Blanco White. Blanco había homenajeado el valor militar del general pero criticó el radicalismo de su discurso y el caciquismo de los dirigentes criollos. En la «Carta de Jamaica» de 6 de septiembre de 1815, un año después del cierre de El Español, Bolívar asume en gran medida los planteamientos de Blanco y apunta a la inmadurez política, a la anarquía federativa y a las rivalidades entre jefes y facciones enfrentados, como principales obstáculos para la consecución de su sueño independentista.[38]

			La liberación del yugo de la metrópoli requería una experiencia de la libertad a falta de la cual las contradicciones del continente conducían a guerras civiles y a dictaduras. Hay muchas reflexiones bolivarianas a partir de este momento que reflejan el pensamiento de Blanco, con el que tiene una deuda intelectual poco discutible. Especialmente con sus planteamientos posteriores a la vuelta de Fernando VII. Ambos soñaron con una América hispana que abarcase el Nuevo Mundo desde el Mississippi a la Patagonia, con un Imperio Federal Americano que el Libertador trató de crear en 1826 cuando la idea de un vínculo siquiera nominal con España, defendida por Blanco quince años antes, había fracasado definitivamente. Ambos denunciaron con vehemencia el recurso a la fuerza por las Cortes gaditanas, la Regencia y Fernando VII frente a las aspiraciones legítimas de los americanos. 

			La desaparición de El Español es el punto final del interés de Blanco por las cosas de América. Después se empeñó en la redacción de la publicación Variedades o El Mensajero de Londres, que era trimestral y que dirigió en 1823 y 1825, por encargo del librero y comerciante alemán Ackermann. El número se abrió con una extensa laudatio de Simón Bolívar «Noticia biográfica de don Simón Bolívar». 

			El influjo de El Español en México y Río de la Plata fue también muy intenso como lo había sido en Caracas.

			En México se produjo la revolución de Miguel Hidalgo a partir del «Grito de Dolores» de 16 de septiembre de 1810, que supuso el inicio de una revuelta contra el virrey Venegas y arrastró a las poblaciones indígenas a una guerra de marcado tinte social y racial. Hidalgo fue fusilado en julio de 1811. Siguió su senda el también sacerdote José María Morelos, que llegó a reunir el primer Congreso Nacional en 1813, pero también fue fusilado por Iturbide en 1813. 

			Hay una serie de artículos, comunicados y ensayos de El Español como «El bosquejo de la revolución de Nueva España», de abril de 1812, o «Noticias sobre la revolución de México después de la prisión y suplicio de sus primeros jefes», el mes siguiente, que manifiestan el seguimiento de lo que ocurre en esa región. 

			Por lo que concierne al Río de la Plata, después de la conquista de Buenos Aires por los ingleses en 1806 y la rendición del virrey Sobremonte, se sucedió la sublevación de los criollos bonaerenses en defensa de la soberanía española. Derrotaron dos veces a los invasores y descubrieron de paso la fuerza que tenían. Al producirse las abdicaciones de Bayona, crearon la Junta emancipadora en mayo de 1810 aunque la independencia de Argentina no se formalizó hasta 1816. Manuel Moreno, que era el jefe de la misión diplomática argentina en Londres, fue el enlace entre Blanco y la Junta bonaerense. La Gaceta de Buenos Aires y El Censor sirvieron de cámara de resonancia de las ideas de Blanco y sus lecturas constitucionalistas inglesas. Otro periódico, El Grito del Sur, era vocero de los partidarios de la independencia inmediata de las provincias de la Plata y su exponente más destacado fue Monteagudo, que retomó noticias y crónicas del mensual, no obstante las reticencias que este suscitaba en el sector más jacobino del antiguo virreinato español.

		

	


	
		
			CAPÍTULO II

			Un nuevo orden político para América

			 

			 

			 

			 

			EL FABULOSO ENSAYO DE ESTABLECER UNA MISMA CONSTITUCIÓN PARA LOS DOS HEMISFERIOS

			 

			Las ideologías liberales de todos los agentes políticos que visitaron Londres en los primeros años del siglo XIX propugnaban, como primera medida indiscutible para el arreglo de los gobiernos, la aprobación de una constitución que siguiese el modelo de la francesa o de la norteamericana o, para los más anglófilos, imitase las excelencias de la Constitución histórica británica.

			El proceso constituyente en España se inició sin mayores consideraciones hacia lo que se estaba preparando en América. También allí hubo movimientos insurgentes, como el de Caracas de 1811, que habían llegado a anticipar la aprobación de una Constitución. Para los españoles que luchaban contra la invasión de las tropas francesas era esencial avanzar en la aprobación de una Constitución, preparada por unas Cortes que contaran, como habían defendido las proclamas de la Junta Suprema, con igual representación de los americanos, ya que nadie dudó de que se trataba de elaborar una Constitución que regiría en los dos hemisferios.

			Esta declaración de igualdad absoluta no llegó a realizarse nunca en la práctica. La primera dificultad venía dada por la circunstancia de que la reunión de las Cortes era urgente y las provincias de ultramar estaban muy lejos y pasando por situaciones políticas en las que resultaba difícil la designación de representantes. Como se calculó, con buenas razones, que la operación de elección y traslado tardaría meses en llevarse a cabo, se implantó el principio de suplencia, siguiendo una recomendación del diputado Rodríguez Riquelme: para evitar las peores consecuencias de la demora de los diputados transatlánticos, en la que también podrían incurrir algunos diputados provenientes de provincias españolas ocupadas por los franceses, se acordó que ciudadanos americanos establecidos en España pudieran asumir temporalmente la representación de los territorios ultramarinos, hasta que llegaran los elegidos por las juntas constituidas en las diferentes regiones americanas.

			La necesidad de trabajar rápidamente se agudizó después de la severa derrota de los ejércitos españoles en Ocaña, el 19 de noviembre de 1809, y de la inmediata ocupación de Andalucía por los ejércitos napoleónicos. A medida que la debilidad de la resistencia se hacía más evidente, también las reacciones de las élites americanas se inclinaban hacia posiciones de insurgencia y de creación de organismos autonómicos de gobierno, debilitándose la lealtad al monarca español.[39]

			En el preámbulo del decreto de convocatoria de Cortes de 14 de febrero de 1810 se acogió la idea de la igual representación de los territorios americanos en relación con los peninsulares. Para aplicar este criterio, se asignó un diputado a cada ciudad cabeza de partido. El ayuntamiento nombraba a tres individuos naturales de cada provincia «dotados de probidad, talento e instrucción, y exentos de toda nota». Entre los tres se nombraba un diputado elegido por sorteo. Se le entregaba un pliego de instrucciones que debía presentar y defender en las Cortes, tanto en su condición de representante del ayuntamiento como de la nación.[40]

			El 24 de septiembre de 1810 se celebró la solemne sesión de apertura de las Cortes en la iglesia parroquial de San Pedro en la isla de León, donde el obispo de Orense les tomó juramento. Se reunieron ese día 104 diputados entre los cuales 29 americanos. Por la noche empezaron las deliberaciones en el Teatro Cómico, donde intervino entre otros Diego Muñoz Torrero. El debate abierto por este diputado se centró en que las Cortes Generales y Extraordinarias debían declarar inmediatamente que la soberanía residía en ellas. La propuesta era trascendental porque suponía atribuir la soberanía a la nación y no al monarca. Ese mismo día, 24 de septiembre de 1810, se acordó que la soberanía residía en la nación y se estableció la separación de poderes para que no coincidieran en los mismos órganos las funciones legislativa, ejecutiva y judicial. Dos declaraciones verdaderamente revolucionarias, formuladas sin estrépito, que alteraban del todo los principios de funcionamiento de la monarquía absoluta.

			Este decreto dio ocasión a las primeras intervenciones de los americanos con el objeto de asegurarse la aplicación del principio de igualdad, con el que se habían comprometido las resoluciones adoptadas por la Junta General.

			El quiteño José Mejía Lequerica fue quien propuso, el 25 de septiembre de 1810, que el tratamiento de las Cortes fuera de «majestad». El del rey sería de «alteza». Y dicho diputado planteó en la misma sesión el problema de la aplicación del principio de igualdad, así como otras cuestiones relativas a la posición de América en las Cortes. Para su estudio se formó una comisión que dictaminó que era preciso que las Cortes formularan declaraciones que aseguraran la igualdad de derechos de los americanos respecto de los europeos, y también que se acordase una amnistía, «o por mejor decir olvido que convendría conceder a todos los extravíos ocurridos por desavenencias de todos los países de América».[41]

			Los diputados peninsulares se sintieron incómodos con estas reclamaciones. En general, les disgustaba que se pretendiera dar prevalencia a las cuestiones americanas cuando lo urgente era atender las necesidades derivadas de la invasión de las tropas napoleónicas. No obstante, se debatieron hasta el 14 de octubre de 1810. Reclamaban simplemente que se hiciera efectivo lo que ya se había acordado los primeros días de trabajo parlamentario. Querían que se hiciera constar en un decreto, cuyo proyecto presentaron José Mejía Lequerica, Vicente Morales Duárez de Lima y el portorriqueño Ramón Power. Lo que estaban planteando era el modo de articular la igualdad de derechos de representación dentro de la monarquía, según lo prometido, acordado y declarado. Se publicaron dos decretos el 15 de octubre de 1810.[42]

			En el contenido de los debates subsiguientes influyeron las opiniones de Blanco White, muchos de cuyos artículos eran reproducidos por la prensa insurgente. Y también acogidos en los documentos y argumentación de personajes como Simón Bolívar y Servando Teresa de Mier. Blanco sostenía que los hombres más sabios y de más experiencia eran ignorantes porque no podían haber conocido cómo funcionan las cosas de la política en la práctica. Defendió que las Cortes reconocieran autoridad a las juntas insurgentes americanas que se habían constituido en 1810. Habían asumido el poder en nombre de Fernando VII y no habían roto sus relaciones con España. Para evitar que optaran por la independencia, decisión que llevaría al derramamiento de sangre y una guerra civil, había que reformar las Américas suprimiendo los virreyes y gobernadores y permitiendo a las provincias elegir sus propias juntas. Era necesario invitar a delegados de esas juntas para que asistieran a las Cortes de forma que los americanos tuvieran una representación igual. Criticaba por tanto que 53 diputados de América se enfrentaran a 158 peninsulares.[43] 

			Pese a las estrategias de los diputados peninsulares para aplazar la resolución de estas cuestiones, invocando diversas excusas, la Cámara aprobó el decreto de 15 de octubre de 1810, mediante el cual las Cortes confirmaban la igualdad de derechos de América. Esta era la exposición esencial: «Las Cortes Generales y Extraordinarias confirman y sancionan el inconcuso concepto de que los dominios españoles en ambos hemisferios forman una misma y sola Monarquía, una misma y sola Nación y una sola familia, y que por lo mismo los naturales que sean originarios de dichos dominios europeos o ultramarinos, son iguales en derechos a los de esta península, quedando a cargo de las Cortes tratar con oportunidad y con un particular interés de todo cuanto puede contribuir a la felicidad de los de ultramar, como también sobre el número y forma que deba tener para lo sucesivo la representación nacional de ambos hemisferios. Ordenan asimismo las Cortes, que desde el momento en el que los países de ultramar, en donde se hayan manifestado conmociones, hagan el debido reconocimiento a la legítima autoridad soberana que se halla establecida en la Madre Patria, haya un general olvido de cuanto hubiese ocurrido indebidamente en ellas, dejando, sin embargo, a salvo el derecho de tercero».

			Para los americanos era un triunfo en sus ambiciones y para los peninsulares el decreto no decía mucho más de lo que ya habían establecido los anteriores. Pero dio la ocasión para concretar las reclamaciones americanas.[44]

			La cuestión de la igualdad era de difícil implantación considerando la entidad de la población americana en relación con la peninsular. Se consideraba entonces que la cifra de aquella rondaba los quince o dieciséis millones, mientras que la de los españoles europeos estaba entre los diez y los once. Si el número de representantes había de ser proporcional a la población de cada territorio, el número de los americanos tendría que ser superior al peninsular. Este desequilibrio era inasumible por los liberales peninsulares.

			A este problema se sumaba que la celebración inmediata de elecciones en América podría determinar una paralización del debate sobre la Constitución. Este argumento se tomó como excusa para no aplicar la pretendida igualdad de un modo inmediato. Argüelles sostuvo con vehemencia que lo más perentorio era debatir la Constitución, porque de su aprobación dependía el aseguramiento de la libertad y la seguridad de los ciudadanos. Si se daba prioridad a las solicitudes de los americanos, «se les esperase y no tuviesen prontamente efecto la Constitución, me atrevo a decirlo, no habría patria, nos expondríamos quizá a abandonar esta grande obra, a confiarnos hoy en un Príncipe virtuoso que mañana tendría por sucesor a un déspota, entregado al capricho de un favorito». 

			También Argüelles, en su discurso de 23 de enero de 1811, volvía sobre la cuestión. Argumentó con elocuencia lo siguiente: por una parte, la América, considerada hasta aquí como colonia de España, ha sido declarada su parte integrante, sancionándose la igualdad de derechos entre todos los súbditos de V. M. que habitan en ambos mundos. «Esta mutación maravillosa no ha bastado a calmar los ánimos e inquietudes de los señores americanos; V. M. ha sido excesivamente liberal, con una especie de emancipación tan generosa que ninguna otra Nación de Europa ofrece ejemplo semejante. V. M. ha hecho todo cuanto estaba en su mano y permitan las circunstancias a favor de los americanos: se les ha llamado a la representación nacional, que hasta ahora no habían tenido. Yo no digo por esto que V. M. deba arrepentirse de haber procedido con esta liberalidad, aunque debe serle muy doloroso el que se manifieste alguna desconfianza, queriendo comparar a V. M. con los gobiernos anteriores a nuestra revolución, como se ha insinuado ya más de una vez. Las Américas y el público deben conocer que solas las circunstancias son las que dirigen la conducta de V. M.... Yo soy el primero en reconocer y confesar la igualdad de derechos a que de justicia son acreedores los americanos; pero estos principios, que son de eterna verdad, digo y repito que no son aplicables al caso presente de estas Cortes. Quizás lo eran cuando se hizo la convocatoria. Pero instalado el Congreso, el caso es ya muy diferente: un cuerpo como este, constituyente, no puede variar, según el rigor de principios, la fórmula que le ha dado el ser: sus facultades son para dar nueva forma a las siguientes legislaturas. Y así concluyo suplicando a los señores americanos que, consideradas las circunstancias actuales, no quieran empeñarnos en una resolución, de la cual podía arrepentirse V. M. algún día».

			La táctica que siguieron los principales líderes políticos en las Cortes fue atrasar la aplicación del principio de igualdad, inaplicando los criterios electorales acordados. Estaba en juego, para los diputados peninsulares, la pérdida de la mayoría parlamentaria cuando se iba a debatir la Constitución.[45]

			Ayudó al retraso la circunstancia de que los propios diputados americanos tenían desacuerdos entre ellos respecto de si toda la población transatlántica debía entrar en el cálculo de la representación, o solo los españoles, criollos, mestizos e indios. La cuestión más importante era la de si debían quedar atrás los indios y las castas, integradas por negros, zambos, mulatos, pardos y otros individuos nacidos del cruce entre ellos.[46]

			Después de muchas idas y venidas, de muchos y extensos discursos, el 18 de enero de 1811 se produjo la votación de la primera de las propuestas de los americanos, la concerniente a la «representación proporcional equitativa ante las Cortes». Votaron 56 diputados a favor de la propuesta, y 64 en contra. Ocho votos fueron los que decidieron que no se aceptara una reorganización revolucionaria de una nación que reunía territorios de dos hemisferios.

			Para superar este fracaso, presentaron una nueva proposición a la Cámara buscando un consenso. Pretendía la aplicación de la misma ley electoral española a América para la elección de diputados de las Cortes que se estaban celebrando y las futuras. Se dejaba claro que la soberanía nacional no sería puesta en duda por los futuros diputados americanos. Algunos importantes diputados liberales la apoyaron pero otros absolutistas se negaron, de modo que también la segunda propuesta fue desestimada.

			Trató de encontrarse de nuevo el acuerdo mediante una proposición formulada por el diputado Evaristo Pérez de Castro. Sostenía que las Cortes declararan el derecho de los americanos a tener una representación enteramente igual en el modo y forma a la de la Península, y asimismo que la Constitución que iban a elaborar estableciera el método de esta representación. Concretaba el número de diputados en 1 por cada 50.000 habitantes.

			Para la votación final, se distinguieron dos aspectos de la propuesta sobre la igualdad: por un lado, el derecho de igualdad de representación entre peninsulares y americanos, que fue aceptado por 123 votos a favor y 4 en contra y quedó aprobado. Por otro, que el derecho se hiciera efectivo en la misma legislatura que se estaba celebrando. La votación de este punto fue más igualada y la perdieron los americanos por 69 en contra y 61 a favor.[47]

			 

			 

			LAS OPCIONES IDEOLÓGICAS DE LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ

			 

			Las opciones seguidas en Cádiz para la Constitución de 1812, entre las diversas influencias que pesaban sobre los miembros de las Cortes, eran favorables, unas a la incorporación, sin más disimulos, de las constituciones aprobadas en Francia a partir de la primera de 1791, a la que eran proclives muchos diputados liberales; otras a dejarse llevar por el historicismo que había arraigado en no pocos pensadores y políticos, influidos además por el modelo constitucional británico que algunos habían conocido de primera mano.

			El líder de esta última corriente historicista fue, sin duda, Jovellanos. Muy influido por la doctrina de Domat, Heinnecio, Wolff y Puffendorf. Partía de la sociabilidad natural del hombre y el poder originario de la comunidad, pero la traslación del poder al rey exigía establecer un equilibrio entre derecho de soberanía del monarca y derecho de supremacía de la nación. Esta distinción es la piedra fundacional de la doctrina de la soberanía compartida entre el rey y las Cortes. Para que el modelo funcionara era preciso recuperar la fórmula moderada de gobierno, que era secular en España junto con la religión católica. Esta concepción maduró en la doctrina de la Constitución histórica. Jovellanos estimó que era una herejía política sostener que la soberanía residía en la nación. La Constitución histórica imponía que las Cortes fueran convocadas por estamentos y que contaran con dos cámaras y no una, como había establecido la Francia revolucionaria. El monocameralismo era contrario a esta tradición y por esto Jovellanos defendió Cortes bicamerales al estilo del Parlamento inglés en las que la Cámara Alta ejercía un importante poder intermediario y moderador. Jovellanos abogó por una monarquía constitucional vertebrada sobre un monarca al que correspondía nombrar y destituir libremente a «sus» ministros, responsables tan solo penalmente ante las Cortes; aunque también Jovellanos defendió la responsabilidad moral de los ministros.

			Pero el constitucionalismo británico no fue el que predominó entre los liberales españoles a quienes cupo la responsabilidad de trazar las líneas maestras del Estado constitucional que se estaba organizando en Cádiz. No siguieron la senda constitucional inglesa. El constitucionalismo británico tuvo sus más importantes defensores, en la versión que había dado el espíritu de las leyes de Montesquieu, entre los diputados realistas de las Cortes. Argüelles puso de relieve su admiración por el constitucionalismo inglés pero también sus importantes discrepancias con este. Y algo parecido había hecho Toreno al criticar algunos aspectos de la doctrina de Montesquieu. Pese a su estancia en Inglaterra y su trato con lord Holland, los diputados liberales conocían mejor la doctrina de la monarquía mixta y equilibrada que la del sistema de gabinete. Autores críticos con la doctrina dieciochesca del equilibrio constitucional como Edmund Burke o Jeremy Bentham eran poco conocidos en España. Las Reflexiones sobre la Revolución francesa de Burke, celebérrimas en toda Europa, apenas habían tenido influencia en España. Y por lo que concierne a Bentham, sus Principios de legislación civil y penal tampoco se conocieron mucho en España, a pesar de que una parte de la obra la había traducido Blanco White en El Español con el objetivo de influir en las Cortes de Cádiz.

			Frente a las posibles interpretaciones del sistema de gobierno británico, los diputados liberales defendieron, como haría Martínez Marina en su Teoría de las Cortes, un sistema rígido de separación de poderes inspirado en la Constitución americana de 1787 y sobre todo la francesa de 1791.

			Entre los diputados liberales, el constitucionalismo británico no concitó el desdén que había suscitado entre algunos miembros de la Asamblea de 1789, como Sieyès, ni mucho menos la aversión que había provocado a los más destacados elementos de la Convención de 1793, como el propio Robespierre. En Cádiz no hubo anglofobia, pero tampoco fue nutrido el grupo de auténticos anglófilos liberales. 

			Por tanto, la conclusión es que los diputados realistas se identificaban con la monarquía británica, aunque no completamente, y los liberales se alejaron desde primera hora de las ideas y defendieron otras formas más próximas al constitucionalismo francés de 1791. Esto se debió a que desde finales del siglo XVIII la monarquía española había seguido una evolución similar a la francesa. Tras la entronización de los Borbones a principios del siglo XVIII la monarquía hispánica comenzó a poner en planta los patrones organizativos de la monarquía francesa, alejándose del esquema federalista de los Habsburgo.

			La recepción en España de la cultura francesa fue mucho más intensa que la cultura inglesa. Penetró esa cultura a través de las sociedades de amigos del país, la prensa, los viajes al extranjero por parte de la minoría culta de entonces y, desde luego, las universidades. Especialmente la Universidad de Salamanca, foco cultural muy inquieto animado por Meléndez Valdés, Ramón Salas, Toribio Núñez y por los liberales que desempeñan un papel muy destacado en las Cortes de Cádiz como Muñoz Torrero y Juan Nicasio Gallego. 

			La anglofilia tuvo también un influyente defensor, aunque no participara directamente en las Cortes de Cádiz, en José María Blanco White, que tuvo repetidas ocasiones de expresar sus ideas a través de El Español. Blanco White admiraba a Jovellanos, admiración que creció con el tiempo, cuando fue abandonando el jacobinismo. En los escritos de El Español se aprecia este cambio. En septiembre de 1810 reprodujo el último decreto de la Junta Central elaborado por Jovellanos y expedido en enero de ese año a favor de la convocatoria de Cortes en dos cámaras. En enero de 1812, dos meses después de la muerte de Jovellanos, Blanco, a la vez que publica fragmentos del dictamen sobre la Junta Central relativos a la futura Constitución y a las Cortes constitucionales, publica un muy elogioso ensayo necrológico con el título «Don Gaspar de Jovellanos a sus compatriotas» y, más tarde, dos apéndices de la memoria bajo el título de «Pensamiento sobre la convocatoria de Cortes por estamentos y su organización». 

			La anglofilia de Blanco es la etapa que sigue a su obsesión por los estudios de la filosofía política de la Revolución francesa y su influencia, que, a su parecer, fue nefasta en las Cortes de Cádiz y en la Constitución de 1812. Critica la Constitución poniendo de manifiesto el influjo de algunos autores ingleses, como William Blackstone, cuya obra Comentarios a las leyes de Inglaterra fue una de las primeras que lord Holland había recomendado a Blanco en Sevilla, como recordó el propio Holland en la carta que dirigió a Jovellanos el 24 de mayo de 1809. Pero, en El Español, Blanco se hace eco de otros escritores que tampoco eran muy conocidos en España, como Bentham.[48]

			El monarca, según él, debía convertirse ante todo en un órgano con auctoritas, moderador e integrador, capaz de equilibrar los demás poderes del Estado y de servir de enlace entre ellos y el pueblo. Blanco considera que el monarca tiene que tener potestas, además de auctoritas, es decir, que tiene que tener parte en el reparto de los poderes del Estado; especialmente debía tener «todo el que se llama poder ejecutivo».

			Blanco, por tanto, discrepa de la monarquía que los constituyentes gaditanos habían establecido y, por tanto, se muestra contrario a que hubieran seguido el modelo francés de 1791, proponiendo como modelo alternativo el de la monarquía británica, que a su juicio es, por un lado, «la más efectivamente limitada» y, por otro, cuenta con el «monarca más poderoso».[49]

			Lo que propone Blanco White en El Español es una alternativa a la Constitución de Cádiz, que se formulaba desde el liberalismo y no desde un reformismo democrático o desde la reacción, que eran las posiciones de todas las demás críticas que se habían formulado al texto constitucional. Lo que pretendía Blanco con su alternativa constitucional era hallar una vía media entre la España liberal y la España reaccionaria, entre la europeizante y la castiza. En El Español afirma la «conclusión» de julio de 1814, confesando que el periódico se había propuesto hallar «un camino medio entre la más fraguada democracia de las Cortes y la arbitrariedad monárquica del tiempo de Carlos IV». Pretendió el reforzamiento de poderes de la Corona preestableciendo «una representación en que tuvieran justa parte el clero y la nobleza de España» para evitar que «al volver el Rey nadie tuviese interés en destruir la gran obra política a que por seis años han convidado las circunstancias de España».[50]

			 

			 

			EL PESO DEL CONSTITUCIONALISMO HISTÓRICO Y EL MESTIZAJE CON EL CONSTITUCIONALISMO FRANCÉS

			 

			Algunos políticos y pensadores de finales del siglo XVIII, como Campomanes, Aranda y Floridablanca, ya habían concebido la Constitución como pacto entre el rey y el pueblo conducente a la limitación del poder de aquel y a la defensa de las libertades de los súbditos, y habían descrito, además, la tradición española sobre dicha práctica en los antiguos reinos. Pero el desarrollo de la doctrina de la Constitución histórica se debe fundamentalmente a Jovellanos. La esboza en su Discurso de ingreso en la Academia de la Historia (1780), y la desarrolla en su Consulta sobre la Convocatoria de las Cortes por Estamentos (1809) y en la Memoria en Defensa de la Junta Central y sus Apéndices (1810-1811). Su pensamiento será utilizado y desarrollado en las Cortes por algunos diputados realistas (A. Cañedo, F. J. Borrull, P. Inguanzo…).

			En los escritos de Jovellanos el punto de partida es la justificación del poder del monarca. Utilizando la doctrina escolástica de la traslatio imperii, considera que la monarquía hereditaria ha sido establecida mediante un pacto de traslación de la soberanía en su favor. El poder es ejercido en beneficio de todos en virtud de dicho pacto y esta forma de gobierno ha sido secularmente respetada por los españoles. Siendo así, ningún sentido tenía, como pretendían los liberales más influidos por las modernas corrientes constitucionalistas, decir que la soberanía reside en la nación. A la nación lo que le corresponderá, desde luego, afirma Jovellanos, es la «supremacía» (concepto que no está muy lejano del de «dependence» que ya había utilizado Bentham para criticar la división de poderes). Esta facultad permitía al pueblo participar en las tareas legislativas junto al rey, también obligar al monarca a cumplir las condiciones del pacto celebrado con el pueblo e, incluso, a resistir al monarca por la fuerza y recuperar el poder o los derechos primitivos en caso de incumplimiento por el monarca.

			Este pacto es la Constitución de la Nación, el soporte de las leyes fundamentales, según el concepto que entonces se usa. Estas leyes permiten al monarca ejercer el poder recibido, y a los ciudadanos exigir su cumplimiento. Las leyes fundamentales expresan el modo en el que debe ejercerse el poder: el poder legislativo se comparte, lo que salvaguardará los derechos del pueblo pero al mismo tiempo garantizará el poder del monarca, porque uno y otro de los intervinientes en el pacto se limitan a actuar en las concretas esferas que se reservan. Este equilibrio es justamente el espíritu de la monarquía moderada, que se explica por el pensador y político asturiano como característica de la historia de España desde siglos antes.

			Si España tiene esta Constitución, ¿qué falta le hace la elaboración de una nueva? Esta cuestión central es la que básicamente plantea la doctrina de la Constitución histórica. Frente a la gran operación constituyente de los americanos y de los franceses, los españoles no necesitábamos escribir una norma fundamental para garantizarse los derechos y organizarse los poderes, porque esta cuestión, quizá perentoria para otros, estaba resuelta entre nosotros por una práctica política secular de la que resultaban claramente las reglas. El respeto a la tradición, y el fuerte historicismo del pensamiento de Jovellanos, lo aproximan a las concepciones constitucionales inglesas más que a las que Francia había elegido.

			La opinión contundente de Jovellanos sobre estos extremos aparece clara en uno de sus párrafos más conocidos: 

			 

			Oigo hablar mucho de hacer en las mismas Cortes una nueva Constitución y aun de ejecutarla, y en esto sí que, a mi juicio, habría mucho inconveniente y peligro. ¿Por ventura no tiene España su Constitución? Tiénela, sin duda, porque ¿qué otra cosa es una Constitución que el conjunto de las leyes fundamentales que fijan los derechos del soberano y de los súbditos y los medios saludables para preservar unos y otros? ¿Y quién duda que España tiene esas leyes y las conoce? ¿Hay algunas que el despotismo haya atacado y destruido?, restablézcanse. ¿Falta alguna medida saludable para asegurar la observancia de todas?, establézcase. Tal será siempre en este punto mi dictamen sin que asienta a otros que so pretexto de reformas traten de alterar la esencia de la Constitución española.

			 

			El pensamiento de Jovellanos estará bien presente en los debates constituyentes, especialmente cuando se discuta sobre la soberanía nacional (porque atribuir la soberanía a la nación contradice la Constitución histórica) o la participación del monarca en el poder legislativo (especialmente la cuestión de la sanción regia), o la declaración y preservación de las libertades de los españoles. La idea de la Constitución histórica pervivirá también después de Cádiz, desdoblada en una corriente aferrada al tradicionalismo más rancio e inmovilista (que expresará primero el Manifiesto de los Persas de abril de 1814, pero que conseguirá un anclaje firme en el carlismo) y otra más liberal y renovadora que aceptará actualizar y modernizar los contenidos de las leyes fundamentales históricas. Al final del siglo la doctrina de la Constitución interior de Cánovas tomará el relevo.

			Las influencias, calificadas por los menos renovadores de nefastas e impías, a las que se opone la doctrina de la Constitución histórica son las que vienen de América y de Francia. Y también de los pensadores que habían nutrido de ideas a los revolucionarios que impulsaron las primeras constituciones de uno y otro lado del Atlántico. La identificación del flujo pernicioso no cuesta ningún trabajo a los partidarios de la petrificación. Dice Ostolaza en una intervención en las Cortes el día 6 de junio de 1811 que tales formas de pensar «nos vienen de la Francia, cuyo influjo pestilencial en la Península ha hecho degenerar nuestras más antiguas costumbres y adoptar mil perniciosas ideas».

			La división de poderes y la soberanía nacional estaban entre ellas.

			La comunión mayoritaria a favor de las ideas no estamentales, igualitarias, favorables a la división de poderes y de la soberanía nacional se expresa en los decretos que las propias Cortes aprueban con antelación a la Constitución.[51]

			En el caldero de ideas que acaba de describirse se hierve la Constitución de Cádiz. Los ingredientes que los diputados precisan combinar para que su obra sea del gusto de todos y perdure son, por tanto, al mismo tiempo, históricos y revolucionarios. Desde el punto de vista histórico se contesta incluso, como ya se ha visto, hasta la necesidad y oportunidad de una nueva Constitución. El constitucionalismo moderno impone, por el contrario, que la garantía de los derechos y la organización de los poderes se plasmen en un texto nuevo; sin ello, como decía el artículo 16 de la Declaración de Derechos francesa de 1789, la Constitución no existe.

			La Constitución de Cádiz integrará prodigiosamente los requerimientos de una y otra corriente ideológica. En su texto está recogido todo cuanto hay de esencial en las constituciones revolucionarias de finales del siglo XVIII. Por supuesto, la organización de los poderes, separándolos y atribuyéndoles, en régimen de contrapesos y equilibrios, las funciones legislativa, ejecutiva y judicial; y también la garantía de los derechos. Estos se declaran con un énfasis no menor y utilizando su repertorio similar al utilizado en las declaraciones americanas y francesa. Pero no se levanta acta en un documento formalizado aparte de la Constitución, ni siquiera se recogen en un capítulo especial dedicado a relacionarlos. Se reconocen dispersamente, entreverados en el articulado general. Como si los constituyentes no quisieran poner demasiada luz en su comunión con ideas que a una parte de la cámara le parecían impías.

			En ninguna parte está explicado mejor este formidable ejercicio de sincretismo que en el Discurso Preliminar, debido a la pluma de Agustín de Argüelles (y, tal vez también, a la del diputado Espina).

			Aunque Argüelles era un reconocido lector de los clásicos latinos, no consta que tuviera un conocimiento profundo de la historia de nuestras instituciones políticas de la que, sin embargo, hace una verdadera exhibición en el Discurso Preliminar. Pero resulta fácil desvelar su fuente principal de aprovisionamiento de datos históricos de nuestro pasado constitucional: Jovellanos, por quien Argüelles sentía una admiración profunda, había usado y recomendado mucho, al tiempo que empezaba el cambio revolucionario en España, la obra de Martínez Marina (se refería a ella en una carta a lord Holland de 2 de noviembre de 1808). Había escrito ya entonces Martínez Marina su Ensayo histórico sobre la antigua legislación y principales Cuerpos Legales de León y Castilla, que había de servir de prólogo a la edición del Código de las Siete Partidas, que proyectaba la Academia de la Historia, pero más tarde desarrolló la investigación en su Teoría de las Cortes, donde hacía una exhibición de erudición histórica realmente impresionante.

			No sería esta la única fuente, pero sí la más importante.

			El Discurso Preliminar de la Constitución de Cádiz, como bien observó Sánchez Agesta, no es parangonable con ningún prólogo de las constituciones españolas sucesivas, ni tampoco se asemeja en nada a la hermosa y simplísima explicación que antecede al articulado de la Constitución norteamericana («Nosotros, el pueblo de los Estados Unidos…»), ni a las veinte apretadas líneas que prologan la primera Constitución francesa, la de 1791. El Discurso Preliminar de Argüelles es una explicación inteligente y eficaz de cómo en España, realmente, se había llegado a hacer una Constitución sin hacerla verdaderamente. Es decir, se habían traído a un texto formal nuevo (esto, el puro revestimiento formal, la vestidura renovada era lo que se había añadido) instituciones, garantías, procedimientos y libertades que habían estado vigentes en España durante siglos. Sin duda era una explicación tranquilizadora para los defensores de la Constitución histórica. Pero los redactores del texto gaditano se las habían compuesto bien para encontrar en nuestra historia todos y cada uno de los principios por los que había apostado la filosofía liberal moderna para limitar el poder del Estado y defender los derechos de los ciudadanos.

			La Constitución no es, según trata de explicarse, una norma nueva, sacada de inspiraciones de filósofos y pensadores y curtida en los debates de la burguesía revolucionaria. Es, por el contrario, un cuerpo de reglas viejas íntimamente vinculadas al funcionamiento característico de los antiguos reinos peninsulares. En la medida en que aquellas instituciones se modifican algo, se adaptan, se actualizan en la norma nueva, los diputados gaditanos lo que han llevado a cabo —según explica Argüelles— es una reforma de la Constitución. Esta última expresión, y no alguna otra más condescendiente con lo ocurrido en Estados Unidos y Francia, es la que usa reiteradamente Argüelles. Incluso muchos años después de los debates de Cádiz, cuando afronta desde su exilio en Londres el análisis de aquella operación constitucional, entre 1825 y 1833, denominara a sus reflexiones Examen crítico de la reforma constitucional.

			«Nada ofrece la Constitución —son las primeras palabras del Discurso Preliminar, enteramente consecuentes con cuanto acaba de explicarse— en proyecto que no se halle consignado del modo más auténtico y solemne en los diferentes cuerpos de la legislación española, sino que se mira como nuevo el método con que ha distribuido las materias ordenándolas y clasificándolas para que formasen un sistema de ley fundamental y constitutiva en el que estuviese contenido con enlace, armonía y concordancia cuanto tienen dispuesto las leyes fundamentales de Aragón, de Navarra y de Castilla en todo lo concerniente a la libertad e independencia de la nación, o los fueros y obligaciones de los ciudadanos, a la dignidad y autoridad del Rey y de los tribunales, al establecimiento y uso de la fuerza armada y método económico y administrativo de las provincias».

			A la demostración de este aserto (solo matizado por algunas concesiones a los «adelantamientos de la ciencia del gobierno» o al «nuevo método») se dedica el resto del largo Discurso Preliminar.

			La soberanía de la nación, primera cuestión crítica (que en Francia es el símbolo del desalojo del poder de todas las instituciones estamentales del Antiguo Régimen y de la limitación del que todavía la Constitución de 1791 reserva al rey), es una regla que puede encontrarse en las más viejas leyes fundamentales españolas. En particular, en lo que dispone el Fuero Nuevo sobre los derechos de la nación, del rey y de los ciudadanos. 

			 

			La soberanía de la Nación —dice el Discurso—, está reconocida y proclamada del modo más auténtico y solemne en las leyes fundamentales de este código. En ellas se dispone que la corona es electiva; que nadie puede aspirar al reino sin ser elegido; que el Rey debe ser elegido por los obispos, magnates y el pueblo… mandan expresamente que las leyes se hagan por los que representan a la nación juntamente con el Rey; que el monarca y todos los súbditos, sin distinción de clase y dignidad, guarden las leyes; que el Rey no tome por fuerza de nadie cosa alguna, y si lo hiciera que se la restituya. ¿Quién a la vista de tan solemnes, tan claras, tan terminantes disposiciones podrá resistirse todavía a reconocer como principio innegable que la autoridad soberana está originaria y esencialmente radicada en la nación?

			 

			El respeto a las libertades de los ciudadanos, convertido en principio esencial del nuevo constitucionalismo, está en todas las leyes fundamentales, muy especialmente en las de Aragón pero también en las de Castilla. En este reino hasta la fórmula usada para la publicación de las leyes es expresiva: «El Rey, de voluntad de las Cortes, estatuesce y ordena». Y también en ese reino se prohibía al rey partir el señorío, «tomar a nadie su propiedad», «prenderse a ningún ciudadano dando fiador»… «tomar de los pueblos contribuciones, tributos ni pedidos sin el otorgamiento de la Nación junto a las Cortes…». En Aragón esas mismas protecciones de la libertad se ajustan con herramientas aún más firmes: el derecho de oponerse a la usurpación por el rey o sus ministros de los fueros o libertades del reino y, en tal caso, poder destronarlo y sustituirlo por otro; la institución de la justicia como autoridad que servía para salvaguardar la libertad civil y la seguridad personal de los ciudadanos…

			Como todas estas leyes y fueros andan dispersos y mezclados en multitud de cuerpos legales, la tarea de las Cortes —según el Discurso— había consistido en «entresacar con gran cuidado y diligencia las leyes puramente fundamentales y constitutivas de la monarquía de entre la prodigiosa multitud de otras leyes de muy diferente naturaleza».

			Respecto de la organización de los poderes, la apelación a la lógica y a la historia se anteponen también a cualquier posible influencia de la filosofía iluminista. Constata el Discurso que en el Estado se desenvuelven tres funciones y «del examen de estas tres distintas operaciones y no de ninguna otra idea metafísica, ha nacido la distribución que han hecho los políticos de la actividad soberana de una nación, dividiendo su ejercicio en potestad legislativa, ejecutiva y judicial. La experiencia de todos los siglos ha demostrado hasta la evidencia que no puede haber libertad ni seguridad, y por lo mismo justicia ni prosperidad, en un Estado donde el ejercicio de toda la autoridad está reunido en una sola mano. Su separación es indispensable…».

			Finalmente, en este rápido resumen de los postulados del Discurso Preliminar, el afianzamiento de las libertades. El principio general de que parte es el mismo que expresó el liberalismo revolucionario: «De todas las instituciones humanas, ninguna es más sublime ni más digna de admiración que la que limita en los hombres la libertad natural, sujetándolos al suave yugo de la ley. A su vista todos aparecen iguales, y la imparcialidad con que se observan las reglas que prescribe será siempre el verdadero criterio para conocer si hay o no libertad civil en un Estado». Pero también en cuanto a ello se puede proclamar con orgullo la historia de nuestras libertades: «ninguna nación de Europa puede acaso presentar leyes más filosóficas ni liberales, leyes que protejan mejor la seguridad personal de los ciudadanos, su honor y su propiedad, si se atiende a la antigüedad de su establecimiento, que la admirable constitución de Aragón». Cita la institución del Justicia Mayor, el modo en que se desarrollaba el proceso penal, las prácticas judiciales…

			Hasta en esto último, la organización y funcionamiento de los tribunales, la Constitución, lejos del inmenso desprecio de los revolucionarios franceses por los jueces, había mantenido las viejas instituciones adornándolas de unas pocas reformas.

			Con esta nervadura histórica se trae a 1812 la soberanía nacional y la eliminación de los estamentos, la división de poderes, la proclamación de la primacía de la ley general, que vincula a los demás poderes públicos y ante la que todos los ciudadanos son iguales. También la declaración del principio general de libertad con los límites que la ley imponga, la puesta en valor de la propiedad de la que nadie puede ser privado sin indemnización, la imposición del principio de legalidad de los delitos y de las penas, la adecuación del proceso a la garantía de la libertad, etc.

			Durante algún tiempo, los trabajos de investigación que estudiaban la Constitución de Cádiz se planteaban justamente (los de Fernández Almagro son expresivos) si el Discurso y toda la Constitución encubre un espíritu revolucionario que no quiere mostrarse abiertamente para no generar mayor reacción en contra, o si hay realmente la clara intención de actualizar y poner el orden del día del pensamiento liberal, los principios y las instituciones de nuestra historia.

			Probablemente puede decirse hoy (cuando ya el debate sobre la cuestión no tiene más interés que el intelectual) que hay en la intención de la mayoría de los diputados gaditanos la mitad de cada cosa: una sincera voluntad de recuperar las instituciones históricas compatibles con la nueva ideología de la soberanía nacional y, al mismo tiempo, la decidida incorporación de las ideas que habían triunfado en las revoluciones de finales del siglo anterior. Y esto, sin embargo, contado en el Discurso Preliminar y ejecutado en el texto de la Constitución con una delicadeza extrema, para no levantar reacciones apoyadas en la oposición a cualquier idea revolucionaria.

			En verdad, la operación que describe el Discurso Preliminar, consistente en apoyar en la historia propia una magna adaptación de toda la fibra institucional del Estado, es un método constituyente estimabilísimo y hermoso. En España se prostituyó, sin embargo, totalmente, cuando a lo largo del siglo XIX se lo apropió el pensamiento político reaccionario y, finalmente, ciento cincuenta años después, en los decenios centrales del siglo XX, cuando fue utilizado para justificar las leyes fundamentales de una dictadura.

			 

			 

			EL REPARTO DE LAS FUNCIONES DEL ESTADO Y LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS

			 

			El esquema del reparto del poder en la Constitución gaditana es el siguiente:

			Lo primero es la declaración de que la nación española «es libre e independiente, y no es ni puede ser patrimonio de ninguna persona ni familia» (artículo 2), para establecer inmediatamente que «la soberanía reside esencialmente en la nación, y por lo mismo pertenece a esta exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales» (artículo 3).

			Para describir cómo se ejercen los poderes que corresponden a la nación soberana, la Constitución de 1812 se separa del antecedente francés, por la razón estética, que se expresa simplemente en los debates, de no redactar el texto en este punto de forma exactamente igual que los franceses. De modo que si en la Constitución de 1791 se regula la división de poderes partiendo del órgano (Parlamento, rey, tribunales) que los ejerce, en la de 1812 se hará referencia primaria a la función que incumbe a cada poder. Y así, el artículo 15 dice que «la potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey», en el 16 que «la potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey», y en el 17 que «la potestad de aplicar las leyes en las causas civiles y criminales reside en los tribunales establecidos por la ley».

			Las funciones se atribuyen monopolísticamente, en principio, a cada uno de los órganos que las ejercen. La separación entre ellos aparenta ser total, en consecuencia, porque no se percibe, al menos en las declaraciones generales, ninguna forma de participación de un poder en el ejercicio de las funciones de otro. Al menos así se declara con toda rotundidad cuando se describe la función ejecutiva en el artículo 170: «la potestad de hacer ejecutar las leyes reside exclusivamente en el Rey, y su autoridad se extiende a todo cuanto conduce a la conservación del orden público en lo interior, y a la seguridad del Estado en lo exterior, conforme a la Constitución y a las leyes». Y lo mismo ocurre cuando se regula la función judicial en el artículo 242: «la potestad de aplicar las leyes en las causas civiles y criminales pertenece exclusivamente a los tribunales». En este caso, además, la Constitución profundiza en prohibir la interferencia entre poderes: dice el artículo 243 que «ni las Cortes ni el Rey podrán ejercer en ningún caso las funciones judiciales, avocar causas pendientes, ni mandar abrir juicios fenecidos». Y, recíprocamente, se pone freno a cualquier posibilidad de que los jueces se entrometan en las funciones legislativa y ejecutiva: «los tribunales no podrán ejercer otras funciones que las de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado» (artículo 245), y «tampoco podrán suspender la ejecución de las leyes, ni hacer reglamento alguno para la administración de justicia» (artículo 246).

			Por supuesto que los derechos que la Constitución de 1812 reconoce y proclama son también, como todo en ella, de acuerdo con el pensamiento mayoritario de los constituyentes, una simple actualización de situaciones ya establecidas en nuestra historia y no el resultado de un ejercicio de metafísica. Así se declara, y parecen creerlo seriamente los constituyentes.

			El debate sobre los derechos de los ciudadanos, que era lo primero que se había movido en los procesos revolucionarios americano y francés, no ocurre en España en términos que puedan asimilarse. El abandono de una primitiva idea, manejada por los constituyentes, de que la parte primera de la Constitución se consagre a la definición de los derechos fundamentales, ilustra que, sin duda, no se quiso asumir el compromiso de enhebrar una declaración formal, embutida en la Constitución misma o escrita solemnemente en un texto separado y de avanzadilla, como hicieron los franceses.

			Esta circunstancia se ha aprovechado por algunos analistas de la Constitución de 1812 para concluir, sin otros matices, que carecía de declaración de derechos y que no se preocupó de catalogarlos y reconocerlos como habían hecho los movimientos constitucionales comparados.

			Sin embargo, tal posición es manifiestamente errónea. Los derechos de los españoles quedaron reconocidos en la primera Constitución, en términos exactamente parangonables a las declaraciones francesas, si bien los diputados gaditanos, sin duda aconsejados por la prudencia, para no levantar resistencias a lo que podría ser considerado revolucionario, prefirieron desagregar la declaración, dispersar las regulaciones atinentes a derechos individuales a lo largo de todo el texto constitucional, de modo que, al final, quedara trufado de todos los principios sobre libertades que el liberalismo revolucionario había conquistado.

			Basta repasar el texto constitucional para demostrar la extraordinaria sutileza con la que va desgranando el reconocimiento, uno por uno, de los derechos y libertades, procurando no levantar la acusación de francofilia liberal, o de aceptación del iusnaturalismo racionalista.

			Pero, quizá con la excepción importante de la libertad religiosa plena, impedida directamente por el carácter confesional católico de la nación española, que se proclama en el artículo 12 («la religión de la nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, única verdadera. La Nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el ejercicio de cualquier otra») el resto del catálogo de derechos está completo. Tampoco aparecen las libertades de reunión y asociación, siendo en esto la Constitución gaditana aún más firme y consecuente con la eliminación de los llamados cuerpos intermedios de lo que lo habían sido las francesas. En lo demás, véase ahora la muestra de lo indicado:

			En el capítulo I del título I, hay una primera declaración general favorable a la libertad civil y la propiedad, en el sentido que ya se ha indicado antes. Tal y como está formulada puede estimarse equivalente de la declaración favorable al libre desenvolvimiento de las libertades individuales sin más limitaciones (el «suave yugo») que las establecidas en las leyes, siguiendo el mismo criterio del texto francés de 1789.

			La protección de la propiedad (que no es inhabitual que la doctrina sitúe por primera vez en la aprobación de la Ley de Expropiación Forzosa de 1836) está, sin duda, formulada en el artículo 172, regla décima, en términos similares a como lo había hecho el artículo 17 de la Declaración francesa, si bien nótese la poquísima solemnidad con que en la nuestra se recoge porque aparece con ocasión de describir las potestades del rey y está mezclada con otras doce. «No puede el Rey —dice el precepto citado— tomar la propiedad de ningún particular o corporación, ni turbarla en la posesión, uso y aprovechamiento de ella; y si en algún caso fuese necesario para un objeto de conocida utilidad común tomar la propiedad de un particular, no lo podrá hacer, sin que al mismo tiempo sea indemnizado, y se le dé el buen cambio a bien vista de hombres buenos» (una forma no judicializada del establecimiento del justiprecio, sino por arbitraje o mediación de peritos terceros).

			La libertad personal encuentra en el texto constitucional las siguientes garantías básicas: por lo pronto, la exclusión de órdenes arbitrarias y de medidas de privación de libertad acordadas exclusivamente por el ejecutivo (artículo 172, undécima: «No puede el Rey privar a ningún individuo de su libertad, ni imponerle por sí pena alguna. El secretario del Despacho que firme la Orden, y el juez que la ejecute, serán responsables a la Nación, y castigados como reos de atentado contra la libertad individual»).

			Y las garantías ante los procedimientos criminales y la aplicación de las penas se desenvuelven también ajustándose al patrón que empezó a recorrer la Europa ilustrada desde mediados del siglo XVIII después del alegato de Beccaria («De los delitos y las penas») y que corrige radicalmente las prácticas del Antiguo Régimen (en las que España no había participado, según el Discurso Preliminar, ahora ya con notabilísima exageración, incluso cuando utiliza el ejemplo de Aragón).

			Está, primero, el derecho al juez predeterminado por ley (artículo 247: «ningún español podrá ser juzgado en causas civiles ni criminales por ninguna comisión, sino por el tribunal competente determinado con anterioridad por la ley»). Segundo, el derecho a que el proceso sea breve (artículo 286) y público (artículo 302). Tercero, las detenciones preventivas solo pueden ser acordadas por el juez, informando cumplidamente de su razón (artículo 287). Cuarto, proporcionalidad en las medidas de privación de libertad (artículos 291 a 296). Quinto, prohibición de detenciones arbitrarias (artículo 299). Sexto, legalidad de los delitos (artículo 287) y de las penas y prohibición general de las excesivas como el tormento, la confiscación de bienes, las que trasladan sus efectos a la familia del reo (artículos 303 a 305). Séptimo, inviolabilidad del domicilio (artículo 306). Octavo, cumplimiento de las penas en términos de aseguramiento del preso no añadiéndole nuevos males y tormentos (artículo 297).

			La libertad de imprenta, que se califica en la Constitución de libertad política y que tiene una función esencial, como se reconoce repetidamente en el debate constituyente, para el desarrollo de la vida democrática que la Constitución ha de impulsar, aparece también reconocida, pero luciendo, por una parte, en el puesto vigésimo cuarto del artículo 131 en el que se describen las facultades de las Cortes. Esta, en concreto, consiste en «proteger la libertad política de la imprenta», que queda reconocida de este modo indirecto. Por otro lado, se incluye dicha libertad en el título dedicado a la «instrucción pública», «todos los españoles tienen libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas sin necesidad de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la publicación, bajo las restricciones y responsabilidad que establezcan las leyes».

			No hay, en la Constitución de Cádiz, y esta es la más notoria diferencia con las solemnes declaraciones de su tiempo, una consagración explícita de la igualdad como principio general que, en estas últimas, figura siempre al lado de la libertad y en los artículos primeros.

			Pero no podría decirse que no quede establecido el respeto a la misma en términos paralelos. Considérese que la igualdad tiene en Francia, en primer lugar, una vertiente elevadamente política que se dirige contra la división de la sociedad en estamentos, y la asignación a cualquier entidad o corporación de prerrogativas de ninguna clase. Esta declaración se contiene en la Constitución gaditana, por una parte, en la exclusión de la representación estamental en Cortes (los diputados son elegidos «por los ciudadanos», artículo 27); y, por otra, en la prohibición de que el rey ceda cualquiera de sus prerrogativas (artículo 172, tercera) u otorguen privilegios a persona o corporación alguna (artículo 172, novena).

			Un segundo aspecto es la igualdad ante la justicia, del que ya se ha tratado, y que se consigue mediante la supresión de todos los fueros privilegiados y proclamando su unidad.

			El tercer sentido con que se emplea la igualdad de todos los ciudadanos es en su relación con las contribuciones, desarrollo que también está explícito en el artículo 339 de la Constitución («Las contribuciones se repartirán entre todos los españoles con proporción a sus facultades, sin excepción ni privilegio alguno»).

			Quinto, el acceso a los cargos públicos, que es otro de los extremos en que se proyecta el principio general de igualdad, está inscrito en las diversas fórmulas que regulan la investidura de cargos y funciones públicas por cualquier ciudadano, sin que existan oficios venales, que, en el momento de la Constitución, ya estaban suprimidos.

			Y sexto y último, la educación y la asistencia social son aspectos esenciales de la igualdad; se configuran, según hemos visto ya, como derechos sociales que tiendan a dar las mismas oportunidades a todos, por una parte, y a cubrir las necesidades de los desfavorecidos por la fortuna, por otra (artículos 321, quinto y sexto, y artículos 366 y siguientes).

			Del conjunto, pues, de todas estas regulaciones resulta, sin ninguna duda, la elevación del principio de igualdad a uno de los pivotes de la nueva sociedad, aunque no aparezca en el texto de la Constitución una declaración general a la francesa o a la americana (más bien podía decirse que, en este último caso, tiene menores proyecciones de futuro a pesar del énfasis con que se inscribe en los textos fundamentales). Es justo que el Discurso Preliminar, explicando la Constitución, diga que «la ley ha de ser una para todos; y en su aplicación no ha de haber acepción de personas». Lo dice en la parte dedicada a la libertad civil e interpreta el conjunto de las reglas que se han referido, como una declaración general de igualdad.

			 

			 

			EL GOBIERNO DE UN ESTADO GLOBAL, SEGÚN LA CONSTITUCIÓN DE 1812

			 

			El territorio de las Españas que estaba enunciado en el artículo 10 citaba de modo expreso un número bastante amplio de provincias españolas tomando como criterio los antiguos reinos. Sobre América se utilizaron descripciones más generales, pero ajustadas a las grandes divisiones territoriales que había establecido la monarquía a lo largo de los tiempos. Para evitar que los diputados críticos pudieran sentir cualquier discriminación, algunos miembros de la Comisión de Constitución, como Leyva, tuvieron que intervenir para decir que no se había dado preferencia a la Península sobre América ni tampoco a provincias de la Península con respecto de otras. Se pretendió que no hubiera diferencia en ninguna de las partes de la unión nacional. Más bien se había querido «aniquilar el espíritu del provincialismo». Pero los americanos también reclamaban que se incluyera a sus pueblos y provincias en la división constitucional. 

			Fue Muñoz Torrero quien aportó los criterios para despejar la cuestión: 

			 

			Estamos hablando como si la nación española no fuese una, sino que tuviera reinos diferentes. Es menester que nos hagamos cargo que todas estas divisiones de las provincias deben desaparecer, y que en la Constitución actual deben refundirse todas las leyes fundamentales de las demás provincias de la monarquía, especialmente cuando en ella ninguna pierde. La comisión se ha propuesto igualarlas todas; pero, para esto, lejos de rebajar los fueros por ejemplo de los navarros y aragoneses ha elevado a ellos a los andaluces, a los castellanos, etcétera… igualándolos de esta manera a todos para que algunos formen una sola familia con las mismas leyes y gobierno. Si aquí viniera un extranjero que no nos conociera, diría que había seis o siete naciones… yo quiero que nos acordemos que formamos una sola nación, y no un agregado de varias naciones.

			 

			Los territorios que eran antiguas colonias se transformaban en parte de un solo Estado nación. Las repercusiones del cambio afectaban a la organización completa del Estado: a la composición de las Cortes, a la estructura del poder ejecutivo y a la gobernación territorial principalmente. El reto no tenía precedentes en ningún lugar del mundo.[52]

			El problema había aparecido tempranamente en la sesión de 10 de enero de 1811. Lo que planteaban los americanos es que, al constituirse un Estado nacional único cuyo territorio se extendía ampliamente por el Nuevo Mundo, el Estado no sería exclusivamente peninsular, sino que abarcaría tanto los territorios de la antigua metrópoli como los americanos. Comprendían, con razón, que esta transformación sería, de llevarse a cabo, la operación de mayor calado e importancia política y constitucional que habría ocurrido jamás en la historia. Se atrevieron a abordarla los constituyentes, pero no imaginaron soluciones distintas de la arraigada centralización, que pudieran hacer funcionar un Estado que abarcaba dos hemisferios. Como poco, las reformas tendrían que conseguir la sustitución de la antigua y rigurosa centralización por una fuerte descentralización y reconocimiento de autonomía a los gobiernos locales que se establecieran en América.

			La idea de federalismo, solo aplicada por entonces en Suiza y en Estados Unidos, era una novedad extraordinaria y no parecía a los liberales que pudiera ser utilizada para solucionar el problema organizativo de una España transatlántica. El asunto tenía mucha enjundia y estaba bien justificado que los diputados quisiesen plantearlo con calma.

			Los diputados americanos querían consensuar los artículos relativos al régimen municipal. La reclamación primera y más repetida fue que en América había muy pocos ayuntamientos en relación con la inmensidad del territorio y en comparación con los de la Península. Los discursos reiteraban que era necesario implantar soluciones más equilibradas y proporcionales a la población.[53]

			Esta pretensión, de apariencia tan racional y de contenido tan simple, tenía, sin embargo, consecuencias de primer orden respecto al régimen municipal heredado. La creación de ayuntamientos, durante el Antiguo Régimen, había sido una decisión del monarca que privilegiaba con ella, según su libérrimo albedrío, a las agrupaciones de población existentes en el territorio al que se extendía su soberanía. La utilización del criterio objetivo de que hubiera necesariamente ayuntamientos en los pueblos de más de mil habitantes constituía otro asalto a lo que hasta entonces había sido una prerrogativa regia. Se pretendía, además, que se estableciera una uniformidad de derechos de los ayuntamientos en todas las poblaciones, rompiendo así con la clasificación jerarquizada del Antiguo Régimen, negando derechos y privilegios de las poblaciones y haciendo posible su diferente caracterización jurídica y división en ciudades, villas, pueblos, aldeas, etc.

			Al proponer la creación de ayuntamientos de mil almas, gobernados por un alcalde ordinario, dos regidores, síndico, procurador y un escribano público de cabildo, se estaban cambiando realmente las bases de la organización municipal anterior.

			Se refirió a los ayuntamientos el artículo 309 de la Constitución: «Para el gobierno interior de los pueblos habrá ayuntamientos compuestos de alcalde o alcaldes, los regidores y el procurador síndico, y presididos por el jefe político donde lo hubiere, y en su defecto por el alcalde o el primer nombrado entre estos, si hubiere dos».

			Los diputados americanos se opusieron a que los ayuntamientos estuvieran presididos por un cargo no electivo como era el jefe político. Para ellos suponía la continuación del corregidor y el sometimiento jerárquico, a través de él, de los ayuntamientos al virrey. Defendían, bien al contrario, que los ayuntamientos tuvieran el máximo de autonomía, concepto intercambiable entonces con el de soberanía municipal. El diputado costarricense Francisco Castillo dijo, al discutir sobre la soberanía nacional, que «si las Cortes representan a la nación, los cabildos representan un pueblo determinado».

			Los diputados liberales peninsulares se mantuvieron firmes en su convicción de que esas ideas de que los ayuntamientos tuvieran autonomía política y administrativa, considerando que eran representativos y dependían directamente de sus electores, vulneraban el principio de soberanía única. Cabía suponer que si estas pretensiones autonomistas no habían prosperado cuando se trató del legislativo, menos aún iban a aceptarse ahora en relación con la cuestión municipal. Pero los diputados americanos insistían en su argumento de que si las elecciones municipales otorgaban derechos de representación, los concejales o regidores tendrían que tener libertad también para decidir de modo autónomo. La soberanía del pueblo se trasladaba al ayuntamiento. Se negaba así que la soberanía hubiera de ser únicamente nacional, también podría ser provincial o municipal. Estas reflexiones entroncaban de nuevo con la ardua e irresuelta cuestión del federalismo.

			El conde de Toreno dijo: «el señor preopinante ha fundado todo su discurso en un principio a mi parecer equivocado, cuando ha manifestado que los ayuntamientos eran representantes de aquellos pueblos por quienes eran nombrados. Este es un error: en la nación no hay más representación que la del Congreso nacional. Si fuera según se ha dicho, tendríamos que los ayuntamientos, siendo una representación, y existiendo consiguientemente como cuerpos separados, formarían una nación federada, en vez de constituir una sola e indivisible nación». Toreno había tenido otras intervenciones muy importantes respecto a la posición de los ayuntamientos en relación con el poder del Estado. La más recordada en los estudios sobre los debates de la Constitución gaditana es la que figura en el diario de sesiones de las Cortes de 10 de enero de 1812: 

			 

			… los ayuntamientos son esencialmente subalternos al poder ejecutivo; de manera, que solo son un instrumento de este, erigidos de un modo particular, por juzgarlo así conveniente el bien general de la nación; pero al mismo tiempo, para alejar el que no se deslice ni propendan insensiblemente al federalismo, como es su natural tendencia, se hace necesario ponerles el freno del jefe político, que, nombrado inmediatamente por el rey, los tenga a raya y conserve la unidad de acción en las medidas del gobierno. Este es el remedio que la Constitución, pienso, intenta establecer para apartar el federalismo, puesto que no hemos tratado de formar sino una nación sola y única.

			 

			Se argumentó lo mismo en la Francia jacobina, pero pensaban de modo completamente distinto los criollos americanos, que aspiraban a que se reconociera la división de la soberanía de modo que fueran compatibles la nacional, la provincial y la local.

			El artículo 310 de la Constitución estableció la creación de ayuntamientos obligatoriamente en poblaciones de más de mil almas y acordó también que tendrían un término municipal. Los ayuntamientos extendidos por todas partes en América y las diputaciones provinciales podían ser las instituciones en que basar una amplia descentralización en los territorios de ultramar. Bastaba con aumentar el poder de los cabildos y rebajar decididamente el control de los peninsulares sobre los cabildos americanos.

			El artículo 312 establecía el carácter electivo de los ayuntamientos. Alcaldes regidores y procuradores síndicos serían elegidos por los vecinos de los pueblos. No quedaba resto de las competencias o derechos jurisdiccionales que tenían los señores para nombrar justicias o alcaldes en sus señoríos y los bailes, que era la denominación que tenían los alcaldes en el Antiguo Régimen en los territorios cuyo señor era el rey. El número y forma de los ayuntamientos se uniformaba. Esta decisión tenía diferentes proyecciones: en la Península implicaba la derogación del régimen señorial. Para los criollos americanos podía implicar pérdida de poder, en cuanto que muchos de ellos tenían adquiridos directamente o por herencia regidurías perpetuas. Al abolirlas, podían temer por su capacidad de influencia. La propuesta transaccional la hizo Antonio Larrazábal: que dos terceras partes de los regidores fueran elegibles anualmente y el tercio restante mantuvieran la condición de regidurías perpetuas. Enseguida intervino sobre esto Toreno, diciendo que «… no hay duda que los regidores perpetuos, vinculándose en las familias tales empleos, venían a tener una preponderancia muy perjudicial. Muchos vendrían a estos títulos, o los hacían servir para sus mayordomos. ¿Qué resulta de aquí? Que estos dueños propietarios, con todo el orgullo de la nobleza, sin tener quizá su educación, hacían del regimiento un monopolio con que cargaban al pueblo. Yo hablo en esto con imparcialidad; y pues soy regidor de varios pueblos, apruebo y apoyo se extingan semejantes títulos». Blas de Ostolaza reclamaba al menos una indemnización para los titulares de regidurías perpetuas por razón de su supresión. De nuevo aparecía el principio de que la propiedad era inviolable y sagrada. Francisco Salazar, diputado por Lima, también intervino en el mismo sentido.

			Mientras se discutían estos artículos la Comisión estaba preparando un decreto que detallaba mucho más el régimen municipal. Se tardó, sin embargo, casi un año completo después de aprobada la Constitución para promulgarlo. Fue la Instrucción para el gobierno económico y político de las provincias que se presentó para su discusión en las Cortes el 21 de mayo de 1813. Se aprobaría poco después.

			El debate sobre las diputaciones fue el que más abiertamente permitía plantear la cuestión del autogobierno reclamado para las instituciones americanas. Sobre las provincias se quería residenciar especialmente el gobierno del territorio. El artículo clave de la Constitución era el 324: «… el gobierno político de las provincias residirá en el jefe superior, nombrado por el rey en cada una de ellas». Una provincia, según pensaban los que postulaban que se reconociera la autonomía más completa a las diputaciones, no podía estar regida por un funcionario o agente nombrado por el monarca. Una disposición así destrozaba completamente los objetivos liberalizadores de la Constitución. Temían, además, que continuara de esta manera el régimen anterior en el que los funcionarios nombrados por la Corona ocupaban no solo los puestos en perjuicio de los criollos, sino que disponían de un gran poder e influencia. En la medida en que los ayuntamientos y diputaciones tuvieran carácter representativo, por ser electivos sus miembros, habría de reconocérseles una parcela de soberanía efectiva, aunque fuera residual. Durante la guerra de la Independencia las juntas provinciales americanas habían asumido el poder en cada una de estas provincias, al derrumbarse las instituciones preexistentes. Aunque tales situaciones eran provisionales y revolucionarias, a la espera del retorno de la legalidad legítima, enseñaron sobre la posibilidad de organizar el Estado en clave federal. En cambio, situar al jefe político al frente de cada diputación implicaba un sometimiento del gobierno local a la línea jerárquica de autoridades que terminaba en el gobierno de la monarquía. En todo caso, este orden jerárquico había de quedar necesariamente debilitado y estaba abocado a su eliminación. La división en provincias atacaba de frente la vieja organización en virreinatos y capitanías generales, y las disolvía o sustituía por instituciones renovadas.

			Desde el punto de vista de la nueva organización territorial de la monarquía, la posición de los liberales americanos, que representaban los intereses de los criollos, era que América se dividiera en provincias que tendrían la condición de provincias del Estado nacional español, lo mismo que las peninsulares. Pero con la diferencia de que a las de ultramar se les reconocería una amplia autonomía para gestionar sus propias competencias. La monarquía española sería un Estado nación y España una simple parte de ese Estado, del que también formaban parte las provincias americanas, con un gran poder autonómico ejercido sin tutelas.

			El artículo 326 del proyecto de Constitución que el secretario leyó decía: «Se compondrá esta diputación del presidente, del intendente y de siete individuos elegidos en la forma que se dirá, sin perjuicio de que las Cortes en lo sucesivo varíen este número como lo crean conveniente, o lo exijan las circunstancias, hecha que sea la nueva división de provincias de que trata el artículo 12».

			En los debates, los representantes americanos argumentaron sobre el número de los diputados provinciales, cuya cifra resultaba ridícula para la enormidad del territorio que abarcaría la diputación. Era necesario establecer diferencias con las diputaciones provinciales peninsulares. Pero la cuestión más debatida fue la ya indicada de la subordinación de la diputación al jefe superior. Para los americanos, la institución provincial tenía que tener potestades de autogobierno para el desarrollo de sus cometidos. Había que considerarlas entidades dotadas de autonomía suficiente, y vinculadas únicamente al pueblo al que representaban. Es decir, que se estaba pretendiendo crear un Estado articulado según las pautas del sistema federal. El diputado Guridi y Alcocer, siempre tan incisivo en esta cuestión, dijo en la sesión del día 13 de enero de 1812: «Yo tengo a los diputados provinciales como representantes del pueblo de su provincia, cuando hasta los regidores de los ayuntamientos se han visto como tales aun antes de ahora. Unos hombres que ha de elegir el pueblo, y cuyas facultades les han de venir del pueblo de las Cortes, que son la representación nacional, y no del poder ejecutivo, son representantes del pueblo».

			Después de la Constitución, el decreto de 23 de mayo de 1812 relativo al establecimiento de diputaciones provinciales llegó a implantar en América un número muy escaso de estas instituciones en relación con el territorio. Fueron veinte en toda América: quince que se previeron expresamente en el artículo 10 de la Constitución, y las demás añadidas por el decreto citado.

			Triunfó la posición de los liberales peninsulares, que se manifestaron muy firmes en el sentido de que los ayuntamientos eran administraciones públicas locales vinculadas y dependientes jerárquicamente del poder central. Los discursos del conde de Toreno y de Argüelles establecieron los principios de la nueva organización territorial sobre la base indicada. Toreno advirtió que la Comisión de Constitución se había abstenido de intentar crear un sistema federal que concluiría, tarde o temprano, en la creación de Estados separados en América: «Lo dilatado de la nación la impele, bajo un sistema liberal, al federalismo, y si no lo evitamos, se vendrá a formar, sobre todo con las provincias de Ultramar, una federación como la de los Estados Unidos, que insensiblemente pasaría a imitar la más independiente de los antiguos cantones suizos, y acabaría por constituir Estados separados». Y Argüelles abundó en las mismas ideas. Y en los mismos temores: «Multiplíquese esta acción de pequeños gobiernos en razón de su número, y se verá que no pueden menos que propender a la federación…». La misma opinión sostuvieron Muñoz Torrero y otros diputados.

			En ello concluyeron los debates doceañistas sobre la forma que habría de tener el Estado español, cuyo territorio americano era varias veces más extenso que el peninsular europeo. Se rechazó el federalismo y se optó por dar continuidad a las formas centralizadas de gobierno, con instituciones muy renovadas, en relación con las heredadas del Antiguo Régimen, que implicaban una fuerte reforma del régimen municipal, pero sin abandonar la jerarquización de los poderes locales en relación con el gobierno de la nación, en la que residía la soberanía, considerada indivisible.

			La Constitución de Cádiz aportó, sin embargo, fértiles enseñanzas, tanto en materia de organización del Estado como en materia de igualdad de derechos y eliminación de privilegios, que serían tenidas en cuenta e incorporadas a las constituciones de las repúblicas americanas que empezaron a emerger casi coetáneamente a la aprobación de aquella ley fundamental.

			 

			 

			LOS MOVIMIENTOS DEL LADO AMERICANO: INSURGENCIAS E INDEPENDENCIAS

			 

			En los últimos años del siglo XVIII había habido insurrecciones de algunos territorios americanos, levantamientos indios como el de Túpac Amaru en Perú, o los Comuneros del Socorro de Nueva Granada, o la del dirigente negro José Leonardo Chirinos en 1795, o la de Francisco de Miranda en Coro, diez años después. Cuando se produjo la invasión francesa en la Península, las colonias americanas fueron un gran hervidero de reivindicaciones a las que contribuían desde los comerciantes incómodos, los patricios criollos, mulatos o pardos ilustrados, indios oprimidos y negros libertos influidos por la rebelión de Haití, promovida por Toussaint Louverture. Se intentaron siempre paliar estas reivindicaciones pero no se podía evitar la circulación de papeles y panfletos de toda clase en los que se promovían reacciones contra la situación establecida.

			La revolución había hecho generar figuras favorables a la causa independentista como Miranda, Bolívar o fray Servando Teresa de Mier. Pero también había estimulado la admiración por la Revolución francesa o una mayor atención a la lectura de autores franceses como Condorcet o Rousseau. O de textos que habían servido también de apoyo a la independencia de Estados Unidos.

			La revolución hispanoamericana tuvo, en los primeros años del siglo XIX, dos frentes simultáneos en los que expresarse: los debates de las Cortes de Cádiz, y los que tuvieron lugar en cada uno de los virreinatos y capitanías generales americanos que, al hacer frente a la crisis de la monarquía española, iniciaron el camino para constituir gobiernos provisionales autónomos que precedieron a las declaraciones de independencia.[54]

			Antes de que la convocatoria de Cortes se produjera, ya habían comenzado a establecerse juntas en América, que defendían la legitimidad monárquica personificada en Fernando VII. La primera de estas juntas fue la de Montevideo, constituida el 21 de septiembre de 1808 y presidida por Francisco Javier Elío, gobernador interino de la ciudad. La integraban funcionarios, oficiales del ejército, de la marina, la alta burguesía, terratenientes, eclesiásticos, alcaldes, magistraturas locales y otras representaciones semejantes. La legitimación de estas juntas se justificó con dos argumentos principales: por un lado, reivindicaban la legitimidad monárquica; por otro, sostuvieron que, privado el rey forzosamente de sus atribuciones e imposibilitado de ejercerlas, su poder, que, según el derecho histórico, derivaba de un pacto de carácter traslaticio con los estamentos, tenía que retornar al pueblo, a efectos de su conservación y administración.

			La apertura de las sesiones en las Cortes de Cádiz coincidió casi exactamente con las maniobras políticas de la insurgencia en algunos virreinatos y capitanías generales americanos. Los criollos involucrados en estos movimientos deseaban una transición política que no costara vidas, pero que llevara inmediatamente a desmontar el orden colonial. Manuel Lucena Salmoral[55] ha propuesto una clasificación de las revoluciones y sublevaciones distinguiendo entre lo que él denomina la fórmula urbana, en la que el protagonismo residió en los cabildos revolucionarios y, por otro lado, el modelo rural. La primera opción fue la seguida por grupos blancos criollos y se propagó desde la capital hacia el medio rural. El otro procedimiento fue más bien de origen indígena y se desarrolló en sentido centrípeto, desde el campo hasta la ciudad.

			Los cabildos revolucionarios fueron impulsados por grupos de la oligarquía criolla que los consideraron una buena solución institucional para facilitar la transición pacífica entre el antiguo orden y los gobiernos independientes que se pretendía establecer. El procedimiento consistía en que los cabildos existentes se declaraban abiertos y acogían representaciones de los vecinos para deliberar y formar juntas de gobierno. Se trataba de usar de un modo instrumental los cabildos que ya estaban constituidos, añadiéndoles una representación popular de la que carecían. El cabildo solo ostentaba competencias en el territorio al que extendía su jurisdicción, pero esta limitada posición de gobierno podía ampliarse si el cabildo de la capital elegía la primera Junta de Gobierno y posteriormente convocaba a los demás cabildos a una Asamblea territorial.

			La constitución de juntas de gobierno provinciales había sido la fórmula para establecer un gobierno alternativo en España con el que hacer frente a la nueva monarquía napoleónica. El modelo habría de seguirse en América para prevenir que una eventual victoria de los ejércitos franceses en la Península llevase consigo el sometimiento de toda la América española al dominio de Napoleón. Las juntas serían en América, como en la Península, instrumentos de defensa de la legitimidad de la monarquía borbónica. Pero el paralelismo no funcionó. Muchas juntas de gobierno declararon su autonomía y trataron de abrirse camino hacia la independencia, sin que la Regencia constituida en España pudiera contrarrestar este movimiento por tener centradas todas sus escasas fuerzas en la resistencia contra los ejércitos franceses.

			El primer ejemplo de insurgencia urbana se dio en Caracas en 1808. En Caracas se enteraron de lo que pasaba en España el 18 de abril y la acción inmediata de los cabildenses fue el 19 siguiente. Presionaron al cabildo de Caracas para que se reuniese con carácter extraordinario para estudiar la situación y Emparan no tuvo más remedio que reunirlo. Pero el pueblo se amotinó contra el capitán general exigiendo que el cabildo fuera abierto. Hubo de aceptar esta exigencia y se incorporaron diputados populares, representantes de la Iglesia y de entidades como la Audiencia, la Intendencia y el ejército. El cabildo acusó al capitán general de mal gobierno y tuvo que renunciar entregando el poder al Ayuntamiento de Caracas. Ese mismo día 19 llegaron a Caracas dos comisarios regios, Villavicencio y Montúfar, que pretendieron establecer un proyecto alternativo de transición. La Junta de Gobierno de Caracas que acababa de constituirse no les hizo el menor caso.

			La Junta de Gobierno formada en 1810 no fue reconocida por los territorios de occidente (como Coro y Maracaibo) que mantuvieron la fidelidad a las autoridades españolas. La Junta de Caracas inició su actuación defendiendo sobre todo los intereses de los oligarcas. Es decir, adoptó todas las medidas propias del liberalismo primitivo que convenían a los criollos dominantes y enriquecidos. También se preocupó de las conexiones exteriores con el envío de una delegación a Londres con el propósito de negociar el establecimiento de relaciones diplomáticas. La componían personajes con tanto porvenir como Bolívar, Bello y López Méndez. Se convocó un Congreso en 1811, que declaró la República Federal de Venezuela el 5 de julio de 1811. Esta primera república luchó contra el ejército realista que dirigía Monteverde y al final cayó cuando la economía del país se deterioró hasta hacerse insostenible. La primera república acabó vencida por las armas de los realistas, pero también contribuyó el enorme terremoto del 26 de marzo, que acabó con el ánimo de los patriotas, ya mermado por la crisis económica.

			En la primera república en Venezuela el líder fue Francisco de Miranda. En la segunda lo sería Simón Bolívar. En Cartagena elaboró su primer documento, el «Manifiesto», donde recapitulaba sobre la caída de la primera república. Desde este lugar se desplazó Bolívar hacia Tunja, para encontrarse con la Confederación neogranadina. Se le confiaron tropas que tenían que operar contra los realistas de Santa Marta. Bolívar pasó desde Nueva Granada a Venezuela en 1813. Esta expedición constituyó la llamada «campaña admirable» en la que obtuvo una serie de victorias que le abrieron las puertas de Caracas, donde entró el 6 de agosto e hizo su proclama de «guerra a muerte».

			En Buenos Aires, la noticia de la ocupación francesa de la Península se sumaba a los riesgos y amenazas derivados del ataque de Gran Bretaña y sus pretensiones de ocupar Río de la Plata. En Buenos Aires se enteraron de lo que pasaba en España el 14 de mayo de 1810, cuando llegó la noticia embarcada en algunos buques ingleses. El virrey era Hidalgo de Cisneros, que trató de formar una especie de Junta de virreyes de América para gobernarla. Esta idea fue inmediatamente abortada por los criollos. Especialmente Saavedra y Belgrano presionaron sobre el alcalde Juan José Lezica para que convocara un cabildo abierto. El virrey Hidalgo de Cisneros se encontró sin apoyos y tuvo que aceptar la convocatoria del cabildo abierto para el día 22 por la mañana. Allí se oyó por primera vez la doctrina escolástica según la cual la abdicación del monarca había determinado que el poder revirtiera al pueblo. Otros como el fiscal Villota o Paso defendieron, de modo contradictorio, que el cabildo no representaba a Buenos Aires, el primero, y el segundo que el virrey no tenía ninguna autoridad porque la Junta Central, establecida en la Península, que lo había nombrado, se había autodisuelto. Los españoles propusieron entonces que se creara una Junta de Gobierno presidida por el virrey con mayoría de vocales españoles para que tomara el timón. Pero todos los patriotas renunciaron entonces a sus vocalías. El virrey tuvo que hacer lo propio y unos días después entregó el cabildo a los miembros de una nueva Junta constituida fundamentalmente por criollos. Desde la constitución de la Junta de Gobierno Buenos Aires siempre tuvo un gobierno propio que, aunque no rompió los vínculos con la metrópoli, impidió que desde entonces una autoridad española volviese a ocupar cargos en la antigua capital virreinal.

			Paraguay consiguió su independencia de España a pesar de que fue un territorio que no estuvo muy afectado por la explotación colonial. El enfrentamiento de los paraguayos contra los bonaerenses no significó que estuvieran sometidos a España, bien al contrario: hubo un movimiento criollo el 14 de mayo de 1811 que declaró la independencia de Paraguay. Los patriotas convocaron un Congreso Nacional en Asunción que aceptó integrarse con Buenos Aires en régimen de igualdad en el marco de una confederación americana. Pero continuaron las tensiones y desencuentros. En 1813 la Junta convocó un Congreso Nacional, al que transfirió la autoridad, que decidió proclamar a Paraguay república soberana el 12 de octubre de 1813 y encargó a los diputados Yegros y Francia que redactaran un reglamento que sirviera de Constitución provisional del Estado. Al año siguiente se convocó otro Congreso, controlado por el doctor Francia, que se proclamó para entonces dictador supremo de la república, cargo que desempeñó hasta su muerte en 1840.

			También se enfrentaron la opción criolla de autogobierno y la solución legitimista propiciada desde Cádiz en el virreinato de Nueva Granada. La solución gaditana se impuso en Cartagena pero en Santa Fe acabó estableciéndose la fórmula criolla. El levantamiento empezó en Cartagena. A principios de mayo de 1810 llegaron al puerto de esa ciudad los comisionados regios Villavicencio y Montúfar, conocedores de lo sucedido en Caracas, donde había prosperado el autogobierno. Los criollos cartageneros apoyaron a Villavicencio, pero este no pudo atraer a las autoridades locales. Quiso aplicar la fórmula gaditana, pero el cabildo decidió formar un gobierno al que se opuso el gobernador Montes. El cabildo le pidió su dimisión y, como no la dio, fue depuesto con la ayuda de la Compañía del Regimiento Fijo.

			En el virreinato de Nueva Granada no se habían encontrado fórmulas de consenso para el autogobierno. La patria boba estaba regida por una Junta de Gobierno formada en Bogotá el 20 de julio de 1810, que convocó un Congreso al que no asistieron Quito, Venezuela y Panamá y tampoco las provincias realistas de Popayán, Pasto y Santa Marta. Cartagena se declaró independiente y soberana en 1811, rechazando la unión con otras provincias. El Congreso representaba por tanto únicamente a Cundinamarca, Boyacá, Santander y algunas zonas de Magdalena.

			En Quito, la Junta de Gobierno que presidía el gobernador español Ruiz de Castilla, y de la que era vicepresidente el obispo Cuero, consiguió la aprobación de la Regencia, que consideró que era un gobierno al estilo gaditano. Pero se equivocaba porque su ánimo era separatista. Los realistas de Cuenca y Guayaquil se negaron a reconocerla y el presidente de la Junta que había enviado el virrey no consiguió tomar posesión de su cargo. En octubre de 1811 la presidencia la asumió el obispo Cuero. El obispo organizó y presidió un Congreso que empezó a funcionar el 4 de diciembre de 1811 y que acordó proclamar la independencia del territorio. También se preparó una Constitución que fue promulgada el 15 de febrero de 1812, aunque con el nombre «Pacto Solemne de Sociedad y Unión entre las Provincias que forman el Estado de Quito». Estaba regida por un Supremo Congreso de elección popular.

			Quito cayó bajo las tropas realistas poco tiempo después y las divisiones entre los partidarios de los diferentes líderes españoles también causaron sus estragos. Al final, Abascal, que era el virrey, nombró un nuevo gobernador que derrotó a las tropas patrióticas y entró en la capital el 8 de noviembre de 1812. Hacia diciembre de 1812 la Constitución quiteña fue sustituida por la Constitución española de 1812.

			El modelo rural de revolución tuvo su mejor ejemplo en el caso del levantamiento del cura Hidalgo ocurrido en 1810. Su prolegómeno fue la organización por varios criollos notables como Alama, Domínguez, Hidalgo y Allende del levantamiento de las poblaciones de Valladolid, Guanajuato y Querétaro. Había en ellas mucha población india y mestiza que se sumó al levantamiento, facilitado por el malestar existente a causa de las crisis en la industria textil y la producción minera. Cuando descubrieron la conspiración las autoridades, el cura Hidalgo se decidió a hacerla inevitable tocando la campana de la iglesia del pueblo de Dolores y reuniendo a los indios de su parroquia. No se esperaba que esta acción diera lugar de un modo tan decidido a una revolución que no estaba en absoluto preparada. 

			El «Grito de Dolores» ocurrió el 16 de septiembre de 1810. El párroco Hidalgo pidió al pueblo indio que se levantara en defensa de Fernando VII y de la Virgen de Guadalupe, de la religión y de la independencia. El mismo día unos centenares de indios se formaron detrás del estandarte de la Virgen de Guadalupe y se pusieron en marcha pasando por las diferentes poblaciones. La primera de ellas fue San Miguel el Grande, donde se le sumaron otros grupos importantes de indios. El cura Hidalgo organizó la expedición como una forma de redimir también a los humildes, a los que repartía monedas obtenidas en los saqueos. La ciudad de Guanajuato sufrió este asalto. Era una rica ciudad minera, con importantes asentamientos de españoles y criollos que se defendieron con milicias que habían formado a toda prisa. La expedición llegó a reunir a más de 60.000 hombres, entre los cuales muy pocos blancos. Los líderes del levantamiento adoptaron algunas medidas revolucionarias de gobierno, como la prohibición del tributo indígena, la abolición de la esclavitud y la devolución de tierras a los indios. Se oían vivas al rey en las expediciones, pero también a la independencia y a la libertad. Los revolucionarios se dirigieron finalmente hacia la capital de México. Las adhesiones que iban encontrando eran cada vez menores. Los españoles consiguieron organizarse mejor para la defensa, que encargaron al militar Félix María Calleja, quien, al mando de un gran ejército, acorraló a Hidalgo en la zona de Guanajuato, Michoacán y Guadalajara. La victoria de los españoles vino facilitada por los conflictos internos que redujeron la moral de las tropas insurgentes. Hidalgo fue entregado a la Inquisición y después fusilado el 31 de julio de 1811.

			Después del ajusticiamiento de Hidalgo, su movimiento fue seguido por el cura Morelos. Las ideas de redención del campesinado, el símbolo de la Virgen de Guadalupe y la acción contra los abusos de los criollos continuó con él. Mantuvo el apoyo de los indios pero sustituyó las huestes de harapientos de que se había valido Hidalgo por un ejército mejor organizado de unos tres mil hombres, menos numeroso pero con más movilidad y mejor intendencia. Morelos se deshizo de la lealtad a Fernando VII y defendió la república del Anáhuac. No se dedicó solo a defender los intereses de los indios, sino que pensó en una gran república que acogiera a todos los grupos sociales. Los únicos que quedarían excluidos serían los peninsulares. También fue mucho más ordenado su ejército. Evitó los saqueos a la llegada a pueblos y ciudades, lo que contribuyó a reducir el terror que causaron a los criollos las acciones propiciadas por Hidalgo, que dejó actuar a sus anchas a la turbamulta de indios. Morelos llegó a dominar una gran parte de la zona costera del sur y en 1812 tomó Oaxaca. Sus ideas se concretaron en algunas proclamaciones como las de Aguacatillo y las del Congreso de Chilpancingo que se reunió en 1813. Pretendía la independencia de México, la abolición del tributo indígena y la esclavitud, el apoyo a la Iglesia católica pero con derogación de todos los privilegios y diferencias de clases. Morelos solo distinguía entre europeos o gachupines, todos vinculados a los conquistadores y colonizadores, y los americanos.

			Dentro de los americanos contaban los indios, mestizos, esclavos y todas las castas. El 6 de noviembre de 1813 decretó la independencia de México. A partir de ese año el virrey Venegas fue sustituido por Calleja, quien persiguió a las fuerzas de Morelos hasta vencerlas. El Congreso se convirtió en un Congreso itinerante que llegó a la promulgación de la Constitución de Apatzingán el 22 de octubre de 1814, que siguió de cerca lo establecido en la Constitución española de 1812, aunque desde una inspiración republicana. Morelos fue capturado el 3 de noviembre en 1815, llevado a México, entregado a la Inquisición y finalmente fusilado el 22 de diciembre de 1815.

			En Chile se había constituido la Junta de Gobierno el 18 de septiembre de 1810, presidida por el conde de la Conquista. Adoptó las medidas liberales que se repetían en otros territorios como la libertad de comercio con el extranjero, la convocatoria de nuevas elecciones e incluso el apoyo a los territorios limítrofes que combatían contra las tropas españolas. Pero, como en todas partes, se produjeron enfrentamientos entre moderados y exaltados. Se inició un Congreso el 14 de julio de 1811, en el que se enfrentaron las fuerzas moderadas, que estaban representadas por veinticuatro diputados, y las de los exaltados, que eran minoría pero tenían catorce representantes. Estos últimos promovieron un golpe militar valiéndose de los hermanos Carrera, Juan José y Luis, que tenían mando de tropas. Echaron del Congreso a varios diputados moderados y los sustituyeron por otros suyos, y pusieron también como miembros de la Junta a algunos de sus seguidores. A partir de entonces se hicieron muchos proyectos reformistas que no pudieron aplicarse en la práctica por sus excesivas pretensiones reformadoras. Pero declararon algunas libertades públicas esenciales. Entonces se hizo cargo de la política chilena, como líder, José Miguel de la Carrera, que venía de España, en concreto de Cádiz, donde había sido enviado por su padre para que aprendiera cuestiones de comercio. Dio un golpe militar el 15 de noviembre de 1811 y sustituyó a los representantes que no eran de su cuerda. Carrera se quedó, por tanto, con el control total de la situación. Sometió la provincia de Concepción en 1812 que estaba gobernada por Rozas, lo apresó y lo mandó a Mendoza, donde murió al año siguiente. Carrera estableció una dictadura, formalizó relaciones con Estados Unidos y promulgó el Reglamento Constitucional de 1812.

			Entre 1810 y 1814, los insurgentes trataron de crear sus propias naciones luchando contra las frecuentes divisiones internas y frente a las acciones de los realistas, con pocos medios y sin apoyo internacional. Esta situación sin un horizonte claro, ni ayudas de ninguna clase, permitía muy fácilmente la reconquista por parte de los españoles, lo que ocurrió efectivamente. Estas patrias efímeras, creadas por los primeros insurgentes, se conocieron luego como las patrias viejas o bobas. En cuanto que los españoles pudieron enviar ejércitos, ya desembarazados de los invasores franceses, lo que ocurrió en 1813, pudo controlarse la situación o al menos disminuir sus riesgos. A ello contribuyó también el miedo de los criollos a que se organizara una revolución social que perjudicara sus intereses. Este temor llevó a muchos grandes hacendados a militar en el bando realista.

			Con el retorno del rey a España en 1814, la situación en América cambió radicalmente. España recuperó buena parte de los territorios insurgentes y consiguió pacificarlos. Hacia 1816 Nueva Granada había sido recuperada por el general Morillo. La Junta de Buenos Aires no había conseguido ampliar su dominio territorial y un ejército español aniquiló las fuerzas revolucionarias que integraban fundamentalmente esclavos negros y servidores indios o mestizos. A punto estuvo de conseguir la reducción total de los levantamientos en casi toda América. La reposición del rey al frente de la monarquía española implicaba que todos los levantamientos podrían considerarse como traición, de modo que los criollos dominantes se vieron en la tesitura de elegir entre el absolutismo, que ya conocían, aunque les resultara incómodo e inconveniente desde el punto de vista de sus intereses políticos o económicos, o dejarse llevar por los grupos rebeldes que no se sabía muy bien adónde les conducirían. Una alternativa consistente en negociar con el rey Fernando VII era teóricamente pensable, pero poco realista porque era imposible que el monarca aceptara cualquier clase de acuerdo. Como posición intermedia algunos criollos e insurgentes importantes se inclinaron por establecer monarquías en América, atribuyendo la corona a algún descendiente de la monarquía española. Manuel Belgrano, que había sido ferviente republicano jacobino antes de su súbita conversión al régimen monárquico, y partidario de Mario Moreno, propuso un reinado que se encomendaría a algún descendiente de los reyes incas. José de San Martín, que había asumido el mando del ejército de liberación, también llegó a apostar por una monarquía hispanoamericana independiente. Estas ideas no quebraron las convicciones del recalcitrante republicano que fue Simón Bolívar, pero influyeron en la orientación conservadora de su proyecto político, que sostenía que el republicanismo del sur de América no podía ser parecido al modelo norteamericano, ni menos al de la Revolución francesa, porque estaba convencido de que una democracia electoral conduciría a la catástrofe. Consideraba que el larguísimo periodo de tiempo que habían estado los habitantes de América bajo la «tiranía española» les había privado de las dotes mínimas para poder desarrollar y gestionar la nueva nación.

			Las independencias se reavivaron a partir de 1816 y 1817, aunque nunca permanecieron absolutamente durmientes. San Martín reunió un ejército con el que cruzó la cordillera hasta Chile, lo liberó y se encaminó por el mar hacia Lima, que era la gran reserva realista en América del Sur. En febrero de 1817 atravesó los Andes y entabló una batalla en Chacabuco. Y siguió hacia la capital, Santiago, donde entregó el gobierno a Bernardo O’Higgins, quien en febrero de 1818 declaró formalmente la independencia. La victoria de Maipú, que sucedería en el abril inmediato, dejaba liberado a Chile, sin perjuicio de que las tropas realistas todavía se mantuvieran en el territorio, luchando por la reconquista durante mucho tiempo.

			Las batallas de Perú contaron con el apoyo de O’Higgins. Muchos chilenos se sumaron a los ejércitos que lideraba San Martín, que también contaba con la colaboración de una pequeña flota de guerra que comandaba el aventurero escocés lord Cochrane (Thomas Alexander). O’Higgins le prestó apoyo mientras pudo. Se había metido en un programa de reformas y asumido poderes dictatoriales que excluían a la clase dominante chilena, que empezó inmediatamente a plantearle dificultades.

			Mientras esto ocurría Simón Bolívar había vuelto a Venezuela en 1817 e inició una campaña por el oeste cuyo primer paso fue la toma de Angostura. Entró en contacto y llegó a un acuerdo con el caudillo de los llaneros mestizos, José Antonio Páez, que prestó a Bolívar ayudas absolutamente decisivas. Bolívar también ideó incentivos para los mulatos y los esclavos negros a fin de asegurarse su lealtad y la adhesión a su ejército, detalle importante que no había cuidado durante la segunda república. Bolívar tuvo así acceso a los llanos centrales desde los que podía asediar las zonas costeras y especialmente entrar en Caracas. En Angostura convocó un Congreso en febrero de 1819 y esbozó lo que podría ser una Constitución para la futura república. Avanzó hacia los llanos para la conquista de Nueva Granada, yendo a la búsqueda de Francisco de Paula Santander que estaba al otro lado de los Andes. La sede del virreinato estaba en Bogotá y hacia allí se dirigió Bolívar en una marcha de mucha dificultad, puesto que le obligó a subir a las cumbres de los Andes. Bolívar y Santander juntos ganaron a los realistas la batalla de Boyacá. De allí partió hacia Bogotá y de esta manera buena parte de Nueva Granada quedó en manos de los revolucionarios. En diciembre declaró la independencia de todas las provincias del virreinato y fundó la República de Colombia. Comprendía territorios de Nueva Granada y Venezuela, aunque todavía faltaba por incorporar Quito, Panamá y las regiones más pobladas de Venezuela, incluida Caracas, controladas por las fuerzas realistas que mandaba Morillo. Esta lucha continuó durante los años siguientes.

			El levantamiento de Riego en Cabezas de San Juan, en 1820, dio lugar a la apertura de un nuevo paréntesis en el dominio y autoridad de los reyes españoles, que fue aprovechado por los independentistas americanos.

			La reacción más rápida fue la de México. Aunque desde 1815 se había apaciguado la insurgencia, se mantuvieron fuerzas rebeldes que, después de la muerte de Morelos, mandaba un mestizo llamado Vicente Guerrero. En noviembre de 1820 el virrey, Juan Ruiz de Apodaca, envió a un criollo que había sido siempre leal, Agustín de Iturbide, que había luchado contra Hidalgo y Morelos, a aplastar a los insurgentes. Pero conoció Iturbide las noticias que venían del levantamiento constitucional ocurrido en España y, en lugar de abrir las hostilidades contra Guerrero, llegó a un acuerdo para actuar juntos contra el gobierno español. Juntos proclamaron el 24 de febrero de 1821 el Plan de Iguala. Este programa se dirigía a la constitución de una monarquía independiente cuya titularidad se atribuiría a Fernando VII o a alguno de sus hermanos, que adquiriría en México la condición de emperador. Se declaraba el catolicismo como religión única y legítima, se conservaban los privilegios de la Iglesia católica, y se proclamaba que todos los habitantes de México, fuesen indígenas, mestizos o españoles, serían iguales ante la ley. Con estas ideas trataba de conseguir un consenso nacional que llevara a la independencia sin derramamientos de sangre. Enviaron al virrey a la Península algunas semanas después, porque la mayoría de las guarniciones de México habían prestado fidelidad a Iturbide, lo que le permitió declarar la independencia el 24 de agosto de 1821. Después entró en ciudad de México.

			El Plan de Iguala trataba de conciliar el autogobierno legítimo de los criollos y el esquema monárquico y religioso en el que habían vivido durante los anteriores decenios.

			El imperio mexicano también se integraría con la capitanía general de Yucatán y las provincias centroamericanas que formaban el territorio de Guatemala. Todas aceptaron y la más renuente, que fue El Salvador, fue obligada a hacerlo.

			Al principio el gobierno liberal de la Península no quiso reconocer la independencia de México, y mucho menos aceptar la Corona del nuevo Estado. Pero Iturbide resolvió la situación porque el 18 de mayo de 1822 una manifestación que encabezaban soldados de sus propias compañías lo proclamó emperador, con el nombre de Agustín I de México. Lo aceptó Iturbide e inmediatamente trató de conseguir la lealtad de todos sus súbditos, lo que era complicado porque la aristocracia criolla no le tenía mucha consideración por sus orígenes sociales y su fama consagrada de intrigante, que le habían atribuido sus propios compañeros de ejército. Su imperio no duró mucho porque en diciembre de 1822 un coronel que daría mucho que hablar en los años siguientes, Antonio López de Santa Anna, proclamó la república obteniendo el respaldo inmediato de varios generales. El grueso del ejército apoyó esta Declaración y el 19 de marzo de 1823 Iturbide abdicó. Tiempo después volvió de su exilio de Europa pensando que podía recuperar el imperio pero se equivocó. Lo fusilaron.

			El resto de las independencias que afectaban a América del Sur se desarrolló con relativa facilidad. La moral de las tropas realistas caía en picado y muchos de sus efectivos se pasaban a las independentistas. Las circunstancias del levantamiento militar español en 1820 también propiciaban esta inseguridad e intranquilidad. San Martín tenía que terminar de tomar Perú, pero no quiso hacerlo inmediatamente porque pensó que el deterioro general de la gobernación realista le permitiría hacerlo con más facilidad si esperaba con paciencia. Trató de llegar a soluciones negociadas, al estilo de las que figuraban en el Plan de Iguala de Iturbide, y propuso crear una monarquía constitucional a cuyo frente estaría un príncipe español del linaje de los Borbones. Pero no se avanzó mucho por este camino, de modo que se llegó a un golpe militar en julio de 1821, que sustituyó al virrey por otro nuevo gobernador que sería José de la Serna. La deposición se produjo mediante un golpe militar de los propios realistas.

			En julio de 1821 San Martín marchó sobre Lima y declaró la independencia de Perú. Dado el fuerte conservadurismo de este territorio, muchos criollos se sintieron disconformes, más aún cuando el general dispuso tributos especiales para financiar su ejército. En 1822 San Martín fue a Guayaquil para entrevistarse con Simón Bolívar. Bolívar también había aprovechado la ventaja que le daba el levantamiento de Riego en España. La debilidad de los ejércitos realistas volvió a hacerse patente cuando el general español Morillo fue instruido para que celebrara un armisticio con los rebeldes. El general español se retiró, sin embargo, pocos meses después y su sucesor fue vencido por Bolívar en la batalla de Carabobo. Poco después se produjo la toma de Caracas y la liberación de toda Venezuela. Se convocó un Congreso en Cúcuta donde Bolívar fue aclamado como presidente de la Gran Colombia, que era un Estado que abarcaba Venezuela, Nueva Granada y Quito. Faltaba por liberar este último territorio. Se aprobó una Constitución que regiría este inmenso Estado nuevo.

			El 27 de julio de 1822 Bolívar fue a Guayaquil para entrevistarse con San Martín. Fue recibido como jefe del Estado independiente de Colombia y como el gran conquistador. Celebraron San Martín y Bolívar conversaciones y, a su término, San Martín decidió retirarse y viajar a Europa, de donde nunca volvió. Cuando llegó a Perú en septiembre de 1823, Bolívar preparó una ofensiva final que inició a mediados de 1824, hasta ganar la batalla de Junín que le permitió despejar el camino hasta Lima. El mariscal Sucre derrotó al ejército del virrey de la Serna en la batalla de Ayacucho, con lo que se ponía fin a la guerra por el control de Perú.

			 

			 

			LAS PRIMERAS CONSTITUCIONES AMERICANAS

			 

			El constitucionalismo americano se inició coetáneamente con el peninsular y las primeras constituciones de aquel continente fueron las mismas que rigieron en España: la impuesta por Napoleón en 1808 en Bayona,[56] y la primera Constitución revolucionaria y liberal promulgada en Cádiz en 1812. La primera por completo efímera. Pero también la Constitución gaditana tuvo breves periodos de vigencia, interferidos por paréntesis de restablecimiento del gobierno absolutista de Fernando VII. No obstante, rigió en América y en la historia constitucional de muchos Estados figura como su primera Constitución, no solo porque lo fuera de hecho antes de las independencias sino porque tardó en ser sustituida por una Constitución nacional.[57]

			Algunas leyes fundamentales de los nuevos Estados se adelantaron incluso a la Constitución española de 1812, pero, aun en estos casos, la influencia de esta Constitución fue muy amplia en los procesos constitucionales del otro lado del Atlántico,[58] como prueba un análisis de la Constitución de Venezuela de 21 de diciembre de 1811. Naturalmente fue una influencia irregular: mayor en Perú y Nueva España,[59] y más débil en Venezuela, Nueva Granada, Quito, Chile, Argentina y Paraguay, según estudió C. Stoetzer.[60]

			La razón más obvia es la absoluta proximidad de las élites intelectuales americanas y las españolas, también el hecho de que las fuentes en que inspirarse eran bastante limitadas (Estados Unidos, cuya peripecia histórica se conocía mejor por los criollos que por los españoles; Inglaterra, que ofrecía opciones historicistas que se invocaron pero que no se utilizaron ni en España ni en América; y Francia, cuyas constituciones de 1791, 1793 y 1795 conocían bien ambos continentes). Por demás, hay que considerar que los debates constituyentes españoles eran bien conocidos en América, tanto por la participación en las Cortes de diputados americanos como por las informaciones que llevaron los periódicos, principalmente El Español. M. Murphy[61] ha comprobado que los argentinos conocieron la Constitución de Cádiz a través de ese periódico. 

			Los representantes americanos en las Cortes de Cádiz manifestaron en las deliberaciones su adscripción a diversas corrientes de pensamiento. Hubo un sector muy escolástico y proclive al absolutismo del que fue un ejemplo Ostolaza, diputado de Perú. Otros fueron partidarios de las ideas liberales, como Leyva Morales Duárez, Ramos Arizpe o Mejía Lequerica, que tuvo un gran protagonismo en los debates gaditanos. Algunos diputados participaron en la elaboración de las constituciones iberoamericanas como Antonio de Larrazábal o Ramos Arizpe en la Constitución federalista mexicana de 1823-1824. Mendiola, Guridi y Alcocer, Olmedo y Larrazábal estuvieron próximos a las vicisitudes políticas de sus países en la época.

			La ideología de la independencia muestra elementos tradicionalistas y iusracionalistas. Un ejemplo lo ofrece el movimiento de mayo en Río de la Plata.[62] Se asumió entonces la doctrina de la reversión de la soberanía, de raíz escolástica, pero la reversión no habría sido en favor del pueblo sino de las provincias. A la reasunción de soberanía se sumó la crisis del despotismo fernandino. La doctrina de la reversión o reasunción de la soberanía fue acompañada de críticas muy duras a los años de despotismo, que habían sido especialmente severos en América, así como un ensalzamiento del pasado. El mito en la Península, por lo que respecta a la Constitución histórica, se refirió siempre al pasado medieval, cuyo restablecimiento habría de llevar a una monarquía equilibrada y templada, como la que algunos políticos y escritores habían conocido en Inglaterra. En América la apelación al pasado comprendía más repetidamente el pasado mítico que representaba el gobierno indígena, es decir, la situación previa a la conquista española.[63] 

			En las constituciones se reconoció el principio de soberanía nacional. La soberanía pertenece «esencialmente» a la nación es la fórmula más utilizada (Constitución de la Gran Colombia de 1821, artículo 2; Constitución de Perú de 1823, artículo 3; Constitución de la República Federal de Centroamérica de 1824, artículo 2; Constitución de Bolivia de 1831, artículo 2). El adverbio «esencialmente» estaba en el artículo 3 de la Declaración de 1789, pero se ha interpretado más bien como de filiación gaditana. Las constituciones declaran que la titularidad pertenece a la nación y su ejercicio a los diferentes poderes del Estado.[64] 

			Es pertinente observar que las diputaciones provinciales establecidas en la Constitución gaditana se considerarían en América instituciones representativas, que contribuyeron de un modo decisivo al establecimiento de los nuevos Estados soberanos,[65] de modo que en esto también es visible, por lo menos, su repercusión institucional. 

			Los periodos en que estuvo vigente la Constitución gaditana tuvieron el efecto de acelerar el independentismo, que se frenaba, sin embargo, con los retornos de Fernando VII a su posición de monarca absoluto. La vuelta del absolutismo fernandino en 1814 frenó las independencias, pero el levantamiento de Riego en Cabezas de San Juan, que dio lugar al restablecimiento del texto de 1812, favoreció el último asalto al imperio. Los independentistas, tras la reimplantación del absolutismo y la represión consiguiente, se agruparon en tres congresos nacionales, el de Apatzingán (Nueva España, 22 de octubre de 1814), Tucumán (Río de la Plata, 9 de julio de 1816) y Angostura (Venezuela, 15 de febrero de 1819). Cuando la Península restableció la Constitución de 1812 y en 1820 los liberales pretendieron establecer una política más aperturista, América ya estaba prácticamente despegada de España y todo el sistema imperial se estaba derrumbando.

			A partir de 1810 los ecos del enciclopedismo y de la Ilustración alcanzaron un mayor relieve y con ellos la influencia de las independencias norteamericanas y las declaraciones de derechos francesas. En esta época los territorios americanos empezaron a asumir que la independencia nacional solo podía lograrse a través de un documento constitucional que regulase las instituciones estatales. Roto el vínculo con la monarquía, la Constitución no podía ser una carta otorgada ni derivar de un pacto bilateral sino que solo podía surgir de la voluntad constituyente del pueblo. Para expresar esta circunstancia muchos tomaron como referencia el «nosotros el pueblo» que abría la Constitución norteamericana de 1787, aunque el fundamento en América no era la soberanía popular, sino nacional y por ello la referencia al pueblo se sustituía por la referencia a «representantes» nombrados. 

			De nuevo, por tanto, la Constitución de Cádiz se convirtió en un referente decisivo. La Constitución encarnaba los valores de los liberales de la metrópoli y esto sirvió para legitimar la independencia de los territorios americanos. El documento doceañista reconocía en su artículo 2 la independencia de la nación española con el objetivo de afirmar la resistencia a Napoleón y derrumbar la concepción patrimonialista del Estado («La Nación no es ni puede ser patrimonio de ninguna familia ni persona») y con deslegitimar las «renuncias de Bayona». Un artículo semejante se reprodujo en las constituciones americanas para afirmar la independencia de los territorios de ultramar. La significación era, en este caso, distinta porque no tenía un carácter unionista sino puramente independentista justificativo de la segregación. La nación que surgía de las constituciones americanas era tributaria del modelo gaditano, comenzando por la definición de que era una reunión de nacionales en cada uno de los territorios. El principio de soberanía nacional es el que se utiliza en la mayor parte de las constituciones. La soberanía nacional dicen pertenece «esencialmente» a la nación. Aunque las constituciones americanas insisten en que la soberanía pertenece a la nación y su ejercicio se distribuye entre los diferentes órganos estatales. Los Estados americanos nacían a partir de la idea de nación que ya habían defendido en las Cortes de Cádiz los diputados de ultramar. La nación se concebía como un agregado de provincias que habían recuperado su soberanía originaria con la vacancia del Trono, pero también la idea de nación contaba con un sustrato personal que permitía identificarla con el conjunto de individuos que integraban los concretos territorios españoles. Esta doble idea de nación, agregado de provincias y agregado de individuos, suponía un fraccionamiento de la soberanía que se dividía entre las provincias y de modo particular entre los ciudadanos que la integraban. Los diputados americanos defendieron soluciones muy distintas de las liberales metropolitanas. 

			Al ser la nación una suma de provincias soberanas entendieron que la Constitución de 1812 solo vinculaba a las provincias tras un reconocimiento expreso de estas. 

			El proceso revolucionario americano iniciado con la guerra de la Independencia se apoyó en la recuperación de la soberanía originaria por las provincias en donde se formaron Juntas revolucionarias. Algo parecido había ocurrido en la Península donde, en 1808, se habían establecido Juntas provinciales que se declararon titulares de la soberanía. Sin embargo, en España la mentalidad centralista era más acusada y las Juntas provinciales acabaron sujetándose a la Junta Central primero, a la Regencia y a las Cortes después. Pero en América la idea de soberanía fragmentada o fraccionada alcanzó gran relieve porque el movimiento independentista se apoyó en ella y, a partir de 1810, se produjo una asimilación de las doctrinas federalistas norteamericanas que antes habían tenido un papel menor. El resultado fue la implantación en diversas partes de América de un sistema federal de características próximas al norteamericano que se centró, por ejemplo, en la Constitución de la República Federal de Centroamérica de 1824 que comprendía los Estados de Nicaragua, Honduras, Costa Rica, El Salvador y Guatemala (artículo 6), o también la mexicana de 1824. 

			Merle E. Simmons estudió la influencia del federalismo norteamericano y de las ideas de Thomas Paine, alguna de cuyas obras se tradujo en la época.[66] Estas ideas fueron enérgicamente protestadas por Simón Bolívar, que no creía que los independentistas hispanoamericanos tuvieran formación suficiente para asumir esa forma de gobierno que, si bien era la mejor, era la más complicada de aplicar. Prefería el centralismo estricto, como había dicho en muchos escritos y proclamó en su famoso discurso en el Congreso de Angostura de 15 de febrero de 1819. 

			Las constituciones que optaron por un sistema centralista estuvieron más claramente influidas por Cádiz, como ocurrió con la Constitución uruguaya de 1830, la de Nicaragua de 1826 y alguna más, en la que incluso se preveía la existencia de un jefe político de la provincia, según el modelo ibérico.

			Las constituciones americanas sirvieron sobre todo para dar sustancia a las independencias, pero todas ellas trataron de cumplir con lo que estableció el artículo 16 de la Declaración francesa de 1789: para que una norma pueda tener la condición de Constitución tiene que cumplir dos requisitos esenciales: el reconocimiento de los derechos ciudadanos y la separación de poderes.

			En cuanto a la Declaración de Derechos la mayor parte de las constituciones americanas no siguieron el modelo de Cádiz, cuyas características ya han sido expuestas, sino que recogieron declaraciones semejantes a las que habían proclamado las colonias norteamericanas o la Constitución federal, o había hecho Francia en 1789. Hay excepciones a esta regla como la Constitución de Quito de 15 de febrero de 1812, la de México de 4 de octubre de 1824, la de El Salvador de 12 de junio de 1824, la de Honduras de 11 de diciembre de 1825. Estas dos últimas, tanto la de El Salvador como la de Honduras, se integraban en la Federación de Centroamérica, cuya Constitución federal, aprobada el 22 de noviembre de 1824, contenía un catálogo de derechos.[67] Los derechos que se reconocen en estos casos están en los capítulos dedicados a la administración de justicia, y la declaración expresa de derechos se sustituye por una obligación del Estado de «proteger con leyes sabias y justas la libertad, la propiedad y la igualdad» de los ciudadanos (artículo 9 de la Constitución de El Salvador, y artículo 9 de la Constitución de Honduras); ambas siguen casi literalmente el artículo 4 de la Constitución de Cádiz. En otras constituciones que cuentan con declaraciones de derechos, como la propia Constitución de Centroamérica (artículo 2), o la Constitución de la Gran Colombia (artículo 3 de la Constitución de 30 de agosto de 1821), también se hacen menciones a la obligación del gobierno de proteger las libertades con leyes sabias y justas. 

			Las declaraciones de derechos que recogen las constituciones se situaban bien al principio del texto como hicieron las constituciones francesas de 1791, 1793, 1795, o bien se ponían al final del documento bajo la rúbrica «De las garantías» o «Disposiciones Generales» cuya influencia también podía aplicarse a la Constitución francesa del Año VIII, que precisamente terminaba con un capítulo llamado Disposiciones Generales. 

			Muchas constituciones que recogían declaraciones de derechos tenían relación con las soluciones de la Constitución gaditana, en cuanto a que los derechos se atribuían al ciudadano, al miembro de la nación, y no a todo hombre. Por esta razón antes se definía la nación y luego los derechos individuales. 

			Si se atiende a la parte especial, al elenco concreto de derechos y libertades que recogían los derechos americanos, cabe señalar la importancia que en todos ellos se dio a la libertad de imprenta y al derecho de petición. Derechos ambos que fueron importantísimos en la Constitución de 1812. Aunque este es un principio general de las constituciones liberales todas se aproximaron más al modelo de Cádiz y muchas de ellas vincularon la libertad de imprenta a la instrucción pública, que también fue objeto de especial atención en las constituciones americanas. 

			Pero hay una diferencia notable entre las constituciones americanas y la de Cádiz en cuanto al reconocimiento al derecho a la igualdad. La diferencia entre el artículo 4 de la española y su reproducción en los textos americanos radica en que en estos últimos la igualdad era uno de los objetos de protección del Estado. El reconocimiento de la igualdad en las constituciones americanas respondió al ideario que ya habían plasmado los diputados de ultramar en las Cortes de Cádiz. Uno de los puntos de fricción, como se ha expuesto más atrás, entre los representantes de una y otra parte del Atlántico había sido la distinción entre ciudadanos y españoles, atribuyendo solo a los primeros derechos políticos. Considerando que la representación americana podía ser mucho mayor que la metropolitana la cuestión fue duramente debatida, como ya nos consta. 

			Los derechos y libertades reconocidos en los textos hispanoamericanos se hallaban sujetos a una limitación exógena debido al reconocimiento unánime de la confesionalidad del Estado. La mayor influencia del constitucionalismo gaditano se percibe en que prácticamente todas las constituciones americanas reconocieron la confesionalidad y la intolerancia religiosa en términos semejantes a la Constitución de Cádiz. Como ha observado I. Fernández Sarasola,[68] una expresión clara de las consecuencias de esta confesionalidad se contiene en el discurso que Simón Bolívar dirigió al Congreso Constituyente de Bolivia: «En una Constitución política no debe prescribirse una profesión religiosa; porque según las mejores doctrinas sobre las leyes fundamentales, estas son las garantías de los derechos políticos y civiles, y como la religión no toca a ninguno de estos derechos, ella es de naturaleza indefinible en el orden social, y pertenece a la moral intelectual». El mismo sentido excluyente de la confesionalidad se aprecia en las constituciones venezolanas de 1819 y 1821, la de Gran Colombia de 1821 y la Constitución federal de Centroamérica de 1835.

			Casi todas las constituciones recogían expresamente la exclusión de cualquier otra confesión (Perú de 1823, artículo 8, de 1826, artículo 8, de 1828, artículo 3; Constitución de México de 1824, artículo 3; Constitución de Nicaragua de 1826, artículo 46; Constitución de Gran Colombia de 1830, artículo 7; Constitución de Bolivia de 1826, artículo 6; Constitución federal de Centroamérica de 1824, artículo 11; Constitución mexicana de Apatzingán, de 1814, artículo 1, etc.). Algunas excepciones a esta regla son la Constitución de Uruguay de 1830, artículo 5, y la de Argentina de 1819, artículo 1, y de 1826, artículo 3. La protección de la religión también se arbitró a través de la consideración como infracción constitucional, punible, todo atentado contra la religión.

			Sin embargo, el laicismo revolucionario francés encontró hueco en algunos preámbulos constitucionales, que excluyeron la referencia al «Dios todopoderoso» del texto gaditano y lo sustituyeron por el concepto de «Ser Supremo» que utilizaban la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 y la Constitución del año III.

			También es apreciable la influencia de la Constitución de Cádiz en el reconocimiento de deberes de los ciudadanos en las constituciones americanas, tales como la fidelidad constitucional y obediencia a las autoridades, el pago de impuestos o la defensa de la patria (por ejemplo, artículos 7 a 9 de la Constitución de Bolivia de 1826, artículo 12, y de 1831, artículo 11; Constitución de Ecuador de 1830, artículo 11; Constitución de Gran Colombia de 1821, artículo 5; Constitución de Honduras de 1825, artículo 9, etc.).

			En cuanto a la forma de gobierno en Hispanoamérica, las constituciones americanas se acomodaron en este tema a las circunstancias de cada país. La soberanía se entendió como la capacidad no solo para declarar la independencia sino para organizar sus órganos de gobierno. Aunque venían de una monarquía colonial no todos rechazaron la idea de la monarquía. Por ejemplo, la infanta Carlota estuvo intentando granjearse el apoyo americano en el Manifiesto de 19 de agosto de 1808, aunque fue rechazada por cuanto significaba continuidad. En el Río de la Plata en 1814 la Asamblea Constituyente negoció con España para que sus comisionados presentaran un proyecto de Constitución monárquica destinado a que el infante Francisco de Paula reinara en Chile y el Río de la Plata. Hubo proyectos monárquicos en Buenos Aires, en Perú y en México pero a partir de 1814 la opción por la monarquía perdió fuerza sobre todo por la impopularidad de Fernando VII, el absolutismo y sus ideas sobre la recuperación de los territorios perdidos. Volveré sobre esta cuestión más adelante.

			Pero, en general, Hispanoamérica se inclinó por el gobierno republicano; la preferencia se debió a la influencia norteamericana y también a algunos autores influyentes como Thomas Paine, que se habían traducido parcialmente al español en América desde finales del siglo XVIII. Todos los Estados declaraban que la separación de poderes era un requisito para evitar los abusos del poder; la soberanía era de la nación y se repartía entre diversos ramos para evitar el Estado despótico. Sin embargo el despotismo aparecía representado fundamentalmente por el poder ejecutivo en contraste con lo que había ocurrido en Estados Unidos, donde los abusos se cargaron a la cuenta del Parlamento británico. Alguna Constitución estableció límites expresos al Parlamento como el caso de las constituciones bolivianas de 1826 (artículo 39) y 1831 (artículo 27) y la peruana de 1826 (artículo 39).

			El modelo gaditano también influyó en la configuración del reparto de poderes pero compartió la influencia con otros modelos como el británico de la «constitución equilibrada», el modelo directorial francés y el sistema presidencialista norteamericano, ya que las constituciones americanas optaron por uno u otro. La opción por el modelo británico, el directorial o el presidencialista hacía necesaria una organización del Legislativo que no se contemplaba en la Constitución de 1812: la división del Parlamento en más de una cámara. Solo unas pocas constituciones como la de Quito de 1812, la mexicana de 1814, la ecuatoriana de 1830 o los textos constitucionales argentinos de 1811, 1814 y 1815 adoptaron el unicameralismo gaditano. El resto de los Estados optaron por el bicameralismo, con variantes. La Constitución de Venezuela de 1819 se inclinó por un Senado concebido como cámara de equilibrio, tratando de acercarse al sistema de checks and balances británico. Simón Bolívar fue influyente de esta idea porque había conocido el sistema británico en su estancia en Londres y años antes de optar por el sistema napoleónico hizo suyas las premisas de la balanced constitution. En el primer diseño de la Constitución colombiana, Simón Bolívar quería implantar un gobierno que imitase al inglés, aunque fue en el célebre discurso en el Congreso de Angostura, de 15 de febrero de 1819, cuando expuso estas ideas con mayor claridad. Respecto del primer intento se recoge esta expresión en su Contestación de un Americano Meridional a un caballero de esta isla, firmado en Kingston el 6 de septiembre de 1815: «Su gobierno podrá imitar al inglés; con la diferencia de que en lugar de un rey habrá un poder ejecutivo electivo, cuando más vitalicio, y jamás hereditario, si se quiere república; una cámara o senado legislativo hereditario, que en las tempestades políticas se interponga entre las olas populares y los rayos del gobierno, y, un cuerpo legislativo, de libre elección, sin otras restricciones que las de la cámara baja de Inglaterra».[69] Y en el discurso ante el Congreso de Angostura de 15 de febrero de 1819, decía: «Os recomiendo, Representantes, el estudio de la Constitución Británica, que es la que parece destinada a operar el mayor bien posible a los pueblos que la adoptan».[70] En los párrafos siguientes Bolívar hace una semblanza al gobierno inglés identificándolo con un sistema de libertades. También se pronunció sobre las funciones moderadoras del Senado en muchas ocasiones como la citada en la Contestación de un Americano Meridional a un caballero de esta isla. 

			La mayoría de las constituciones optaron por un Senado que recogiese una representación especial de carácter territorial siguiendo el modelo norteamericano, aunque también tuvieron presente la idea de equilibrio constitucional.

			La opción por el bicameralismo no excluía toda influencia del modelo gaditano sino que muchos artículos de Cádiz aparecieron en las constituciones americanas para determinar la elección y funciones de los parlamentos nacionales. Especialmente en el sistema de elección de la Cámara Baja que imitaban casi todas las constituciones. 

			Por lo que respecta a las funciones del Parlamento, fueron evidentes los paralelismos entre la Constitución de Cádiz y las americanas pero las coincidencias más notables se refieren a la función parlamentaria de promover la educación, la creación de tribunales y cargos públicos, el establecimiento de las ordenanzas militares, o la promoción de la industria y las artes útiles.

			La Segunda Cámara o Senado asume muchas funciones propias del Consejo de Estado gaditano actuando unas veces como asesor del jefe del Estado y otras haciendo la función de la Diputación Permanente. 

			En todo caso, las constituciones americanas estaban próximas al modelo gaditano en cuanto a la concepción del poder ejecutivo como un poder que debe limitarse a desarrollar las funciones que se le atribuyen sometido al control de órganos de naturaleza representativa. 

			Muchas constituciones americanas establecieron, a diferencia de Estados Unidos, la elección parlamentaria del jefe de Estado para lograr una mayor dependencia del Parlamento. El Ejecutivo siempre se consideró dualista, en el sentido de que el jefe de Estado se apoyaba en ministros que refrendaban sus actos y eran penalmente responsables. La figura gaditana de los secretarios de Despacho o secretarios de Estado se utiliza con frecuencia.

			En verdad, el presidencialismo americano no se distanciaba tanto de la monarquía constitucional española como pudiera parecer, ya que el presidente ejercía funciones a través de ministros que refrendaban sus actos y respondían de su conducta, a la par que el Ejecutivo resultaba limitado por las tareas de control que ejercía el Consejo de Estado, la Diputación Permanente o el Senado. Entre las limitaciones, por ejemplo, la imposibilidad de declarar por sí solo la guerra o celebrar tratados sin contar con la voluntad parlamentaria. La participación en las tareas parlamentarias estaba muy limitada porque no se reconocía derecho de veto a las leyes. Los constituyentes americanos trataron de otorgar a su jefe de Estado menos competencias que al español y en ocasiones tomaron de la Constitución de Cádiz el mecanismo de establecer restricciones expresas.

			Estas limitaciones se complementaban con la responsabilidad penal por su conducta, que compartía con sus ministros. Se establecía así un sistema parecido al que había operado en España durante la vigencia del segundo Reglamento de la Regencia de 1812, en el que los regentes y ministros refrendantes compartían por igual y de forma solidaria la responsabilidad de los actos. 

			El bicameralismo permitía que el procedimiento que se utilizase para dirimir la responsabilidad fuera el impeachment, muy arraigado en la Constitución británica y que en Estados Unidos se había trasladado a la propia Constitución. Sin embargo, también en este punto se optó por el modelo gaditano estableciendo un sistema de acusación parlamentaria y de enjuiciamiento por parte del Tribunal Supremo de Justicia. También procede del modelo español de 1812 la idea de atribuir a la Constitución valor normativo. El jefe del Estado tenía que jurarla y se articulaban mecanismos para sancionar las infracciones constitucionales. Así se hizo en la Constitución gaditana e imitaron algunas constituciones americanas.

			Estas primeras influencias de la Constitución gaditana fueron reduciéndose al cabo del tiempo en la medida en que decayó el constitucionalismo revolucionario y se optó por soluciones más moderadas y de compromiso. En todos los Estados europeos se establecieron constituciones que eran cartas otorgadas que seguían el modelo de las cartas francesas de 1814 y 1830, y en España también se pasó al sistema del Estatuto Real y otras fórmulas más transaccionales y pactistas.
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